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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés
--Chahuán Chahuán, Francisco
--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo
--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain Alejandro
--Orpis Bouchón, Jaime
--Pérez San Martín, Lily
--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo
--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio
--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés
Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; de Obras Públicas, señor Hernán de Solminihac Tampier; de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi, y de Vivienda y Urbanismo, señora Magdalena Matte Lecaros, y el Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez Zenteno.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:13, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 86ª y 87ª, ambas ordinarias, en 9 y 10 de marzo, respectivamente, y de la sesión de Instalación, en 11 del mismo mes, todas del año en curso, que no han sido observadas. 



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).

Las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ambas ordinarias, en 16 y 17 de marzo del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que prestó su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (boletín N° 6.498-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores del anterior Gobierno:



Con el primero da respuesta a un proyecto de acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición del entonces Senador señor Naranjo y del Honorable señor Letelier, para solicitarle a Su Excelencia la Presidenta de la República que le expresara al Gobierno de Japón la protesta del Estado chileno por el zarpe de naves pesqueras desde ese país con el fin de cazar ballenas en la Antártica (boletín N° S 1.213-12).


Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, respecto de la flexibilidad laboral y el ingreso de Chile a la OCDE.



Del anterior Ministro de Hacienda, con el que contesta un oficio cursado en nombre de la Senadora señora Alvear, en relación con la inclusión de la esclerosis múltiple en la cobertura del régimen general de garantías en salud.



De la señora Superintendenta de Seguridad Social subrogante, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, con el cual requiere información en cuanto a los accidentes nucleares ocurridos en el país durante las últimas décadas.



Dos del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Salud precedente:



Con el primero responde un proyecto de acuerdo adoptado por la Cámara Alta, a proposición de los entonces Senadores señores Naranjo y Ominami, relativo al examen médico denominado “pesquisa neonatal ampliada” (boletín N° S 1.133-12).



Con el segundo contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, referente a la inclusión en el Presupuesto del Ministerio de Salud de 2009 de programas piloto de detección precoz del cáncer a la próstata.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



Nuevo primer informe de las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, recaído en el proyecto de reforma, en primer trámite constitucional, del artículo 126 bis de la Carta Fundamental, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (boletín N° 6.756-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Queda para tabla.

Mociones



De la Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que regula los horarios de funcionamiento de las farmacias (boletín N° 6.858-11) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Salud.



Tres del Senador señor Bianchi, con las que da inicio a las siguientes iniciativas:



1.-Proyecto de ley que prohíbe condicionar la contratación de trabajadores a la existencia de antecedentes de carácter económico o financiero (boletín N° 6.859-13) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.-Proyecto que modifica la ley N° 19.987, que autoriza el establecimiento de empresas individuales de responsabilidad limitada (boletín N° 6.860-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


3.-Proyecto de ley que modifica el tipo penal de injurias y calumnias incluyendo las que se cometan por Internet (boletín N° 6.861-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Escalona, por medio de la cual da inicio a un proyecto de ley que regula el contenido de las solicitudes de recepción definitiva de obras; el otorgamiento de seguros en condominios, y los efectos de los mutuos hipotecarios en caso de destrucción de la especie por sismo catastrófico (boletín N° 6.862-14) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de las Honorables señoras Alvear y Rincón y de los Senadores señores Sabag y Walker, don Patricio, con la cual dan inicio a un proyecto de ley que autoriza a las municipalidades y gobiernos regionales para demoler y retirar escombros en las zonas declaradas de catástrofe sin exigir el reintegro de los gastos al propietario de la edificación.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, de conformidad con lo establecido en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicación



Del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, por medio de la cual informa que designó como sus representantes a los Senadores señores Larraín y Orpis.



--Se toma conocimiento.

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Hacienda, señor Rodrigo Álvarez.



--Se accede.
)-------------(

El señor PIZARRO (Presidente).- El proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de áreas de manejo y Registro Pesquero Artesanal también debe ser conocido por la Comisión de Hacienda en el segundo trámite legislativo.



Dicho órgano técnico, con motivo del proyecto sobre el “bono marzo”, fue constituido por los Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Lagos y Sabag.



Solicito la anuencia de la Sala para que la Comisión de Hacienda se aboque con esa misma integración al conocimiento de la iniciativa modificatoria de la Ley de Pesca, cuyo despacho, como todos sabemos, tiene carácter urgente.



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA

TERREMOTO Y MAREMOTO DE 27 DE FEBRERO: INFORME DE GOBIERNO SOBRE MEDIDAS, ACCIONES Y PLANES

El señor PIZARRO (Presidente).- En virtud del acuerdo adoptado por la Sala, seguiremos el debate que se inició en la sesión especial de la mañana a los efectos de recibir información del Gobierno sobre las medidas adoptadas para enfrentar la emergencia, las acciones desarrolladas y los planes de reconstrucción.



Está inscrito en primer lugar el Senador señor Navarro, quien dispone de 4 minutos.



Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, todos tenemos la más amplia y abierta voluntad para colaborar de manera sincera con el nuevo Gobierno a fin de enfrentar esta catástrofe. Cuando visitó Dichato, se lo dijimos personalmente al Presidente Piñera, a quien acompañé en el helicóptero que lo trasladó desde Talcahuano hasta la comuna de Tomé.



Entonces, por intermedio de la Mesa, le señalo al Ministro Felipe Larraín que lo importante es saber cuándo va a ingresar el proyecto de ley sobre reconstrucción nacional, para poder discutir acerca de los aspectos concretos de un instrumento que nos permitirá enfrentar el desastre.



Recuerdo que, en la década del 90, la Oposición -ahora Gobierno- criticó a la Concertación por el conteo de los pobres. Y hubo un debate en torno a si se aceptaban o no las estadísticas. 



Yo no quiero que hoy el debate se traduzca en contar a los damnificados y determinar su número.



Los damnificados desean atención inmediata. Y eso significa, primero, reconocer que en la Región del Biobío la herida está abierta.



No es cierto que allí exista normalidad. Tenemos toque de queda. Hay 82 mil viviendas destruidas.



Entonces, es preciso reconocer que el Gobierno saliente -el de la Presidenta Bachelet- no tuvo percepción adecuada acerca de la profundidad de la tragedia y de la crisis, y que el entrante la está teniendo de manera progresiva, pero, en mi opinión, sin la rapidez necesaria para atacar el problema actual.



Hoy está lloviendo en Concepción. Hace algunos minutos yo veía imágenes que mostraban carpas mojadas, niños que tocaban frazadas empapadas por el agua.



En consecuencia, señor Presidente, tenemos una urgencia inmediata.



Agradezco y felicito la presencia, durante esta sesión, de seis Ministros (espero que esa actitud les dure; el Senado ha comprobado durante largo tiempo que los Secretarios de Estado son poco dados a venir aquí), quienes, además de permanecer en la Sala, han hecho sus exposiciones apoyados por power point, modalidad de trabajo más efectiva. Yo solo espero que nos acompañen a lo largo de todo el proceso, para poder debatir con ellos.



De esta desgracia hay que hacer una gran oportunidad. No cabe ninguna duda.



Al nuevo Gobierno y al Presidente Piñera les tocó el terremoto (a Alessandri le ocurrió lo mismo el 60). Y hay que enfrentarlo. Es una desgracia que nos llena de la voluntad de trabajar duramente. 



Ahora, en esta llamada “unidad nacional”, pienso que hay que apurarse. Porque -para ser muy franco, señores Ministros- no sé cuánto va a durar la “luna de miel”, este clima. Ignoro cuánto va a pasar hasta que estemos en una discusión muy dura. Por ende, es necesario hacer las cosas rápidamente. Y es esto lo que pide la gente.



En la Región del Biobío nos solicitan unidad: que trabajemos con Jorge Ulloa en Talcahuano, que apoyemos a la Intendenta Jacqueline van Rysselberghe; no les interesa si la solución definitiva llega por gracia del Gobierno o de la Oposición, sino que sea oportuna.



La magnitud del sismo -lo dije- fue subestimada. Por ejemplo, no había teléfonos satelitales. ¡Y tuvo que venir Hillary Clinton para que pudiéramos comunicarnos con la Región del Biobío...!



Creo que se trata de una lección de vida, de una lección profesional, que ha de asumirse.



Talcahuano: 6 mil 600 casas destruidas.



¡Quirihue, Cobquecura, Penco, Tomé, Coliumo! ¡Base Naval, Huachipato, ASMAR, PETROX! ¡Pesqueras: Cerro Verde Bajo (de Penco), en fin!



Claramente, allí hay una herida abierta. Y minimizarla, a mi entender, constituye un gran error.



Tuvimos un terremoto. Luego, un no reconocido maremoto. Después, un terremoto social: los saqueos (debemos evaluarlos, para que no se repitan, pues no queremos una respuesta societal de esa índole). Y nos hallamos ad portas de un terremoto laboral.



A este último respecto, reitero lo que he hecho en mi Región: un llamado a los empresarios del Biobío y del Maule a que no abusen del artículo 159, número 6, del Código Laboral (es la cláusula relativa al término del contrato de trabajo por caso fortuito o fuerza mayor) y otro al Estado para que apoye rápidamente con el subsidio pertinente en el caso de los despidos que procedan.



Son miles y miles los exonerados, señor Presidente. En algunas situaciones estamos asumiendo las defensas correspondientes, pues hay un franco abuso: las empresas estarán laborando dentro de quince días, pero han echado a todo el personal sin pagar las indemnizaciones.



¡Eso es reírse de la desgracia de los trabajadores!



Espero que el Gobierno defienda y apoye al sector laboral, y, por cierto, haga un llamado de atención a los empresarios que así proceden.



¿Cuál será el costo? Lo que nos expuso el Ministro de Hacienda.



¿De dónde saldrán los recursos? Es el debate que habremos de hacer.



¿Endeudamiento internacional?



Señor Ministro, ¿existirá royalty minero? Sí o no. Porque sabemos que por esa vía es factible recaudar importantes recursos.



En este Senado no hubo nunca consenso en torno a la existencia de un royalty minero. Y debiera haberlo.



¿Impuestos a quienes más tienen?



Por supuesto: tasas moderadas para aquellos que puedan pagar; fin a las franquicias tributarias susceptibles de supresión; incremento de la tributación a las rentas de capital; reducción de las tasas marginales de impuestos personales.


¡Todas las medidas posibles!



Ahora, si se trata de ahorro, señor Ministro, la verdad es que he venido planteando durante años que adscribamos como Estado al software de código abierto, porque entre 2006 y 2009 el pago de las licencias correspondientes nos costó la friolera de ¡82 mil millones de pesos!



Brasil, Francia, Alemania no tienen los problemas que nosotros enfrentamos en ese rubro.



Si de ahorros se trata, podemos hacerlos para concurrir a la emergencia.



¿De dónde sacar plata?



Ricardo Ffrench-Davis ha planteado revisar el uso de los fondos de las AFP, no para que la gente retire plata: para construir su casa.



Veamos cómo esa fuente de financiamiento puede reactivar la economía en Chile. Al menos hagamos el debate. Porque ahí hay fondos que se están poniendo en el extranjero.



Economistas connotados, a quienes respeto mucho, han dicho que, en la rígida Ley de las AFP, es factible buscar una fórmula para ver cómo con esos recursos pueden comprarse concesiones.



Advierto que a mí no me gustan las concesiones de hospitales; quiero que estos sean construidos por el Estado. Pero, si alguien va a pagar concesiones, que sean todos los chilenos, porque se trata de un buen negocio. Si es un buen negocio, que las AFP inviertan en él en Chile.



Ya decía yo que los fondos de pensiones de Australia han venido a nuestro país a invertir en empresas hidroeléctricas.



Los otros fondos fueron al exterior a perder plata.



Algo hay que revisar ahí, ahora.



La solución de las viviendas de madera es urgente. Las de “Un techo para Chile”, ¡bien! ¡Felicitaciones a los voluntarios! Sin embargo -lo digo con fuerza y sin ningún ánimo contra quienes han trabajado duramente en esa línea-, no sirven para mi Región: son viviendas precarias.



Nos reunimos con la CORMA -con Emilio Uribe, con Jorge Cerón- durante largas horas. En la Región del Biobío esa Corporación puede construir 20 mil viviendas de alto estándar (con madera terciada, forradas) a un costo no superior a 800 mil pesos la unidad. Ello puede ser una solución inmediata.



Las viviendas que estamos instalando -reitero- no sirven. Vamos a tener problemas.



El Ministro de Hacienda hizo proyectar en las pantallas unas viviendas -no las he visto en mi Región- de súper buena calidad. Pero no son las que se están instalando. No hay ni una de ellas en mi Región. Solo están las de “Un techo para Chile”, que se encuentran en Cobquecura, en Penco, en Tomé, tras ser instaladas por los voluntarios. Pero no nos sirven. Y si quieren hacer...

El señor PIZARRO (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente...

El señor PIZARRO (Presidente).- Le informo a Su Señoría que, además del suyo, ocupó todo el tiempo del Honorable señor Gómez: lleva ocho minutos.



La Mesa le concede uno adicional.

El señor NAVARRO.- Muchas gracias. Concluiré de inmediato.



Señor Presidente, como tardaremos dos a tres años en construir las casas definitivas, requerimos otro tipo de viviendas.



Además, necesitamos dos puentes sobre el río Biobío: uno industrial, dual, con tren, y otro urbano.



Es preciso reestructurar la Oficina Nacional de Emergencia. Y no hay que empezar a buscar si fue responsable la ONEMI o el SHOA (habrá demandas). Lo que hay que hacer es evitar que lo sucedido se repita. 



En cuanto a las responsabilidades, debo señalar, por ejemplo, que el Intendente de Santiago es Fernando Echeverría. Y la empresa Echeverría-Izquierdo construyó muchos de los edificios de mi Región que resultaron afectados por el sismo.



Espero que el Gobierno facilite que personeros públicos que hoy ocupan puestos de poder enfrenten en igualdad de condiciones con las personas naturales los juicios que estas inicien para determinar responsabilidades. Porque esta gente, de clase media, perdió todo en la Región del Biobío.



Por último, confiemos más en los dirigentes vecinales, quienes sí pueden trabajar con firmeza. Hay que delegarles capacidades y responsabilidades, porque están en condiciones de asumirlas.



¡Los damnificados no pueden esperar!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón, por siete minutos, según su bancada le indicó a la Mesa.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, agradezco y saludo la presencia de los señores Ministros en esta sesión, a quienes les plantearé nuestra preocupación.



Teniendo claro que el Gobierno lleva en funciones trece días, incluidos el 11 de marzo, los fines de semana y hoy (doce días estuvo nuestro Gobierno al frente de la catástrofe), y pese a que ayer el Presidente de la República nos señaló personalmente que disponía de una evaluación de los daños, ascendente a 30 mil millones de dólares, sobre la base de un detalle que consignaba cada puente y cada casa del país, durante la exposición del señor Ministro de Hacienda en esta Sala escuchamos en reiteradas oportunidades la palabra “estimamos”.



Eso me inquieta, pues en todas las Regiones afectadas hay hombres y mujeres que esperan respuestas, que desean certeza. Y no es argumento válido el de que este es un Gobierno que se está instalando, pues los Informes Alfa, que se construyen día a día en los municipios, son suficientes para otorgar información detallada y oportuna. Y ello da también para otra sesión.



Digo lo anterior porque me tocó ver cómo los jefes de servicios regionales aún permanecen en sus funciones, hacen su trabajo y entregan la información. Y cuando ha habido cambios de autoridades, las salientes han proporcionado todos los antecedentes y evidenciado el mejor de los espíritus de colaboración para con el nuevo Régimen.



Pero, señor Presidente, quiero poner cifras relevantes y que muestran la realidad, con la salvedad de que esta información es en algunos casos terminal y parcial, pues no he logrado reunir los correspondientes a los once municipios de la Región del Maule sur, sino solo de nueve. Se registran 11 mil 603 viviendas demolidas o con orden de demolición, 9 mil 995 viviendas dañadas, 47 escuelas con deterioros que hacen imposible iniciar el año escolar, 13 puentes intransitables y 2 municipios con problemas graves: Pelluhue y Cauquenes.



En el ámbito agrícola, la situación es preocupante. Una evaluación de las pérdidas en las pymes del sector agropecuario y forestal alcanza a 76 millones de dólares, sin considerar la vivienda rural, la infraestructura de riego, los acopios y las frutas de exportación.



Hace unos días, durante la visita a San Javier junto con el Ministro de Agricultura, un pequeño productor, con desesperación y angustia, manifestó que buscaba una luz de esperanza para levantarse frente a los 4 millones de pesos que acababa de perder en el sector del sifón Loncomilla.



Y no estoy detallando el daño en infraestructura de riego, que ha traído consecuencias inmediatas y provocado incertidumbre en los productores respecto de la próxima temporada.



Los colapsos y desmoronamientos de los canales de distribución conllevan, además, riesgos de inundaciones en viviendas si no se realizan trabajos de canalización antes de las lluvias.



Se registran problemas en el sifón Loncomilla, en el sistema de riego Digua, en los canales Melado y Pencahue, en los sistemas de riego Longaví y Tutuvén. En fin, es larga la lista de cauces afectados.



Pero también se presentan dificultades en la cadena del trigo: se registran daños en silos y molinos e inconvenientes en los hornos y el abastecimiento de electricidad en las panaderías.



A lo anterior es necesario agregar la paralización hasta abril de la feria ganadera de Parral; los retrasos en los remates, por falta de ganado, y la escasez de forraje debido a la ausencia de riego en las praderas.



Y, en el sector forestal, lo que pasa en CELCO afecta a 223 trabajadores y sus familias solo en Licantén, en tanto que la situación en la Planta de Cartulinas de Yerbas Buenas dice relación a 380.



A lo anterior se suma el sector vitivinícola, con daños en cubas y bodegas que afectarán la capacidad de almacenaje en la próxima vendimia, estimada en 20 millones de litros.



En cuanto a la pesca, señor Presidente, solo en Pelluhue, Curanipe y Loanco existen más de cien embarcaciones totalmente destruidas. Y me preocupa cómo se abordará la cuestión, pues el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea, señaló en visita a Maule sur que se dispondría de 5 mil 500 millones de pesos correspondientes al Fondo de Pesca Artesanal, los que se reasignarían en las Regiones del Maule y del Biobío. Me pregunto cómo será posible responder con esos recursos a la demanda de ayuda para los pescadores artesanales. Tal cantidad -y lo conversamos en esa oportunidad con el Subsecretario y los dirigentes del sector, encontrándose hoy acá la Presidenta- es insuficiente, por lo que solicitamos que se aumentara el monto del subsidio y que, además, la medida se asociara a un crédito blando a largo plazo con dos años de gracia.



Asimismo, pedimos que el Gobierno replanteara la estrategia, pues está dejando fuera a todos los pescadores que no pertenecen a las zonas nombradas pero que también sufrieron las consecuencias del terremoto, como los de la Sexta y la Novena Regiones.



En Salud, los hospitales de Parral y de Cauquenes se hallan destruidos. Los visitó el señor Ministro. El hospital de Chanco se encuentra con problemas y el consultorio de Curanipe se vino abajo.



Ahora bien, señor Presidente, se puede comprender que producto del terremoto las cosas no sean como antes, sin perjuicio de que la Concertación mantiene la mejor de las disposiciones para apoyar lo que se requiera a fin de reconstruir. Y se espera de la Alianza, hoy en el Gobierno, un espíritu que considere a la Oposición. Pero es claro que, como lo mencionó el Senador señor Larraín, existe un “plan insinuado”, siendo posible observar omisiones al revisar la presentación del señor Ministro del Interior, las cuales espero que sean producto de un error.



Lo digo porque falta información. Por ejemplo, en la lámina relativa a la conectividad aparece la Región del Maule y solo se mencionan las provincias de Curicó, Talca y Linares, con exclusión de Cauquenes.



Cabe hacer presente que en el barrio Estación de la comuna de Cauquenes viven 12 mil personas -es decir, 30 por ciento de la población- y funcionan la cooperativa de vinos, dos empresas forestales y un establecimiento de educación técnica al que concurren 600 estudiantes de Cauquenes, Parral, Chanco y Pelluhue. Sin embargo, el puente se halla cortado y un by-pass de emergencia permite el acceso. Por lo tanto, si los puentes mecano -que vendrían desde Suecia, según se me ha informado- no están instalados cuando empiecen las lluvias, el sector quedará aislado.



Con ello quiero decir, señor Presidente, que si no se recoge la información desde los municipios se puede incurrir en errores gravísimos.



Los alcaldes, por ejemplo, nos preguntaban si los 30 millones de pesos ofrecidos por el Ministro de Educación, señor Lavín, son parte de la redistribución de los 50 millones del Programa de Mejoramiento Urbano o recursos frescos. La infraestructura educacional dañada, en su gran mayoría, no se recupera con 30 millones de pesos.



¿Qué pasará con el financiamiento normal de la educación municipal, ya que se ve afectada la asistencia a clases en todas las Regiones que sufrieron la catástrofe, incluida la Metropolitana? ¿Qué ocurrirá con los niños que no vayan al colegio? Porque los establecimientos no recibirán la subvención.



Necesitamos transformar la situación en una oportunidad para trabajar con las municipalidades y las organizaciones sociales, como también lo expresó la Senadora señora Alvear.



Y precisamos conocer con urgencia el registro pormenorizado de los daños por área, con una evaluación económica, un cronograma y una propuesta de intervención en cada caso, a lo que cabe agregar un nivel de detalle por municipio y la especificación del financiamiento.



Quiero detenerme en este punto, señor Presidente. No solo se trata de cómo reponer la infraestructura, sino también del fomento productivo para los que perdieron todo. No podemos olvidarlos: comerciantes, emprendedores turísticos, pequeños productores, en fin.



Aquí recojo las medidas solicitadas por la Honorable señora Alvear, la bancada de Diputados de la Democracia Cristiana y otras más. Porque los efectos del terremoto -se lo hago presente al Senador señor Coloma- efectivamente no se extendieron a todos, pero todos debemos colaborar con quienes sufrieron. Las proposiciones son las siguientes:



-Eliminación en el DICOM.



-Supresión de la prohibición para postular al nuevo subsidio de vivienda, en el caso de las familias afectadas.



-Créditos blandos para la recuperación de embarcaciones.



-Moratoria por todo 2010, sin intereses, de los créditos INDAP u otras instituciones del Estado.



-Crédito blando para agricultores que perdieron siembra y cosecha.



-Modificación de programas de capacitación del SENCE.



-Aumento transitorio, al menos, del royalty minero, para la reconstrucción de escuelas y hospitales.



-Plan de autoconstrucción de viviendas, lo que permitiría absorber cesantía, y evaluar la posibilidad de ligar ello a los programas del SENCE.



-Eliminación del pago de peajes y televía en zonas donde las concesionarias no cuentan con el estándar de un contrato de concesión. Debo hacer constar que el día sábado la plaza de Quinta estaba cobrando.



-Evaluación de un programa de radiodifusión que nunca más nos deje sin comunicación local. Felicito al alcalde de San Javier por disponer de un sistema que nos permitió a todos superar la dificultad.



-Becas en los establecimientos de educación superior de las zonas afectadas.



-Revisión y prórroga del pago de las cotizaciones previsionales, en pensión y en salud; del IVA; del permiso de circulación, etcétera.



-Asegurar la subvención de los establecimientos educacionales que no han funcionado debido al terremoto.



Además, quiero congratular y agradecer a instituciones y sectores que no han sido nombrados en esta sesión: Bomberos, Cruz Roja y, en especial, estudiantes. Ellos tomaron contacto con nosotros el día 27 de febrero y organizaron una campaña de ayuda solidaria que ha permitido llevar alimentos, ropa y abrigo a los afectados.



Muchas gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le quedan 8 minutos al Comité Demócrata Cristiano.



Al Comité Renovación Nacional le restan 9 minutos, y se encuentran inscritos los Senadores señores García y Kuschel.



Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo recordar a la Sala las palabras que el miércoles 3 de marzo recién pasado pronunció aquí el ex Ministro del Interior señor Edmundo Pérez Yoma, durante la sesión especial destinada a analizar la dimensión de los efectos del terremoto y del tsunami en la zona centro sur.



El entonces Secretario de Estado expresó que estábamos “en presencia de la mayor catástrofe natural que el país ha vivido en su historia si consideramos combinadamente la extensión territorial, la población afectada y la duración e intensidad del terremoto.



“Algunos datos grafican la magnitud de la catástrofe: hasta ahora se registran 802 víctimas fatales: 587 corresponden a la Región del Maule; 92, a la del Biobío; 48, a la de O´Higgins; 38, a la Metropolitana; 23, a la de Valparaíso, y 14, a la de La Araucanía.”.



Traigo a colación esas cifras, señor Presidente, porque tengo la certeza de que el ex Ministro del Interior no pretendió engañarnos ni faltar a la verdad. Creo que ese día nos dio a conocer los antecedentes de que disponía, que son los que acabo de señalar.



Hoy, el nuevo titular de la Cartera, señor Rodrigo Hinzpeter, ha puntualizado que las victimas fatales ascienden a 342 y que las personas desaparecidas son 94. Es decir, en el informe que entregó el señor Pérez Yoma, el número de víctimas fatales era más del doble de lo que ahora indica el reporte oficial.



Pero no me parece que tengamos que hacer de ello una causa para enjuiciar al ex Secretario de Estado. Debemos perseguir el propósito que manifestó el Senador señor Larraín: la unidad nacional. No hay tiempo para las críticas destempladas.



Estimo que no es la ocasión de hacer aparecer a los Ministros y a la actual Administración como no habiendo actuado con prontitud, de partir de la base de la inexistencia de un plan de reconstrucción y de que no se cuenta con el financiamiento necesario, cuando llevan recién once días de haber asumido el Gobierno.



El señor Pérez Yoma terminó su intervención diciendo: “Este es el momento de mostrar generosidad, en que todos los intereses deben subordinarse para sacar adelante a Chile y a su gente.”. 



Me quedo con estas palabras y con el llamado a la unidad formulado por el actual Ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter, y el Senador señor Larraín.



Sin duda que todo lo que el terremoto redujo a escombros, lo que botó, lo que destruyó, no se ha medido todavía. Cuando recorro la Región de La Araucanía, una de las menos afectadas, sigo encontrando problemas: más escuelas con grietas, más viviendas rurales derrumbadas, más pozos y programas de agua potable rural dañados. Por lo tanto, lo más probable es que la suma de 30 mil millones de dólares en que se evalúan las pérdidas va a crecer.



Lo importante es que contamos con un Gobierno que exhibe la voluntad y convicción de que va a reconstruir el país, de que es mucha la tarea por delante y de que con el esfuerzo y cooperación de todos los chilenos -y, en especial de quienes estamos en la Sala- será posible una recuperación mejor y más rápida.



Termino mis palabras diciendo lo siguiente: a veces, los parlamentarios somos demasiado buenos para indicar con el dedo lo que no hacen los demás y no tenemos ninguna capacidad de autocrítica.



Los Senadores de Renovación Nacional presentamos la semana pasada un proyecto de ley que impide las anotaciones en DICOM de las personas afectadas por el terremoto, asunto que debe estudiar la Comisión de Economía. Ello no ha sido posible, porque el mencionado órgano técnico, al igual que todos los restantes, no se ha integrado. Señalamos a los Ministros con el dedo por las cosas que en doce días no han hecho y nosotros no hemos sido capaces, en el mismo período, de llegar a un acuerdo para conformar las Comisiones. Ha habido buena voluntad, buena disposición al respecto, particularmente de los jefes de Comité de la Democracia Cristiana, del Partido Socialista, pero al día de hoy no las hemos constituido.



Consideremos también nuestras propias responsabilidades y no solo las del Ejecutivo, porque tanto este último como nosotros hemos sido convocados por la ciudadanía para dirigir y ayudar a dirigir los destinos de Chile.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Le quedan trece minutos al Comité Renovación Nacional.



En el tiempo del Comité Unión Demócrata Independiente, que cuenta con catorce minutos, tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor CHADWICK.- No está, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- También se hallan inscritos los Senadores señor Chadwick, señora Matthei y señor Orpis.



Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick.

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, seré muy breve, para compartir el tiempo con mis colegas, así que me ocuparé en puntos bien específicos surgidos durante el debate.



Juzgo importante lo relativo a las sensibilidades. Es una materia planteada por los Senadores señores Letelier y Lagos.



Sin duda alguna, se trata de un factor relevante, por generar los ambientes que pueden potenciar las pequeñeces o las grandezas. Todos somos conscientes en la Sala de que nos encontramos frente al problema más grave y al mayor desafío que Chile registra y que a nosotros, como parlamentarios, nos ha tocado vivir.



Por lo tanto, la exigencia de las grandezas es de carácter moral y ético en el día de hoy. Y, para este efecto, todos tenemos presentes nuestras propias sensibilidades, porque normalmente son las que más exigimos, en tanto que las ajenas son las que vemos más distantes. Debemos cuidar ese aspecto y ponernos en el lugar del otro. 



Sé que molesta que se mencione el déficit fiscal. Sepan mis Honorables colegas que también molesta que se hable de lentitud, de falta de programa, de carencia de medidas o de exigencias demagógicas. Esta es una tarea que tenemos que llevar a cabo entre todos, con respeto por la sensibilidad de cada uno.



Se ha expuesto que la recuperación o reconstrucción del país no es un tema neutral. Y lo comparto.



He estudiado el asunto desde la perspectiva jurídico constitucional y estimo necesario destacar que hoy, con las atribuciones que le confiere la Carta, con las prerrogativas que le entrega la Ley de Administración Financiera del Estado, con las posibilidades que brinda la Ley de Presupuestos para hacer triangulaciones y traspasar recursos al Tesoro Público, con las facultades que pueden proporcionar los estados de excepción constitucional, con la amplitud enorme del ámbito de la potestad reglamentaria, el Presidente de la República podría determinar por decreto un plan de reconstrucción. En efecto, contaría con la potestad para llevarlo a cabo.



Sin embargo, el Primer Mandatario señaló, desde el inicio, que el plan de emergencias y el de reconstrucción se iban a disponer a través de leyes. ¿Qué significa ello? Que le interesa escuchar la opinión de todos. Porque todos vamos a tener la oportunidad, por la vía de la discusión legislativa, de pronunciarnos cómo, dónde y cuándo se procederá y todos nos vamos a ver enfrentados a una situación irrenunciable, inevitable, cual es optar.



Pero, por favor, una noticia que asimismo debemos tener clara en este momento es que una solución completa de aquí a pasado mañana es imposible. Entonces, no traigamos listas de problemas. Preparémonos para considerar las prioridades que será preciso establecer, las opciones por determinar, con el objeto de ir avanzando en la reconstrucción del país. Porque “todo” para “pasado mañana” es absolutamente imposible de cumplir y resulta infantil plantearlo.



Finalmente, señor Presidente, voy a referirme en forma breve a una tercera cuestión.



Lo conversamos hace unos momentos con algunos de los señores Ministros: el plan de emergencia relativo al techo que se necesita en el invierno para las personas en situación de calle es urgentísimo. Y en la Región que represento algo se ha hecho ya para establecer las prioridades.



Me preocupa, eso sí, un punto que, en mi concepto, es importante que el Gobierno considere. Junto con la premura del plan de emergencia y del techo para el invierno, ojalá tengamos también la posibilidad de conocer, con cierta prontitud, cuáles van a ser las políticas o medidas con relación a los subsidios de las viviendas sociales permanentes. 



Porque es completamente distinto trasladarse a una mediagua con la perspectiva cierta de obtener una solución definitiva que llevar en ella dos años de espera, como en el norte, según lo expresó mi Honorable colega Cantero.

El señor CANTERO.- Dos años y medio.

El señor CHADWICK.- Dos años y medio me corrige Su Señoría.



Entonces, este es un factor que puede ayudarnos enormemente. El techo es para hoy, pero también se requiere la esperanza de una concreción muy pronta de la solución definitiva, a fin de proporcionar una paz mayor en el interior de cada persona que esté sufriendo los efectos del terremoto y, con eso, una mayor paz social hacia delante.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Al Comité Unión Demócrata Independiente le quedan cuatro minutos.



Tiene la palabra el Senador señor Rossi en el tiempo del Comité Socialista, al cual le restan cuatro minutos.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, agradezco la exposición que han hecho las señoras y señores Ministros. 



Comparto lo planteado por el titular de Salud en cuanto a que es bueno felicitar el tremendo esfuerzo y sacrificio de muchos funcionarios. Pude imponerme de casos bastante emblemáticos de ello en el Hospital de Parral, cuyo Director, según me comentaban, participó a las cuatro de la madrugada en el rescate de pacientes mientras se estaba cayendo el edificio, lo cual permitió salvar muchas vidas. 



Me parece importante relevar hechos como ese hoy día, cuando estamos analizando los efectos de la catástrofe y cómo enfrentar la emergencia y, posteriormente, el proceso de reconstrucción.



Creo que ha quedado bastante claro que algunas cosas que se dijeron en su minuto con relación a la sobreejecución presupuestaria del primer trimestre no eran tales. Es preciso dejarlo establecido con exactitud.



¿No es cierto, Senadora Matthei -por su intermedio, señor Presidente-?

La señora MATTHEI.- ¡No es cierto!

El señor ROSSI.- Porque aún no termina el primer trimestre. Se acaba de publicar la ejecución de enero y es prácticamente la misma de igual mes del año 2009.



También está bastante claro -lo dijo el Senador señor Lagos- que el Gobierno de la Presidenta Bachelet dejó al país con harta plata para enfrentar esta tragedia.



Y, en el poco tiempo que me queda, quisiera decir que aquí no hay que engañarse. El Senador señor Espina criticaba que hubiese voces o miradas distintas respecto al proceso de reconstrucción. ¡Eso es parte de la democracia! No todos tenemos la misma mirada. A todos nos anima el mismo objetivo, que es poner de pie al país; que rápidamente los damnificados estén en condiciones de volver a su vida normal; levantar las viviendas, los hospitales; que los niños puedan ir a clases. Pero, efectivamente, tenemos miradas distintas en cuanto a cómo conducir el proceso.



Por mi parte, estoy tremendamente preocupado por esto de la reasignación presupuestaria. Me gustaría conocer cuáles son los criterios que se han utilizado para ella, cómo se va a gastar esa plata. Porque ya sé que en mi Región, la de Tarapacá, se ha disminuido en mil millones de pesos el Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Sé que 2 mil 100 millones del Fondo de Innovación para la Competitividad (FIC) no están llegando -no sabemos por qué-, y tampoco los 4 mil 100 millones correspondientes a las Regiones por el Transantiago.



Entonces, la principal pregunta es cómo vamos a financiar el plan de reconstrucción, que todavía no conocemos. ´



¡Está bien: llevan 11 días! Pero por lo menos debiéramos entender que con 700 millones de dólares no vamos a resolver todos los problemas, ni mucho menos. Por tanto, hay que iniciar una discusión respecto a cómo lo financiamos. ¿Lo financia el niño que va a clases en la caleta San Marcos, en la Región de Tarapacá, que no va a tener su escuela? Porque no la va a tener. Eso es algo concreto. El proyecto ya se paralizó; no va a ir al Gobierno Regional para que lo voten los consejeros. ¿Por qué? Por reasignación presupuestaria. Y lo mismo pasa con la posta o con la Escuela Simón Bolívar de Alto Hospicio.



En materia de vivienda, señora Ministra, ¿van a disminuir los subsidios habitacionales? ¿Vamos a recortar recursos? ¿Qué pasa con la gente afectada por el plomo en Arica? ¿Le va a llegar los subsidios para su erradicación y resolverse así un problema de tanto tiempo?



Por eso es importante discutir hoy día cómo hacemos para reconstruir el país de una manera distinta a la que teníamos antes: un país mejor, más equitativo, incluso desde el punto de vista territorial. ¿Cómo fomentamos la participación ciudadana en este proceso, que también es fundamental? Porque aquí se ha hablado poco de eso. ¿Cómo aprovechamos esta tragedia y la transformamos en una oportunidad para que la sociedad civil se organice en comités de cesantes, de reconstrucción, de vivienda, y pueda decir cómo y dónde quiere vivir, qué tipo de vivienda desea que le construyan? Eso es fundamental, señor Presidente.



Se me está acabando el tiempo, de modo que voy a concluir haciendo hincapié en la necesidad de avanzar en propuestas concretas respecto de cómo vamos a financiar este plan de reconstrucción que todavía no conocemos.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tal como acordamos en la mañana, algunos Ministros -los de Salud y de Vivienda- deberán retirarse para asistir a la Cámara de Diputados. Permanecerán el Ministro de Obras Públicas, hasta un rato más, el Subsecretario de Hacienda y, según entiendo, también el titular de esta última Cartera, que debe andar por ahí.



Así que agradezco haber venido a los señores Ministros que nos deben abandonar.



Tiene la palabra el Senador señor Quintana, del Partido Por la Democracia, Comité al cual le restan tres minutos.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, quisiera referirme brevemente a uno de los temas más controvertidos de este debate, relacionado con la afirmación que algunos Senadores de la Concertación, actual Oposición, han hecho en orden a que aquí no hay un plan de reconstrucción. 



Yo entiendo que eso ha irritado a más de alguien en la Alianza. Pero, de verdad, siento que no es para molestarse tanto. No puede constituir pecado alguno que en doce días no exista un plan de reconstrucción. Muy por el contrario, el planteamiento que se ha hecho va en el siguiente sentido. Creo que es muy difícil que, sin una estimación fina y detallada de la cuantía del daño, se pueda decir aquí, en doce días, “¡Tenemos un plan de reconstrucción!”.



En segundo lugar, como indicó el propio Ministro de Hacienda hace un rato, estamos frente a datos y cifras que todavía son preliminares. Por lo tanto, ¡cómo vamos a tener un plan de reconstrucción cuando aún falta información! 



Pero, por sobre todas las cosas, lo importante es que el Gobierno diga si pretende hacer de este asunto una política de Estado o no. Porque si aquí nos traen un documento y nos dicen que ese es el plan de reconstrucción, significa que es el plan de reconstrucción “del Gobierno”. Yo siento que si hay un área en la cual la Concertación y el Gobierno tienen que aunar criterios -es lo que el país espera, por lo demás- es justamente esta. Por eso, yo llamaría a no apresurarse mucho y a definir con claridad un plan de reconstrucción que, entre otras cosas, tiene que resolver cómo se va a financiar. Y en eso hay algunos criterios comunes, pero también algunas discrepancias.



Porque, además, a varios nos preocupa lo que hemos leído en la prensa estos últimos días: que el ex Ministro de Hacienda Hernán Büchi se ha acercado mucho al actual Gobierno. Y yo estimo que esos son los consejos que no nos sirven para enfrentar esta tarea. A mi juicio, quien piense que el sector privado va a permitir dejar atrás esta catástrofe -como hay que hacerlo- se equivoca profundamente.



En seguida, y justamente en el ánimo que nos motiva, quisiera decir: ¡qué más muestra de voluntad de unidad que la carta abierta del Presidente Lagos del fin de semana, que muchos han visto en la prensa, con una definición clara respecto de lo que se puede hacer! 



Hay voluntad de llegar a acuerdo. ¡Ese es el espíritu que existe al interior de la Concertación!



Antes de terminar, quiero referirme sucintamente a una de las zonas afectadas en La Araucanía -Región a la que represento-, como es la comuna de Angol, ya que no quiero que los Ministros se queden con la impresión de que allí no ha pasado nada o ha pasado muy poco. ¡No! Ahí tenemos cerca de un millar de viviendas destruidas, con 400 decretos de demolición ya en curso. Y la gente se pregunta y no hay información. No la tienen ni los alcaldes, independientemente de su color político, ni los gobernadores, porque están recién llegados, ni los intendentes. 



Entonces, algunas familias directamente dañadas piensan que en 15 días les va a llegar una carpa de esas que se van a importar; que en pocas semanas más recibirán, probablemente, una mediagua, y que en unos meses tendrán una vivienda definitiva.



Se requiere claridad al respecto, pero también se requiere claridad en cuanto a los subsidios, porque el marco presupuestario, que es la única información que tienen los seremis -donde los hay, porque en muchas partes del país aún no han sido nombrados-, habla, por ejemplo, en la Región de La Araucanía, de mil subsidios de vivienda del Fondo Solidario Nº 1. ¡Mil! Y solo Angol requiere cerca de esa cantidad.



Por lo tanto, es importante ver cómo se van a actualizar estos datos, señor Presidente.



E insisto: tenemos la mejor disposición para colaborar.



Y termino diciendo lo siguiente: que funcione el mercado, que es lo que siempre ha sostenido la Alianza. Habrá que modificar algunos aspectos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, pero creo que, en la medida en que se sepa con claridad cuáles son los subsidios, las empresas se van a desvivir por ofrecer los mejores servicios para la solución definitiva en materia habitacional.



He dicho.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. Le restan 8 minutos a su Comité.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, ante todo, quiero agradecer a los Ministros por la información que nos han entregado hoy día en la mañana. Pienso que es bastante completa, aunque provisoria, como ellos mismos dijeron. Y es razonable que así sea: la situación está en progresión y todavía no existe claridad exacta sobre cuál es el daño del terremoto a nivel de todo el país. Aquí hemos escuchado a Senadores de diferentes Regiones que hablan de circunstancias que, al parecer, no están siendo consideradas.



El propio Presidente de la República afirmó, en una entrevista de televisión -y lo ratificó después en una declaración-, que se va a levantar un catastro exacto de los daños, comuna por comuna, en todas y cada una de las áreas afectadas. Creo que sería muy bueno que eso lo pudiéramos corroborar nosotros acá, y que los Senadores y Diputados lo verificáramos en terreno. Tenemos mucha capacidad para hacerlo, no para criticar, sino para poder disponer realmente de un catastro completo de lo que ha sucedido en todos y cada uno de los territorios que nos toca representar. Es una tarea que perfectamente podemos llevar a cabo en forma conjunta Gobierno y Parlamento, sin necesidad de dividirnos entre Oficialismo y Oposición.



En segundo término, sobre el plan de reconstrucción, estoy de acuerdo con lo que ha señalado el Senador señor Quintana. Lo que hemos escuchado hoy es algo serio, en tanto esbozo de un plan de reconstrucción. No se puede pedir más a estas alturas. Para hacer un plan de reconstrucción hay que tener, precisamente, un catastro completo; hay que identificar todas y cada una de las áreas donde existen problemas; hay que saber cómo se va a valorizar ese catastro. Aquí se ha entregado una valoración también bastante seria, pero que, como señaló el propio Ministro de Hacienda, no está completa, porque todavía faltan muchos elementos por determinar. Pero hay que reconocer que él ha hecho un esfuerzo serio al traernos estas cifras.



Luego que tengamos eso sabremos qué recursos se necesitan para poder llevar adelante la reconstrucción. 



Entonces, teniendo el catastro, teniendo la valorización, estaremos en condiciones de determinar cómo se financia. 



Aquí hemos escuchado al Ministro de Hacienda y estoy de acuerdo con todas las vías de financiamiento que ha señalado. 



Creo que la redistribución presupuestaria es una de ellas. Sin embargo, existen ahí algunas interrogantes: con qué criterio se realizará la reasignación, qué áreas se verán afectadas, qué proyectos serán postergados. Sería bueno que los parlamentarios lo supiéramos para poder también dar nuestra opinión.



Dentro del financiamiento están igualmente los seguros comprometidos.



Debemos tener presente que el costo del terremoto no recae totalmente en el Estado. Una parte le cabe asimismo al sector privado. Vimos que las grandes empresas sufrieron daños por más de 3 mil millones de dólares. Y eso tendrá que salir.



A lo mejor el Estado tendrá que asumir, además de lo público, también lo privado, por lo menos en lo que respecta a la pequeña, mediana y microempresa y a situaciones como la de una persona de clase media dueña de una casa, adquirida por herencia, que no dispone de los recursos necesarios para reconstruirla.



Entonces, habrá que analizar qué parte le corresponde al Estado y qué parte al sector privado. Y, una vez clarificado eso, determinar a cuánto ascienden los recursos requeridos.



Están, como digo, los seguros comprometidos. Se dice que hay mil y tantos millones de dólares para el sector público.



Tenemos los fondos soberanos, que, como muy bien se afirma (y yo estoy de acuerdo con ello), no pueden utilizarse en su totalidad, pero sí en una parte importante. 



Tenemos el endeudamiento interno. Las AFP tienen recursos suficientes como para suscribir deuda interna con la cual se pueda ayudar a la reconstrucción. 



Tenemos la posibilidad de contraer endeudamiento externo, porque Chile es un país de poco riesgo. Se puede recurrir al BID y al Banco Mundial, donde no hemos utilizado fondos desde hace mucho tiempo. No somos deudores, etcétera. 



Tenemos la Ley de Concesiones, mediante la cual se puede transferir la totalidad del costo -con programas, por supuesto, de pago a largo plazo, como debe ser, tratándose de una concesión- en todo lo que es infraestructura, no solo en obras públicas, sino también para la construcción -no la gestión- de escuelas, hospitales, cárceles. Eso significa cerca de 5 mil millones de dólares, que perfectamente podrían traspasarse al sector privado, ya sea a través de la normativa recién mencionada o del aporte externo.



Tenemos además la posibilidad -y seguramente habrá que considerarla- de la aplicación de impuestos. En esto recuerdo una frase de Adenauer, después de la Segunda Guerra Mundial. Había que reconstruir Alemania. Y, al discutirse cómo se iba a financiar la reconstrucción, él hizo un planteamiento clarísimo: instaurar un impuesto patrimonial, duro, porque en parte implica confiscar la propiedad de alguien. El que pudo salvar sus bienes de las bombas y de la guerra, tenía la obligación de brindar respaldo y solidaridad a quien había perdido su casa o su puesto de trabajo.



Debemos hacerlo. No hay que tenerle miedo. Y me ha alegrado mucho escuchar al señor Ministro de Hacienda decir que ese es un instrumento al cual también podría recurrirse: un impuesto que pague la gente que tiene más y no la que se ha visto muy afectada por el terremoto.



Yo creo que hay que hacer un mix. Y le encuentro razón al señor Ministro de Hacienda: este financiamiento no se puede cargar en un sentido, proyectando más inflación, o en otro, aumentando la tasa de interés.



Es una tarea que tendremos que analizar acá.



Lo que yo quiero decirle al Ministro de Hacienda y al Gobierno es que el Parlamento es un lugar donde podemos trabajar en conjunto para lograr lo mejor, para diseñar el plan de reconstrucción que realmente queremos, para que haya un financiamiento que de veras permita solucionar los problemas provocados por el terremoto, para distribuir la carga en forma justa, entre todos.



Es un asunto que con seguridad abarcará gran parte de nuestras actividades en los próximos meses. Y yo creo, señor Presidente y señores Senadores, que debemos ocupar todo el tiempo que sea necesario. Una vez que nos traigan las cifras, que verifiquemos el catastro, que determinemos lo que haya que gastar y la forma de financiamiento, trabajaremos lunes, martes, miércoles, jueves, viernes, sábado y domingo, hasta cuando sea necesario, para dar la respuesta que el país está esperando de nosotros.



Por último, le quiero decir lo siguiente al Gobierno. 



Cuando ocurrió el terremoto de 1939 -ya se ha dicho-, la Administración de la época creó la Corporación de Fomento y la de Reconstrucción, precisamente para afrontar la emergencia a través de agencias independientes de la burocracia central, con capacidad para hacer las inversiones necesarias y sin que se trabaran por la tramitación de decretos, etcétera.



En 1960, el Presidente Alessandri cambió la estructura del Ministerio de Economía y lo transformó en Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el mismo objetivo.



Yo ya se lo he dicho al Ministro. Aquí tenemos que pensar seriamente, o en crear una agencia, o en utilizar desde el Gobierno -a través de la CORFO u otro organismo- una entidad que maneje con agilidad el fondo de reconstrucción, asignando recursos a los diferentes sectores para ejecutar las tareas concretas. Y, si debe haber alguna fiscalización acerca de cómo se invierten los dineros, que ella sea ex post y no ex ante. Pero debe haber una auditoría, interna o externa, que asegure que los fondos se gasten bien y que, por supuesto, habrá sanciones si ello se hace mal.



Pienso que esa es la manera en que debemos mirar el próximo tiempo.



Tengo confianza en que aquí, entre todos, Senado y Cámara de Diputados, más la participación del Gobierno, con transparencia y mostrando con claridad las cosas como son, podremos caminar por la senda que Chile quiere que transitemos, para poder solucionar los problemas que provocó el terremoto.



Muchas gracias.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, pido autorización para que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pueda funcionar en paralelo con la Sala desde las 17 horas, a fin de analizar el proyecto de ley que modifica plazos en materia de actuaciones judiciales y declaración de muerte presunta en las zonas afectadas por el terremoto.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Acordado.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel en los 3 minutos que le quedan al Comité Partido Renovación Nacional.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, felicito y agradezco al Gobierno por lo realizado en estos 11 días de mandato, tanto en materia de emergencia como de reconstrucción.



Como representante de la Región de Los Lagos, veo con envidia que en la “zona cero” ya se haya conectado el 80 por ciento del agua potable. 



Chaitén va a cumplir dos años “de emergencia”, digamos, porque de reconstrucción no hay nada. El Gobierno ha ido a cortar la luz y el agua potable que habían puesto en marcha los vecinos.



Señor Presidente, yo quiero pedir otro tratamiento para la ciudad de Chaitén.



Solicito que, junto con restituir el agua potable, la luz y el alcantarillado, en las zonas que sea posible -porque hay dos tercios de Chaitén perfectamente recuperables y aprovechables-, se limpie el cauce del río Blanco, que está embancando el muelle y poniendo en riesgo la conectividad de toda la zona sur, y se recupere gran parte de la pista aérea, tal como lo aconsejó nuestra Comisión de Obras Públicas, cuyos integrantes concurrieron al lugar después de la erupción del volcán.



Así como se ha pedido acá que se considere a Tocopilla -sin solución por dos años y medio-, pido que se incluya también a Chaitén en todos los proyectos que se llevarán adelante para la emergencia y también para la reconstrucción.



El poco tiempo que resta se lo dejo al Senador señor Horvath, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría, por un minuto. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quisiera reafirmar las palabras del Honorable señor Kuschel en el sentido de que la integración es del país solidario, que también ha estado afectado por las consecuencias de este terremoto, y antes, por el sismo del fiordo de Aysén y la erupción del volcán Chaitén. Por tanto, la reconstrucción debe incluir lo que corresponde a las zonas de Aysén y Palena.



Celebro que los señores Ministros se estén planteando metas con claridad y oportunidad; asimismo, que la reconstrucción considere la reactivación económica del país, por lo que es posible combinar, con los ajustes necesarios, todo lo que significa la reconstrucción con los compromisos asumidos en la campaña electoral reciente.



La institucionalidad, desde el punto de vista de las alertas y de las emergencias, requiere una profunda reingeniería, así como todo cuanto significa la generación de empleo. Pero eso debe hacerlo todo el país. Pongo, como ejemplos, el nuevo decreto ley N° 701, los 30 mil kilómetros de huellas y caminos vecinales que tenemos por hacer y mejorar.



Estamos atentos ante el envío del proyecto de ley miscelánea y frente a lo que sucederá en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos cuando se traten estos ajustes.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei, dentro de los 9 minutos que restan al Comité de la UDI.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en mi opinión, a estas alturas del debate, resulta obvio que durante este año el Fisco debe gastar muchísimo más de lo disponible en la Ley de Presupuestos y que tendremos un enorme déficit fiscal.



El Senador señor Sabag tiene razón al recordar que Chile cuenta con un ahorro de 12 mil millones de dólares en el exterior. Pero también sabemos que no podemos gastar esa suma, porque dañaríamos el valor de tal moneda y, por lo tanto, todas las actividades exportadoras y la de quienes compiten con importaciones.



Entonces, es evidente que tenemos que determinar cuánto más debemos gastar, cómo vamos a financiar ese gasto extra, cuáles son las prioridades en el gasto.



Tenemos que ver cuánto dinero podemos traer del extranjero, para acotar el daño al tipo de cambio, porque, en la medida en que lo hagamos, lo vamos a afectar. Pero no hay otra.



Tenemos que ver qué impuestos podrían aumentarse para la reconstrucción, en cuánto y por cuánto tiempo, de modo de contar con recursos pero sin afectar la inversión, el crecimiento potencial y el empleo.



Tenemos que saber cuánto se puede endeudar el Gobierno en Chile, sin afectar demasiado la tasa de interés, porque podría repercutir en las pymes. Y el atraer dineros foráneos, también deprime el tipo de cambio.



Sabemos que a algunos sectores de la Concertación no les gustan las donaciones. Pero, quizás, podemos ponernos de acuerdo en qué condiciones ellas serían aceptables, o aun bienvenidas. Si limitásemos las donaciones a infraestructura y a equipamiento en vivienda, en educación y en salud, podríamos obtener aportes del sector privado, que de otra forma no conseguiríamos.



Tenemos que ver cuánto se puede concesionar, en qué áreas y en qué condiciones. ¿Debiéramos reasignar o no las platas que se destinaron a las Regiones como compensación del Transantiago? ¿Cuánto de eso puede redestinarse?



Tenemos que ver cuál es la prioridad y qué se debe hacer en los próximos dos o tres meses y en el resto del año, y qué cosas pueden esperar.



Cuando escuché a la Senadora señora Rincón sentí mucha simpatía por la larga lista de problemas que señaló. Pero a cualquier persona que la haya oído le queda claro también que nadie podría pretender que se solucionen todos ellos en este año.



Por otro lado, ¿qué es lo más urgente?



Bueno, creo que la respuesta a tales preguntas nos compete a todos.



La mayor responsabilidad en materia de una efectiva cooperación recae en el Gobierno. Él tiene que crear las condiciones, de modo que haya el diálogo suficiente, que nos permita actuar sin temores escondidos ni pensar que las platas se usarán políticamente.



El Ejecutivo, sin duda, debe hacer las proposiciones. Pero también tiene que escuchar las dudas, las sugerencias y las alternativas que puedan plantear parlamentarios de todos los sectores.



No es fácil actuar rápido, que es lo que demanda la población, máxime cuando, al mismo tiempo, hay que conocer la opinión de muchas personas.



Debemos compatibilizar ese esfuerzo de actuar en forma rápida y, a la vez, consultando a todos los sectores para despejar los prejuicios y temores y, además, encontrar las mejores soluciones. Como es lógico que los parlamentarios conozcamos nuestras zonas, podemos ayudar a evitar errores en la ejecución de las tareas que se nos vienen por delante, errores que en el largo plazo pueden costar caro.



Señor Presidente, quizás la contribución del Senado podría ser buscar fórmulas que efectivamente permitan compatibilizar la rapidez en el actuar que nos demanda la población, con una participación que permita a futuro despejar dudas, resquemores y problemas. Creo que esa podría ser la gran contribución nuestra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, por la escasez del tiempo, voy a dar solo “titulares”.



Yo diría que lo primero y más importante después de esta sesión que está terminando es abordar una segunda fase, a fin de que no suceda lo mismo que ocurre hoy día en algunos programas de televisión, en que vemos dramas todos los días.



Las exposiciones de los señores Ministros han sido en general bastante claras y con detalles, porque el diagnóstico está muy acotado. Se podrán agregar determinadas cosas; pero globalmente el problema está bien abordado y cuantificado.



Por lo tanto, a mi entender, hay que entrar a una fase distinta, más propositiva, para precisar cómo resolvemos y financiamos los daños derivados del terremoto.



A mi juicio, ese debe ser el primer elemento que hay que destacar en esta sesión.



En seguida, señor Presidente, hay un tema no menor respecto de lo que ocurre en las Regiones no afectadas por la catástrofe. Creo que para enfrentarla tiene que haber generosidad. El efecto no es neutro. Tendrá un impacto. Eso es evidente.



Con motivo de los 700 millones de dólares de reasignaciones presupuestarias, me parece tremendamente importante conversar en forma directa con las Regiones, para ver sectorialmente o a través del Fondo Nacional de Desarrollo Regional cuáles son las prioridades existentes, a fin de acordar con aquellas qué programas son indispensables. Muchas veces las sensibilidades del nivel central no son las mismas que en el del regional.



Entonces, es extraordinariamente relevante que, ojalá la próxima semana, las Regiones a través de sus autoridades y parlamentarios puedan tener reuniones con los Ministros sectoriales, para establecer un cronograma.



Los problemas derivados del último terremoto no se van a resolver durante este año presupuestario ni en el próximo. Ello nos llevará tres o cuatro años más.



En consecuencia, resulta muy importante para la planificación de todas las Regiones poder tener un horizonte presupuestario relativamente claro, siendo fundamental confeccionar una agenda con los Ministros sectoriales.



Señor Presidente, no puedo dejar de referirme a lo que en particular señaló el Senador señor Rossi: Tarapacá todavía no se termina de reconstruir. Allí ocurrió hace cinco años el terremoto. Eso no se puede olvidar.



Lo mismo sucedió en Tocopilla y en Chaitén.



El Senador señor Horvath mencionó en la sesión anterior lo acontecido en Aysén.



Yo no puedo dejar en el olvido los asuntos pendientes en Tarapacá a cinco años del terremoto.



Tampoco puedo dejar de recordar -se lo señalé al Ministro de Salud y como Senador voy a mantenerlo en el tapete- el verdadero genocidio que han significado los polimetales, particularmente en Arica. Más allá del terremoto, este asunto tiene que seguir siendo prioritario dentro de la agenda.



El Ministro de Salud me ha ratificado que esta materia va a continuar siendo prioritaria. Reitero que estas cosas no se pueden olvidar, porque tienen igual o mayor significación que el terremoto mismo, no por el número de damnificados, sino por la historia de lo sucedido.



En síntesis, creo muy importante tener cierta estabilidad en términos presupuestarios y ver con el Gobierno los recortes que se harán y su reasignación en cada Región.



En mi opinión, ya se ha agotado con esta sesión lo relativo al detalle y a la cuantificación. Ahora corresponde saber cómo se va a financiar en definitiva la reconstrucción del país.

El señor PIZARRO (Presidente).- Varios Comités han solicitado ampliar el tiempo en dos minutos, lo que requiere la unanimidad de la Sala.



Si alguno no quiere usar tal derecho, no habrá problema.



Si le parece a Sus Señorías, se acordará en esos términos.



Acordado.



En primer lugar, tiene la palabra, dentro del tiempo del Comité Independientes, el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en estos escasos minutos, quiero hacer mía también la intervención del Honorable señor Zaldívar, pues revela un ánimo de aportar en la búsqueda de soluciones que nos lleven a resolver prontamente la crisis que enfrenta el país con motivo del terremoto. 



Además, señor Presidente, de ser posible, quiero que se solicite el acuerdo para que en 30 días más podamos volver a contar con la presencia de los Ministros, a fin de que den cuenta del avance de lo hecho. De esa manera, como se ha pedido reiteradamente, podremos ir trabajando en conjunto con el Ejecutivo las materias que para el Senado revistan importancia. 



Por otro lado, sería relevante que se recogiera la siguiente idea: los fondos de pensiones de los afiliados al sistema previsional perfectamente podrían ser usados en la reconstrucción de viviendas para la clase media fundamentalmente. Si se permitiera hacer uso de ellos por  única vez, quizás ello serviría para que muchas familias se autovalgan en la construcción, reconstrucción o reparación de sus viviendas. La dejo planteada, pues considero vital discutirla, aun cuando, al parecer, el Ejecutivo no tiene el ánimo de que se estudie. Ayer se la esbocé al señor Ministro de Economía, pero...

El señor PIZARRO (Presidente).- Se acabó su tiempo, señor Senador.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, para terminar solo pido que se haga llegar el oficio correspondiente al Ministerio del ramo con la referida solicitud. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende por dos minutos. 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, considero que respecto de todo lo relativo al terremoto debemos recibir la información pertinente -petición que es razonable por lo demás-, pues claramente en ello hay que distinguir dos fases. La primera se refiere a la emergencia, sobre la cual necesitamos conocer el diagnóstico y las medidas que se adoptarán. Y la segunda tiene que ver con la reconstrucción. Deseamos conocer sus delineamientos, pues la situación de ahora es diferente a las anteriores. Por eso no nos da lo mismo que se  la califique de neutra. Nuestro apoyo dependerá de la forma en que se la quiera enfocar. 



Por otro lado, necesitamos contar con información precisa sobre la reasignación de recursos. Escuché al Ministro de Hacienda decir que ella iba a ser pareja en todas las Secretarías de Estado. Para mí no es igual quitar dinero al Ministerio de Salud que al de Bienes Nacionales, por decir algo. 



Quiero saber cuánto va a perjudicar tal medida a las Regiones que han sido extraordinariamente solidarias, como la de Atacama -el Senador Prokurica estará de acuerdo conmigo-, la cual aportó muchos recursos. Incluso sus alcaldes se trasladaron a las zonas afectadas, con todo el sacrificio que eso conlleva. 



Es claro que no podemos perjudicar a ciertas Carteras y, como se  dice comúnmente, “desvestir un santo para vestir otro”. 



Todos debemos hacer un esfuerzo. Sin embargo, también necesitamos claridad respecto de qué se va a restringir. 



Creo importante saber con mucho mayor precisión qué se realizará en términos tributarios. Sabemos que tal materia es facultad del Presidente de la República. 



Por lo tanto, deseo que se nos diga con exactitud en cuánto podemos elevar el royalty -con los equilibrios necesarios- a las grandes empresas.



En verdad, esa es una herramienta, pero ojalá que ella no se use solo en la reconstrucción -que es lo fundamental-, sino que también vaya a aquellas Regiones que, como tantas veces hemos señalado, aportan y no reciben nada. 



Además, quiero que haya claridad respecto de la presencia del Estado. Considero que el Gobierno está realizando un gran esfuerzo. En ese sentido, todos debemos hacer lo mismo. Pero se requiere más presencia, mayor fiscalización y más rigor de parte del ente estatal. 



Hoy día hemos visto la indefensión en que se encuentran los ciudadanos, cuando ven con horror cómo se caen sus viviendas o departamentos con los que soñaron toda la vida. 



Al respecto, quiero saber si vamos a ser capaces de legislar para cambiar lo establecido en la ley respectiva. 



Señor Presidente, termino diciendo que en esta ocasión ha faltado el sentido de participación. 



Creo que debiéramos presentar diversas mociones para modificar las legislaciones relativas al consumidor, a la protección del trabajador y la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 

El señor PIZARRO (Presidente).-El Comité UDI no solicitó intervenir. 



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath por dos minutos, dentro del tiempo del Comité Renovación Nacional. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero volver a señalar la necesidad de contar con una institucionalidad relativa a emergencias y prevención de riesgos. 



Hoy en día tenemos redes de verificación de tsunamis, en la Armada; de sismología, en la Universidad de Chile; de vulcanología, en el SERNAGEOMIN; de incendios forestales, en la CONAF, y de los problemas hidrometeorológicos, en la Dirección General de Aguas y en la Dirección de Meteorología. 



Se requiere una capacidad institucional. Se lo planteamos derechamente al Gobierno, con el objeto de que redefina la función de la ONEMI en el sentido de lograr su permanente operación.
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En la lámina de arriba, expongo el caso de Iloca. Allí, se inauguró ayer una escuela modelo. 



Con un poco de imaginación, se puede apreciar en el gráfico la condición en que quedaron los suelos. A la primera lluvia todo se va a venir abajo. O sea, de nuevo se presentará una situación de riesgo ambiental que se debe medir con la debida anticipación. Y lo mismo puede estar ocurriendo en las áreas con tranques de relave, en las zonas de descarga de distintos sectores urbanos e industriales. Eso hay que tenerlo presente.



Estimo que con una buena gestión y con la realización de trabajos por etapas, se pueden mejorar las obras públicas tradicionales. Estoy hablando en términos generales, porque el Ministerio del ramo con el actual sistema tiene todo un desafío por delante y tiende a inaugurar grandes obras. Pero si se actúa por etapas en la accesibilidad y utilización de los predios, se puede repotenciar la economía de esas zonas, como se aprecia en los gráficos siguientes.
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Se puede observar que los caminos realizados por etapas tienen una alta rentabilidad; en cambio, si se hacen vías de alto estándar, con un bajo grado de uso al inicio, aparte de requerir una gran inversión, significa -diría- la muerte de ellas. 



Por eso, es necesario ajustar todo lo relativo a los recortes presupuestarios  con el fin de que apunten en la dirección correcta, como aquí se ha señalado. Ello precisará una misión especial y con espíritu de unidad en la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar por dos minutos. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, intervengo más que nada para complementar mi intervención anterior y también para aportar algo a  lo dicho por los Ministros y los señores Senadores. 



Dentro de las instituciones que necesitan financiamiento están las Fuerzas Armadas, por haber sufrido daños del orden de los 2 mil 500 millones de dólares. Sin embargo, creo que para efectuar las reparaciones del caso se debe recurrir al fondo que ellas mismas han acumulado y que incluso incrementarán en el próximo tiempo por el alto precio del cobre. 



Mientras no se modifique la ley respectiva, el sistema permite limitar el gasto en armamento, quedando recursos disponibles en dicho fondo. 



Por lo tanto, sería lógico que las instituciones castrenses asumieran el financiamiento de sus propios daños, a objeto de disminuir la exigencia de recursos para la reconstrucción. Se trata de algo razonable, lógico. Además, así se ha determinado y las propias Fuerzas Armadas han participado en ello. 



En seguida, aprovechando la presencia del Subsecretario de Hacienda en la Sala, quiero llamar la atención  sobre el Fondo Común Municipal, que deberá tenerse presente debido a la caída en su rendimiento. 



Si uno considera que los daños equivalen a alrededor del 17 por ciento del producto interno bruto, y la consiguiente disminución de recursos por patentes comerciales, por contribuciones y por otros ítems, a ojo de buen varón podría calcularse que dicho Fondo bajará en unos 200 mil millones. 



O sea, debe estudiarse el impacto que sufrirá el Fondo Común Municipal, lo que puede afectar a todas las comunas, principalmente a las más necesitadas. 



Ahí hay otro problema que deberemos analizar. 



También se hizo un planteamiento -tendría que verlo el Gobierno a través del Ministro de Hacienda- respecto de las pymes. 



Quienes recorrimos las zonas afectadas, nos dimos cuenta de que la totalidad de los pequeños negocios se hallan en el suelo, sobre todo en las comunas rurales. Por tanto, tenemos que ver cómo tenderles una mano. A mi juicio, el BancoEstado debe jugar un papel activo -¡muy activo!- y no burocrático para el otorgamiento de créditos blandos a ese sector, que es el más desprotegido y que representa a una gran parte de los afectados en las zonas de catástrofe. 

El señor PIZARRO (Presidente).- En el tiempo del Comité PPD, tiene la palabra por dos minutos el Honorable señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solo quiero agregar que nos parece muy bien que se vaya afinando un diagnóstico de la magnitud de la catástrofe y de lo que ella generará como desafío al país. 



Eso nos va a permitir diseñar un plan de reconstrucción. Entiendo que no esté listo hoy día, pero supongo que se elaborará y que será claro y específico.



Uno de los aspectos que deberemos resolver en ese plan de reconstrucción -porque finalmente el cómo llevarlo a la práctica es lo que comunica los principios y valores involucrados en él- tiene que ver, en lo fundamental, con la definición del financiamiento.



En ese punto, espero que el país camine por la senda de la equidad, de la igualdad, y no por la de las políticas regresivas. 



Si dicho plan tendrá un costo, como aquí se plantea, cercano a los 30 mil millones de dólares, evidentemente resultará imposible financiarlo a través de los instrumentos ordinarios ya establecidos. Ello quiere decir que no será factible construir los hospitales, las escuelas, las viviendas, la infraestructura que el país necesita recuperar.



Hago un llamado, entonces, a debatir sobre una reforma tributaria.



En Chile hay sectores de la economía más sólidos, más solventes, como el de la minería. En él se observa un precio espectacular del cobre, que seguirá aumentando producto de la crisis que enfrentamos. Con las utilidades que está generando el metal rojo, la aplicación de un royalty de 5 puntos a las compañías mineras, a mi juicio, en nada afectará los intereses de ese sector.



Además, como se trata de un recurso natural no renovable, esperamos que su explotación rente para todos los chilenos y no solo para un pequeño grupo de inversionistas que en este país no pagan impuestos.



Evidentemente, también hay otros sectores con fortalezas. Yo comparto lo señalado por el Ministro de Hacienda en materia tributaria. Y quizá se podría aumentar, por un período razonable, el impuesto sobre las utilidades de las empresas. Ese es otro instrumento por analizar. 



Lo importante es que el costo de la reconstrucción no caiga nuevamente sobre los más pobres, sobre la clase media, sobre los jubilados.



En consecuencia, se debe proceder con equidad. 

El señor PIZARRO (Presidente).- Ya no hay más inscritos para intervenir.



Se ha cumplido el objetivo planteado para la sesión especial.



Espero que pronto se defina cómo continuaremos esta labor. 



Cabe recordar que, mediante acuerdo de Comités, adoptado en sesión anterior y ratificado por la Sala, se creó una Comisión Especial Transitoria de Emergencia y Reconstrucción encargada de hacer un seguimiento en esta materia. Una vez que se constituya, por resolución de los Comités -ojalá sea a partir de mañana-, se podrá definir la forma de trabajo y fijar los días en que se celebrarán las reuniones, con asistencia de los equipos de Gobierno.



Si los representantes del Ejecutivo no tienen nada más que agregar, les damos las gracias por su participación en esta sesión.



Les solicito hacer llegar nuestros saludos a los colegas de la Cámara de Diputados. Y que les vaya bien allá.

)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Señores Senadores, en el Orden del Día de hoy figura el proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, que fortalece la educación pública, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo entendí que se había suspendido el tratamiento de este punto de la tabla, en razón de que el Ejecutivo prefería retirar la iniciativa antes de que se sometiera a discusión. 



Si ello no es así, creo que hubo un error de información con el Gobierno.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hemos recibido comunicación formal del Ejecutivo al respecto.



Con relación al segundo proyecto de la tabla, el señor Subsecretario de Hacienda preguntó si alcanzaríamos a tratarlo.



Sin embargo, Su Señoría tiene razón. Cuando hoy en la mañana acordamos modificar el Orden del Día, yo entendí que era para concluir el análisis de la materia de la sesión especial y luego continuar viendo los asuntos en tabla. Pero el señor Secretario me acota que algunos señores Senadores pensaron que se suspendería el tratamiento de los proyectos.



Ahora, si el Ejecutivo no quiere que se discuta hoy la primera iniciativa, dejémosla para mañana. No creo que exista inconveniente. Pero preferiría mayor claridad sobre el punto.

El señor ÁLVAREZ (Subsecretario de Hacienda).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Con la venia de la Sala, tiene la palabra el señor Subsecretario de Hacienda.

El señor ÁLVAREZ (Subsecretario de Hacienda).- Señor Presidente, ante todo, reitero los agradecimientos por la autorización de ingreso de los Subsecretarios y la posibilidad de intervenir en el debate.



El proyecto sobre educación pública no corresponde a mi Cartera; no es una materia en la cual me toque participar. Pero entiendo que la intención del Ejecutivo era pedir retirarlo de la tabla de hoy para discutirlo con posterioridad.



Senadores que sí han participado en este debate tendrían la misma información.



Por mi parte, no hay problema en que se trate la iniciativa que aparece en segundo lugar del Orden del Día, que dice relación al Ministerio de Hacienda.



Gracias.

El señor PIZARRO (Presidente).- Excúseme, señor Subsecretario.



No es factible retirar el proyecto sobre fortalecimiento de la educación pública, porque ya se encuentra informado por la Comisión. Estamos viendo si se trata hoy o mañana.

El señor ÁLVAREZ (Subsecretario de Hacienda).- Eso quise decir, señor Presidente. Doy excusas si me expresé en forma inadecuada.

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, si hubiera acuerdo de la Sala, se debatirían mañana los asuntos contenidos en la tabla de hoy y concluiríamos la presente sesión.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solicito a la Mesa no ver mañana la iniciativa sobre educación pública, sino postergarla para más adelante, en atención a que existen nuevas autoridades de Gobierno que quizá deseen incorporar políticas distintas sobre la materia.



Entonces, preferiría que se pospusiera su discusión y que esperáramos a que se constituyera la Comisión de Educación para ver cómo seguirá el trámite del proyecto.

El señor LARRAÍN.- ¡Sabia reflexión!

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, reglamentariamente, procedería formular indicación para aplazar de manera temporal la consideración de la iniciativa y, por ende, su votación. Si la Sala aprobara tal planteamiento, se debería fijar el plazo durante el cual se suspendería su debate.



El asunto quedaría fuera de tabla hasta que el Gobierno tuviera tiempo de analizarlo y la Sala se encontrara en condiciones de verlo.



Sugiero aplazar la discusión del proyecto. En el período que medie el Ejecutivo decidirá si lo retira o no.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, me llama la atención el debate que se ha suscitado, porque esta iniciativa generó en su momento una amplia discusión. Y el país entero la conoce. Viene del Gobierno anterior, y todos hemos tenido la posibilidad de analizar su texto. 



Además, se hallaba en tabla la semana pasada.



Por tanto, solicito que se trate hoy. Y cada uno votará de acuerdo a sus convicciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, comparto la opinión del Senador señor Rossi.



En verdad, se trata de una iniciativa muy emblemática, que se encuentra estrechamente ligada al Acuerdo que se suscribió entre Gobierno y Oposición en materia de reforma educacional, que en su momento permitió aprobar la Ley General de Educación y dar origen a los proyectos que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, ambos en trámite legislativo.



El fortalecimiento de la educación pública es una prioridad nacional, no solo porque en torno a ello existió un acuerdo político, sino también porque es realmente emblemático.



Entiendo lo que se ha dicho en cuanto a la necesidad de conocer cuáles serán la política, la visión, las prioridades que la nueva autoridad educacional establecerá sobre esta y otras materias. Pero cuando se constituya la Comisión de Educación -espero formar parte de ella-, seguramente, lo primero que haremos será recibir al Ministro del ramo, a fin de conocer su pensamiento al respecto.



Además, una vez concluido el debate y votada la idea de legislar la iniciativa volverá a la Comisión para su discusión particular. Y ahí se podrá, incluso, rehacer su articulado.



Entonces, pienso que sería una mala señal para el país postergar indefinidamente el tratamiento de este proyecto, tan emblemático, tan prioritario, sobre fortalecimiento de la educación pública, en el marco de una reforma que se encuentra en marcha.



Insisto: soy partidario de discutirlo en general, de votarlo y, obviamente, de que vuelva a la Comisión, donde podremos escuchar al señor Ministro. Y será dicho órgano técnico el que decida sobre su trámite posterior.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto en comento reviste suma importancia, porque posibilita un fortalecimiento muy sólido de la educación pública.



En mi Región, la educación que se imparte es mayoritariamente pública, y necesitamos un poderoso refuerzo de ella. De manera que somos entusiastas partidarios de robustecerla y de que se revise la política sobre la materia.



Pero debo hacer la siguiente aclaración. 



Esta iniciativa se elaboró después de suscribirse el Acuerdo educacional, que comprendía la reforma de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza (LOCE) y la creación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Acreditación. Por tanto, no forma parte de él.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor LARRAÍN.- Por supuesto, con la venia de la Mesa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, tiene razón el Honorable señor Larraín: el proyecto mismo no fue parte de Acuerdo, pero sí de su Protocolo, el cual se refiere al fortalecimiento de la educación pública.




Es cierto que ese Protocolo se tradujo en la  iniciativa legal en comento y que ya analizó la Comisión de Educación.



Reitero: sí existió un Protocolo como parte integrante de ese Acuerdo, que permitió la aprobación de otros proyectos de ley por parte de la Concertación.



Por eso la Presidenta Bachelet ingresó a trámite la iniciativa.

El señor PIZARRO (Presidente).- Recupera la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, lamento discrepar de mi estimado colega el Senador Ignacio Walker.



La verdad es que los tres proyectos que se convinieron en el Acuerdo son los que ya mencioné: uno fue despachado y los otros dos se hallan en tramitación. Cuando el Gobierno de entonces los envió al Parlamento, los trabajamos en conjunto. 



Sin embargo, el proyecto sobre fortalecimiento de la educación pública no formó parte de dicho Acuerdo.



Para ser más preciso: con el fin de que los parlamentarios de la Concertación aprobaran otras iniciativas educacionales, el Ejecutivo de la época suscribió un Protocolo con ellos, comprometiéndose a enviar, a la brevedad, un proyecto sobre educación pública. Así, estos apoyarían las materias legislativas que sí eran parte del Acuerdo con la Oposición de entonces.



Por lo tanto, para la iniciativa en comento no existió un compromiso político con nosotros.



Ahora bien, yo no discuto la necesidad y la importancia de analizar el asunto. Repito: desde el punto de vista senatorial, me interesa más la educación pública que la privada, porque esta en mi circunscripción es muy pequeña.



No tengo dudas al respecto.



Sin embargo, insisto en que el Ejecutivo tiene atribuciones para retirar un proyecto de tramitación mientras no sea despachado por la respectiva Cámara, por cuanto este es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Habrá cambiado el titular, pero sigue siendo Ejecutivo; por ende, mantiene tal facultad.



Señor Presidente, ese es el derecho que habría solicitado el Gobierno. Si no insistió en ello, fue porque, del acuerdo adoptado en la mañana, entendimos -tal vez, equivocadamente- que el Orden del Día quedaba suspendido...

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor LARRAÍN.-... y que, por tanto, no se trataría este punto en la presente sesión. 



De lo contrario, el Ejecutivo habría tomado medidas más precisas sobre la materia. No lo hizo debido a la información confusa que se entregó en la mañana de hoy.

El señor PIZARRO (Presidente).-  Estimado señor Senador, la Mesa no ha recibido ninguna petición formal del Gobierno para retirar nada.

El señor LARRAÍN.- ¡Porque se entendió que el proyecto no se abordaría ahora, señor Presidente!

El señor PIZARRO (Presidente).- Entonces, para no entrar en la discusión reglamentaria de si se solicitó o no el retiro de la iniciativa, sugiero a la Sala dejar hasta acá el asunto y levantar la sesión.



Mañana habrá reunión de Comités, y en esa ocasión podremos ordenar la tabla para definir cómo seguir trabajando y qué proyectos analizaremos, que no son muchos.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Ingresará una iniciativa más, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente).- Así es. Una que dice relación con la reconstrucción.



En dicha reunión definiremos los tiempos en que nos  abocaremos a los puntos contenidos en la tabla, sin paralizar la discusión de ellos, ni mucho menos.



Si le parece a la Sala, se procederá en los términos indicados.



--Así se acuerda.

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.
El señor PIZARRO (Presidente).-  Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Hacienda, solicitándole información en cuanto a FECHA DE INGRESO DE INFORME FINANCIERO SOBRE PROYECTO ATINENTE A TARIFAS DE GAS DOMICILIARIO EN REGIÓN DE MAGALLANES; a los señores Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y de Energía, pidiéndoles dar a conocer ESTADO DE TRAMITACIÓN DE INICIATIVA LEGAL ANTES INDICADA y poner URGENCIA PARA SU DESPACHO; al señor Ministro de Salud, para que informe sobre ESTADO ACTUAL DE INVERSIONES EN INFRAESTRUCTURA HOSPITALARIA EN COMUNAS DE NATALES Y PORVENIR Y FECHA DE CONCLUSIÓN DE HOSPITAL REGIONAL DE PUNTA ARENAS (Duodécima Región), y al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole información acerca de INSTALACIÓN DE EQUIPOS DE GAS NATURAL COMPRIMIDO EN VEHÍCULOS DE REGIÓN DE MAGALLANES.



De la señora PÉREZ (doña Lily):



Al señor Superintendente de Salud, solicitándole informar sobre RECLAMACIÓN DE DON JOHN SANHUEZA OÑATE ANTE ISAPRE MASVIDA POR RECHAZO DE LICENCIAS MÉDICAS.
)----------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:43.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción 
A  N  E  X  O  S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 86ª, ORDINARIA, EN MARTES 9 DE MARZO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones ochenta y dos, ochenta y tres y ochenta y cuatro, todas ordinarias, de los días 13, 19 y 20 de enero del año en curso, respectivamente, y de la sesión ochenta y cinco especial, del día 3 del presente mes, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira la urgencia respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



2.- Proyecto de ley que regula la inscripción automática, el sufragio voluntario y el voto de los chilenos en el extranjero (Boletín N° 6.418-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece medidas contra la discriminación (Boletín N° 3.815-07).



4.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que modifica diversos cuerpos legales con el objeto de modernizar el Ministerio de Relaciones Exteriores (Boletín N° 6.106-10).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



6.- Proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (Boletín N° 6.415-08).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales (Boletín N° 6.692-05).



8.- Proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 de la Constitución Política de la República, sobre territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández (Boletín N° 6.756-07).



9.- Proyecto de ley que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile (Boletín N° 6.759-10).



10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados (Boletín Nº 6.472-06).



11.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de la “Convención sobre Municiones en Racimo”, adoptada en la Conferencia Diplomática de Dublín el 30 de mayo de 2008 (Boletín N° 6.708-10).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (Boletín N° 3.778-18).



13.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, adoptado en San Salvador, el 17 de noviembre de 1988, y suscrito por Chile, el 5 de junio de 2001 (Boletín N° 4.087-10).



14.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, en trámite de Comisión Mixta, sobre inscripciones de inmuebles en nuevos Conservadores de Bienes Raíces (Boletín Nº 4.670-07).



15.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, que crea la Defensoría de las Personas (Boletín N° 6.232-07).



16.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de áreas de manejo y registro pesquero artesanal (Boletín N° 6.391-21).



17.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Internacional para la represión de los actos de terrorismo nuclear, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 13 de abril de 2005 (Boletín N° 6.549-10).



18.- Proyecto de ley que crea el Tribunal Ambiental (Boletín N° 6.747-12).



19.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus protocolos suplementarios números 1 y 2 (Boletín N° 6.818-10).



20.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico sobre privilegios, inmunidades y facilidades otorgadas a la organización (Boletín N° 6.817-10).



21.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.628, sobre protección de datos de carácter personal, para garantizar que la información entregada a través de predictores de riesgo sea exacta, actualizada y veraz (Boletín N° 6.800-03).



22.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo, con el objeto de evitar vulnerar prohibición de exigir antecedentes económicos para la contratación de trabajadores  (Boletín N° 6.129-13).



-- Quedan retiradas las urgencias.



Con el segundo y el tercero, propone el archivo de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi, Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos (Boletín N° 6.499-11).



2.- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



-- Se accede a lo solicitado.



Con el cuarto, da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en lo referente a la declaración de intereses y de patrimonio (Boletín N° 6.834-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual requiere el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Mauricio Roberto Jacob Chocair (Boletín N° S 1.218-05).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Veintitrés del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los catorce primeros, remite igual número de copias autorizadas de los requerimientos sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015 y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005; 206 del Código Civil y 317 del Código Penal; 259 del Código Procesal Penal; 14 de la Ley de Expropiaciones; 4° de la ley N° 19.983, y 40 de la ley N° 18.287.



-- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los tres siguientes, envía copia autorizada de las sentencias dictadas en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (Boletín N° 3.875-11).



2.- Proyecto de ley que moderniza el Ministerio de Defensa Nacional (Boletín N° 3.994-02).



3.- Proyecto de ley que establece un sistema institucional para el desarrollo del turismo, modifica el decreto ley N° 1.224, que crea el Servicio Nacional de Turismo, y otras normas legales (Boletín N° 5.687-23).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con los cuatro siguientes, remite igual número de copias autorizadas de las sentencias recaídas en los requerimientos sobre acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 390; 230, 231, 237, 240 y 277 del Código Procesal Penal, y 15 y 16 del decreto ley N° 2.695.



Con los dos últimos, remite igual número de copias de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad que señala y para los efectos que indica.



-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



De los señores Contralor General de la República y Secretario General de Carabineros de Chile, con los que contestan dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos a presuntas irregularidades en la rendición de cuentas de los recursos asignados en la Ilustre Municipalidad de Concepción.



Del señor Contralor General de la República, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Chadwick, en relación con la aplicación de futuras modificaciones de contratos de concesión de vías en la I, II, V, VI y VIII Regiones.



Tres del señor Ministro del Interior, con los que da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la ejecución del proyecto denominado “Las Orquetas”, en la comuna de Chile Chico, y en relación con la situación que afecta a las personas que se desempeñan en zonas extremas del país, y a un oficio del Honorable Senador señor Prokurica, referido a los problemas de sequía de la III Región.



Dos del señor Ministro del Interior subrogante:



Con el primero, comunica la designación de consejeros del Instituto Nacional de Derechos Humanos por las instituciones pertinentes.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido a la posibilidad de establecer una Brigada de la Policía de Investigaciones de Chile en la comuna de Galvarino, IX Región.



Dos del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la situación vivida por la ciudadana chilena Nadia Silhi Chai al ingresar a territorio palestino y de la evaluación del cumplimiento de los tratados de libre comercio suscritos con otras naciones.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional, con los que contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los accidentes nucleares que han ocurrido en el país en las últimas décadas y en relación con los gastos del Estado por concepto de adquisición de armamentos.



Del señor Ministro de Hacienda, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, referido a la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en las Mociones presentadas por dicho señor Senador y por los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro para mantener el monto nominal de las pensiones cuando la variación del IPC y de la UF sea negativa.



Dos de la señora Ministra de Hacienda subrogante:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto a la recuperación del crédito fiscal correspondiente al IVA de las adquisiciones o servicios que contraten quienes realicen labores de taxi básico o colectivo.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de los medios de que dispone la Corporación Nacional Forestal para enfrentar situaciones derivadas de incendios forestales ocurridos en la última temporada y las disposiciones reglamentarias aplicables a las mismas.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la evaluación del cumplimiento de los tratados de libre comercio suscritos con otras naciones.



Seis del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero y el segundo, responde dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en lo referente a la construcción del acceso a la ribera norte del río Palena, en la localidad de La Junta, XI Región, y respecto a la reactivación y reparación del camino que une las localidades de Puerto Tranquilo y Bahía Exploradores en esa Región.



Con los dos siguientes, da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Romero, referidos a la limpieza y encauzamiento de sifones en la avenida San Martín en la comuna de Rinconada y a la construcción del enlace de la Rotonda Tocornal en la ciudad de San Felipe, ambas de la V Región.



Con el quinto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Coloma, acerca de los gastos en publicidad efectuados por esa Cartera de Estado los años 2008 y 2009.



Con el sexto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, respecto del estudio, construcción y prosecución de diferentes obras públicas en la X Región.



Del señor Ministro de Obras Públicas y de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, con los cuales contestan  dos oficios enviados en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativos a la licitación de la parte final de la circunvalación Américo Vespucio.



De la señora Ministra de Educación, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Gómez, en que se solicita la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en la Moción presentada por dicho señor Senador para incorporar en los programas de educación parvularia la enseñanza de normas de seguridad del tránsito.



Dos de la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la situación que afecta a las personas que se desempeñan en las zonas extremas del país.



Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la flexibilidad laboral y el ingreso de nuestro país a la OCDE.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, en relación con el mejoramiento de las condiciones para el ingreso de turistas al país que llegan en embarcaciones.



Seis del señor Ministro de Salud:



Con los dos primeros, responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Romero, referidos a la posibilidad de que los imponentes de CAPREDENA y DIPRECA puedan acogerse al Régimen de Garantías Explícitas de Salud y a los efectos que provocaría el inicio de las operaciones de la planta de regasificación GNL, en el sector de Loncura, comuna de Quintero.



Con el tercero, cuarto y quinto, da respuesta a tres oficios enviados, en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, y de los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica, en cuanto a la posibilidad de incorporar la esclerosis múltiple y el lupus al Régimen de Garantías Explícitas de Salud, respectivamente.



Con el sexto, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, solicitando información acerca de diversos aspectos del Servicio de Salud de la XI Región.



Del señor Ministro de Salud subrogante, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los accidentes nucleares que han ocurrido en el país en las últimas décadas



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo subrogante, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de diversos problemas que afectan al litoral de la zona sur, en particular al sector de Islas Huichas.



Del señor Ministro de Agricultura subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la revisión de la vigencia del decreto exento N° 654, de 2009, sobre la alteración del hábitat de diversas especies declaradas monumentos naturales inviolables.



Tres de la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Con los dos primeros, da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos a la instalación de nuevas empresas termoeléctricas en la comuna de Iquique y a la entrega de títulos de dominio de las viviendas emplazadas en el sector de Quichiuto, comuna de Tomé.



Con el tercero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, en relación con el proceso de saneamiento de títulos de la provincia de Palena.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la instalación de una empresa termoeléctrica en la comuna de Penco, VIII Región.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, en relación a los problemas de abastecimiento eléctrico que afectan a la X Región.



Del señor Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago, con el cual comunica la conformación de las Salas para el año judicial 2010.



Del señor Presidente de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, con el cual comunica la sentencia pronunciada en los autos sobre acción de protección en contra del señor Presidente del Senado, en relación con el ingreso de particulares a las tribunas de la Corporación.



Del señor Subsecretario de Pesca subrogante, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con el despido de funcionarios de la Universidad de Los Lagos.



De los señores Subsecretario de Telecomunicaciones y Director General de Aeronáutica Civil, con los que dan respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referidos a la instalación de antenas celulares en el país y, en particular, en la VIII Región.



Dos del señor Intendente de la VIII Región subrogante, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del nivel de desempleo existente en la Región y del debate generado por la instalación de una empresa termoeléctrica en la comuna de Penco.



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Hacienda, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la flexibilidad laboral y el ingreso de nuestro país a la OCDE.



Dos del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con los que da respuesta a igual número de oficios dirigidos en nombre de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, con los que solicitan el envío de dos proyectos de ley que contengan las ideas contenidas en las Mociones que presentaron en lo relativo a la composición del Consejo Nacional de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y referente a la limitación de las concesiones acuícolas.



De la señora Jefa de Gabinete de la Ministra de Planificación, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los problemas de financiamiento que afectan a varios municipios del país.



De la señora Directora Nacional de Estadísticas subrogante, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la evolución que ha tenido el empleo y el desempleo en su Región.


Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la V Región, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de la actual situación profesional de diez médicos chilenos titulados en la Universidad Latinoamericana de Ciencias de la Salud de la República de Cuba.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la VIII Región, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a las obras de mejoramiento que se realizan en el borde costero de Tomé.



Del señor Director del Servicio de Vivienda y Urbanización de la V Región, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, en que solicita información respecto de la certificación de la vivienda que indica en la comuna de Nogales.



De la señora Directora Nacional de la JUNAEB subrogante, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la asignación de becas a los estudiantes de la XI Región.



Cuatro de la señora Directora Ejecutiva de la Corporación Nacional Forestal:



Con el primero, remite información respecto de las bonificaciones forestales.



Con el segundo y tercero, da respuesta a dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath; uno, en que solicita la revisión de la normativa sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, y otro, referido a los medios de que dispone la institución para enfrentar los incendios forestales y las normas reglamentarias aplicables.



Con el cuarto, responde un oficio dirigido en nombre de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, con el que solicitan el envío de un proyecto de ley que contenga las ideas contenidas en la Moción que presentaron para obligar a la Corporación Nacional Forestal a fijar la capacidad de carga turística máxima de las Áreas Silvestres Protegidas.



Del señor Director Nacional de Aduanas subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, referido a las exportaciones de productos o residuos calificados como peligrosos.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social subrogante, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, requiriendo información respecto del otorgamiento del bono de invierno a persona que indica.



Del señor Secretario Ejecutivo del Consejo de Monumentos Nacionales, por medio del cual responde un oficio del Senado referido a la aprobación de un proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Gómez, Ávila, Cantero, Escalona, Flores, Girardi, Horvath, Longueira, Núñez, Ominami, Pizarro, Romero, Vásquez y Zaldívar, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República declarar Monumento Natural y Santuario de la Naturaleza la Zona de los Géisers del Tatio (Boletín N° S 1.202-12).


Del señor Presidente Ejecutivo del Instituto de Fomento Pesquero, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con el despido efectuado por la Universidad de Los Lagos de cuarenta personas, incluido personal relacionado con ese instituto.



Del señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las dificultades que afectan al sistema de transporte por tren entre Santiago y Chillán.



De la señora Jefa del Departamento Jurídico de la Dirección del Trabajo, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con los problemas que aquejan al personal del Instituto de Fomento Pesquero.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de Isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (Boletín N° 6.312-11).



Segundo informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  sobre protección a los refugiados (Boletín Nº 6.472-06).



--Quedan para Tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que da inicio a un proyecto de ley que rebaja el requisito de edad exigido a los extranjeros que optan a la nacionalidad chilena (Boletín N° 6.835-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Cuatro del Honorable Senador señor Vásquez, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Cooperativas (Boletín N° 6.836-03).



2.- Proyecto de ley que declara sin efecto alguno la cláusula de designación de apoderados o mandatarios que representen al consumidor en contratos de otorgamiento o pago de créditos (Boletín N° 6.839-03).



-- Pasan a la Comisión de Economía.



3.- Proyecto de ley que establece la novación de pleno derecho en los casos de retenciones legales (Boletín N° 6.837-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4.- Proyecto de ley que establece sanciones para los importadores de bienes de origen vegetal o animal, en los que después de su ingreso aparezcan plagas o enfermedades infecciosas (Boletín N° 6.838-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.



Del Honorable Senador señor Allamand, con la que da inicio a un proyecto de ley que regula el acceso a valles de la Cordillera de los Andes y áreas silvestres protegidas (Boletín N° 6.840-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De la Honorable Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que permite la aplicación del procedimiento de demandas colectivas en los juicios por daños o perjuicios en la calidad de las construcciones (Boletín N° 6.841-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción del Honorable Senador señor Sabag, con la que da inicio a un proyecto de ley que establece diversas medidas de carácter tributario y de procedimientos con ocasión del terremoto ocurrido en el país.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.



Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, con la que inicia un proyecto de ley que faculta a las Municipalidades para demandar colectivamente por la calidad de la construcción de las edificaciones existentes en su territorio jurisdiccional.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el número 2) del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicación



Del señor Presidente de Palestina, con la cual expresa su solidaridad y la del pueblo palestino con el gobierno y el pueblo de Chile por la lamentable pérdida de vidas humanas y daños materiales provocados por el terremoto ocurrido en el país.



-- Se toma conocimiento y se manda agradecer.

- - -



Durante la sesión, se da cuenta de un Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus protocolos suplementarios números 1 y 2 (Boletín N° 6.818-10).



-- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Alvear, quien requiere que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de facultar a las Municipalidades para demandar colectivamente por la calidad de la construcción de las edificaciones existentes en su territorio jurisdiccional, que fue declarada inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien pide igual asentimiento para dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de establecer diversas medidas de carácter tributario y de procedimiento con ocasión del terremoto ocurrido en el país, que fue declarada inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Por último, otorga la palabra al Honorable Senador señor Escalona, quien solicita autorización para que la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín Nº 6.365-21), sesione paralelamente con la Sala, a partir de las 17 horas del día de hoy.



Así se acuerda.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Incluir en la Tabla de la sesión ordinaria del día de hoy, martes 9 del actual, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados (Boletín N° 6.472-06).


En relación con esta misma sesión, tratar en el segundo lugar del Orden del Día el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo (Boletín N° 6.648-02), y, en el tercer lugar, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada (Boletín N° 6.793-03).


2) Crear una Comisión Especial sobre Emergencia y Reconstrucción, compuesta de ocho miembros e integrada de preferencia con los Senadores representantes de las zonas comprometidas, que se encargará de efectuar un seguimiento de la situación generada a raíz del reciente terremoto, hacer las propuestas que se estimen necesarias y coordinar la labor de las Comisiones legislativas de carácter permanente, sin afectar sus competencias.


3) Dedicar la última parte de la sesión ordinaria de mañana miércoles, 10 de marzo, a la despedida de los señores Senadores que concluyen su mandato, suprimiendo la Hora de Incidentes.

- - -



Acto seguido, y complementando los Acuerdos de Comités, el señor Presidente señala que presentó un proyecto de acuerdo -ya aprobado y ratificado- que dio origen al acuerdo consignado en el punto 2) transcrito precedentemente.

- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre protección a los refugiados, con segundo informe de la Comisión de Derechos 

Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección a los refugiados, y que tiene el Boletín N° 6.472-06.


Añade que la Comisión consigna que se presentaron nueve indicaciones al texto aprobado en general: cinco de ellas declaradas inadmisibles y cuatro rechazadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Naranjo, Sabag y Vásquez.



Por consiguiente, ese órgano técnico propone a la Sala aprobar en particular la iniciativa, que es idéntica a la despachada por la Honorable Cámara de Diputados y acogida en general por el Honorable Senado.



El señor Secretario General agrega que la Comisión informante, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 48, 49 y 50.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Ninguna.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.


4.- Indicaciones rechazadas: N°s 4, 5, 6 y 8.


5.- Indicaciones retiradas: Ninguna.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: N°s 1, 2, 3, 7 y 9.

- - -



En discusión en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag.


Cerrado el debate, la iniciativa es aprobada en particular, por unanimidad.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

Disposiciones Generales

Capítulo I

Ámbito de Aplicación de la Ley



Artículo 1°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a los solicitantes de la condición de refugiado o a los refugiados, desde que se encuentren en territorio nacional.

Capítulo II

Del Concepto de Refugiado



Artículo 2°.- Concepto de Refugiado. Tendrán derecho a que se les reconozca la condición de refugiado las personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:



1. Quienes, por fundados temores de ser perseguidos por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, se encuentren fuera del país de su nacionalidad y no puedan o no quieran acogerse a la protección de aquél debido a dichos temores.



2. Los que hayan huido de su país de nacionalidad o residencia habitual y cuya vida, seguridad o libertad han sido amenazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público en dicho país.



3. Quienes, careciendo de nacionalidad y por los motivos expuestos en los numerales anteriores, se encuentren fuera del país en que tenían su residencia habitual y no puedan o no quieran regresar a él.



4. Los que, si bien al momento de abandonar su país de nacionalidad o residencia habitual no poseían la condición de refugiado, satisfacen plenamente las condiciones de inclusión como consecuencia de acontecimientos ocurridos con posterioridad a su salida.

Capítulo III

Principios Fundamentales de la Protección



Artículo 3°.- Enunciación de Principios. La protección de los solicitantes de la condición de refugiado y los refugiados se regirá por los principios de no devolución, incluida la prohibición de rechazo en frontera; de no sanción por ingreso ilegal; de confidencialidad; de no discriminación; de trato más favorable posible; y de unidad de la familia.



Artículo 4°.- No Devolución. No procederá la expulsión o cualquier medida que tenga por efecto la devolución, incluyendo la prohibición de ingreso en frontera, de un solicitante de la condición de refugiado o refugiado al país donde su vida o libertad personal peligren.



La protección en los términos enunciados precedentemente comprenderá, asimismo, cualquier forma de devolución hacia las fronteras de un país donde estuviere en peligro la seguridad de la persona o existieren razones fundadas para creer que podría ser sometida a tortura, a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes.



A los efectos de determinar si existen tales razones, se tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinentes, inclusive, cuando proceda, la existencia en el territorio de una situación persistente de violación manifiesta, patente o masiva de los derechos humanos.



Aquellos solicitantes de la condición de refugiado que no hubieran obtenido el estatuto de tal, podrán solicitar un permiso de permanencia en el país, de conformidad con la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile.



Artículo 5°.- La Expulsión. La expulsión de un solicitante de la condición de refugiado o refugiado que se halle en el territorio nacional, no podrá disponerse sino de manera excepcional, cuando razones de seguridad nacional o de orden público así lo justifiquen. Esta medida deberá adoptarse conforme a los procedimientos legales vigentes.



En cualquier caso, el refugiado tendrá derecho a presentar todo tipo de pruebas exculpatorias y recurrir a la medida por vía administrativa y judicial. Así, también, se le deberá conceder un plazo de treinta días para que gestione su admisión legal en otro país, caso en el que quedará sujeto a las medidas de control de conformidad con la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile. Dicho plazo comenzará a correr una vez notificada la resolución que determine la expulsión al afectado.



Artículo 6°.- No Sanción por Ingreso Clandestino y Residencia Irregular. No se impondrán a los refugiados sanciones penales ni administrativas con motivo de su ingreso o residencia irregular, siempre que se presenten, dentro de los diez días siguientes a la infracción a la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile, ante las autoridades, alegando una razón justificada. 



Respecto de los solicitantes de reconocimiento de la condición de refugiados que hayan ingresado o que residan irregularmente en el territorio nacional, no se aplicarán las restricciones de circulación establecidas por las normas generales sobre extranjeros, cuando aquellos se hayan visto forzados a recurrir a redes de tráfico ilícito de migrantes como forma de asegurar su ingreso al territorio y obtener protección.



Artículo 7°.- Confidencialidad. Todo solicitante de la condición de refugiado y refugiado tiene derecho a la protección de sus datos personales. El registro de la información, así como el procedimiento de determinación de la condición de refugiado, en todas sus etapas, deberá respetar la confidencialidad de cada uno de los aspectos de la solicitud, inclusive el mismo hecho de que la persona haya requerido protección como refugiado.



Artículo 8°.- No Discriminación. Las disposiciones de esta ley se aplicarán a los solicitantes de la condición de refugiados y a los refugiados sin discriminación por motivos de raza, color, sexo, edad, estado civil, religión o creencias, nacionalidad o ascendencia nacional, idioma, origen social o cultural, enfermedad o discapacidad, apariencia, opiniones políticas o por cualquier otra situación.



Artículo 9°.- Reunificación Familiar. Tendrán derecho a que se les reconozca el estatuto de refugiado por extensión, el cónyuge del refugiado o la persona con la cual se halle ligado por razón de convivencia, sus ascendientes, descendientes y los menores de edad que se encuentren bajo su tutela o curatela.



El Subsecretario del Interior resolverá, en cada caso, las solicitudes de reunificación familiar, teniendo en cuenta la existencia de un genuino vínculo de dependencia, así como las costumbres y valores sociales y culturales de sus países de origen.



La reunificación familiar sólo podrá ser invocada por el titular de la solicitud de la condición de refugiado y en ningún caso por el reunificado.



No se concederá por extensión protección como refugiado a una persona que resulte excluible, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 de la presente ley.

Capítulo IV

Principios Interpretativos de la Ley



Artículo 10.- Interpretación. Los alcances y disposiciones de la presente ley y su reglamento se interpretarán conforme al Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo de 1967.



Artículo 11.- Trato más favorable. Se procurará dar a los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados el trato más favorable posible y en ningún caso inferior al concedido, generalmente, a los extranjeros en las mismas circunstancias.



Artículo 12.- No menoscabo. Ninguna disposición de esta ley podrá interpretarse en el sentido de menoscabar cualquier otro derecho, libertad o beneficio reconocido a los refugiados.

Capítulo V

Derechos y Obligaciones de los Refugiados



Artículo 13.- Derechos. Los solicitantes de la condición de refugiado y refugiados gozarán de los derechos y libertades reconocidos a toda persona en la Constitución Política de la República, sus leyes y reglamentos, así como en los instrumentos internacionales de derechos humanos y sobre refugiados de los que Chile es parte, en particular los derechos reconocidos en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967.



De la misma manera, los refugiados y sus familias tendrán derecho a acceder a la salud, a la educación, a la vivienda y al trabajo, ya sea en condiciones de trabajador dependiente o por cuenta propia, en igualdad de condiciones que los demás extranjeros.



Artículo 14.- Obligaciones. Todo refugiado tiene la obligación de acatar la Constitución Política de la República, sus leyes y reglamentos, así como todas aquellas medidas adoptadas para el mantenimiento del orden público y la seguridad nacional.



Artículo 15.- Ayuda Administrativa. Las autoridades competentes asistirán a los refugiados, otorgándoles información sobre sus derechos y obligaciones, en la obtención de documentos, certificados o acreditación de su estado civil, títulos y demás actos administrativos. También lo harán para permitir el traslado de sus haberes, hacia o desde el país, conforme a las normas generales.

TÍTULO II

Del Estatuto de Refugiado

Capítulo I

Exclusión de la Condición de Refugiado



Artículo 16.- Cláusula de Exclusión. No obstante cumplir con las condiciones para ser reconocido como refugiado, será excluida del régimen de protección, la persona respecto de la cual existan fundados motivos de haber cometido alguno de los actos siguientes:



1. Delito contra la paz, de guerra, o cualquier otro delito contra la humanidad definido en algún instrumento internacional, ratificado por Chile.



2. Grave delito común, fuera del territorio nacional y antes de ser admitido como refugiado.



3. Actos contrarios a los principios y finalidades de la Carta de Naciones Unidas.

Capítulo II

Causales de Cesación y Pérdida del Estatuto de Refugiado



Artículo 17.- Cláusula de Cesación. Cesará la condición de refugiado de una persona en los siguientes casos:



1. Si se ha acogido, voluntariamente, a la protección del país del cual es nacional.



2. Si, habiendo perdido su nacionalidad con anterioridad, la ha recuperado por propia decisión.



3. Si ha obtenido una nueva nacionalidad y goza de la protección del país cuya nacionalidad adquirió.



4. Si ha decidido establecerse nuevamente, de manera voluntaria, en el país que abandonó o fuera del cual permanecía por temor a ser perseguido.



5. Si no es posible continuar rechazando la protección del país del cual es nacional, por haber dejado de existir las circunstancias por las cuales fue reconocido como refugiado.



6. Si aquélla que no tiene nacionalidad, está en condiciones de volver al país en el cual tenía su residencia habitual,  una vez que hayan dejado de existir las circunstancias a consecuencia de las cuales fue reconocida como refugiado.



No cesará la condición de refugiado respecto de aquella persona comprendida en los números 5 y 6 precedentes que pueda invocar razones imperiosas, derivadas de la persecución singularmente grave por la que originalmente dejó su país de nacionalidad o residencia habitual o que, en su caso particular, y a pesar del cambio de circunstancias en general, mantenga un fundado temor de persecución por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas.



Artículo 18.- Renuncia, Cancelación y Revocación del Estatuto de Refugiado. Se perderá el estatuto de refugiado por cualquiera de las siguientes circunstancias:



1. Renuncia individual, expresa, voluntaria e informada a tal condición.



2. Por cancelación, si se acreditase la falsedad de los fundamentos invocados para el reconocimiento de la condición de refugiado o la existencia de hechos que, de haber sido conocidos cuando se otorgó tal reconocimiento, hubiesen implicado una decisión negativa.



3. Por revocación, si luego de otorgado dicho estatuto, la persona realiza actividades descritas en los números 1 ó 3 del artículo 16 de la presente ley.



Los refugiados que pierdan dicha condición por renuncia, podrán solicitar que se les otorgue alguna de las categorías de residente previstas en la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile; y a los que se les revoque dicha calidad, teniendo como fundamento algunas de las condiciones contempladas en los demás números del presente artículo, quedarán sujetos a las sanciones establecidas en la referida legislación.

TÍTULO III

Autoridades de Aplicación de la Ley

Capítulo I

De los Organismos Competentes para el Reconocimiento de la Condición de Refugiado



Artículo 19.- Acto Administrativo sobre condición de refugiado. El otorgamiento, rechazo, cesación, cancelación o revocación de la condición de refugiado será resuelto por el Ministerio del Interior, a través de Resolución del Subsecretario del Interior, exenta del trámite de toma de razón, teniendo en consideración los antecedentes y recomendaciones emanadas de la Comisión que se establece en el artículo siguiente.



Artículo 20.- Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado. Créase la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado, organismo encargado de asesorar al Ministerio del Interior y de proveer la información necesaria para decidir respecto del otorgamiento, rechazo, cesación, cancelación o revocación de la condición de refugiado.



Esta Comisión se entenderá sucesora, para todos los efectos legales, de la Comisión de Reconocimiento establecida en el artículo 40 bis del decreto ley N° 1.094, de 1975, que establece Normas sobre Extranjeros en Chile. 



Artículo 21.- Composición. La señalada Comisión estará conformada por los siguientes miembros, con derecho a voto:



1. El Jefe del Departamento de Extranjería y Migración, quien la presidirá.



2. Dos representantes del Ministerio del Interior.



3. Dos representantes del Ministerio de Relaciones Exteriores.



Los representantes de las referidas Carteras, así como sus reemplazantes, serán nombrados por los respectivos Ministros.



Podrá asistir a las reuniones de la Comisión un representante del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR).



Artículo 22.- Competencias. La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado tendrá las siguientes atribuciones:



1. Proponer al Ministerio del Interior el reconocimiento o rechazo de tal condición, así como la exclusión, cesación, cancelación y revocación del estatuto de refugiado.



2. Proponer la aceptación o rechazo de las solicitudes de reunificación familiar de refugiados reconocidos.



3. Proponer la aceptación o rechazo de las solicitudes de reasentamiento.



4. Solicitar los antecedentes que estime convenientes para el cumplimiento de su tarea asesora, a los organismos públicos pertinentes.



5. Planificar, promover y coordinar políticas en materia de protección de solicitantes de la condición de refugiado y refugiados, relacionándose directamente, para tales efectos, con cualquier institución pública o privada, nacional, internacional o extranjera, que fuese pertinente.



6. Coadyuvar en la búsqueda e implementación de soluciones duraderas para los refugiados.



7. Dictar y aprobar su reglamento interno.



Artículo 23.- Quórum. La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado podrá sesionar con, a lo menos, tres de sus miembros con derecho a voto y sus decisiones se adoptarán por un mínimo de tres votos concurrentes.

Capítulo II

De la Secretaría Técnica



Artículo 24.- Funciones. El Jefe del Departamento de Extranjería y Migración dispondrá de una Secretaría Técnica, que asistirá a la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado. Las funciones de esta Secretaría deberán determinarse en el reglamento interno que fije la referida Comisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 N°7 de la presente ley.

TÍTULO IV

Procedimiento de Determinación de la Condición de Refugiado

Capítulo I

Procedimiento administrativo



Artículo 25.- Procedimiento administrativo de determinación. El procedimiento administrativo de determinación de la condición de refugiado se regirá por las siguientes disposiciones de la presente ley y su reglamento. En lo no regulado por éstas, se aplicará supletoriamente la ley N°19.880, que Establece las Bases de los Procedimientos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Capítulo II

Ingreso al Territorio y Presentación de la Solicitud



Artículo 26.- Presentación de la Solicitud. Podrá solicitar el reconocimiento de la condición de refugiado toda persona que se encuentre dentro del territorio de la República de Chile, sea que su residencia fuere regular o irregular.



La solicitud podrá presentarse en cualquier oficina de Extranjería. Al ingresar a territorio nacional, los extranjeros también podrán hacerlo ante la autoridad migratoria que se encuentre en un paso habilitado de la frontera, quien le proporcionará la información necesaria sobre el procedimiento. 



La señalada autoridad requerirá al interesado declarar las razones que lo forzaron a dejar su país de origen. Las personas deberán informar acerca de su verdadera identidad, en caso de no contar con documentos para acreditarla, o manifestar si el documento de identidad o pasaporte que presenten es auténtico.



Artículo 27.- Recepción de la Solicitud. Los funcionarios de la Administración del Estado que tuvieran conocimiento de la presentación de una solicitud para el reconocimiento de la condición de refugiado de un extranjero, deberán ponerla en conocimiento, en el más breve plazo, de la Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado.



Artículo 28.- Información de la Solicitud. La solicitud deberá contener los datos completos del solicitante, los motivos por los que interpone el pedido y ofrecer las pruebas documentales o de otro tipo que pudiera aportar en apoyo de su petición, de acuerdo con lo establecido en el reglamento de la presente ley.

Capítulo III

De los Procedimientos



Artículo 29.- Presentación en la Secretaría Técnica. Una vez presentada la solicitud, se le informará al peticionario respecto del procedimiento para la determinación de la condición de refugiado, sus derechos y obligaciones, en su propio idioma o en otro que pueda entender. Asimismo, se le informará acerca de la posibilidad de contactarse con un representante del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados.



Al solicitante que así lo requiera o necesite, se le facilitarán los servicios de un intérprete calificado para asistirle en las entrevistas y en la presentación por escrito de los hechos en los que fundamenta su petición.



Artículo 30.- Entrevista Individual. Aun cuando no fuesen solicitantes principales del reconocimiento de la condición de refugiado todos los miembros del grupo familiar, podrán ser entrevistados individualmente y en forma separada, a fin de garantizar que tengan la oportunidad de exponer su caso en forma independiente. Todos ellos serán debidamente informados de su derecho a presentar una solicitud en forma individual y de elegir entrevistadores e intérpretes de su mismo sexo, quienes deberán ser especialmente capacitados a fin de identificar cualquier factor cultural; religioso; de género o de índole personal, tales como la edad y el nivel educativo, que pudieran afectar su habilidad para presentar su caso.



Artículo 31.- Recopilación de Información del País de Origen. La Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento deberá recopilar información sobre el país de nacionalidad o residencia habitual que sea relevante para analizar las solicitudes presentadas, en particular en lo referido a la situación del afectado ante la ley, sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; las costumbres sociales y culturales de dicho país, así como las consecuencias de su trasgresión; la prevalencia de prácticas tradicionales perjudiciales; la incidencia y formas de violencia contra algún grupo de personas; la protección de que disponen; las sanciones previstas para quienes ejercen violencia contra algún grupo de personas y los peligros que el afectado puede enfrentar si regresa a su país de nacionalidad o residencia habitual, después de haber presentado una solicitud de la condición de refugiado.



Artículo 32.- Documentación e intervención de otros organismos. Una vez presentada la solicitud, la autoridad competente extenderá al peticionario y a los miembros de su familia que lo acompañen, una visación de residente temporario, por el plazo de ocho meses, prorrogables por períodos iguales, en la forma que determine el reglamento de la presente ley.



Asimismo, notificará a los organismos correspondientes, con el fin que se provean al solicitante y su familia la asistencia humanitaria básica que pudieran requerir en virtud de su situación de vulnerabilidad, especialmente en lo referido a alojamiento, acceso a ayuda alimenticia, salud y trabajo.



Artículo 33.- Obligaciones del Solicitante. Durante el procedimiento, el solicitante tendrá las siguientes obligaciones:



1. Decir la verdad, informar y cooperar activamente a fin de que puedan esclarecerse los hechos y razones en que se basa su solicitud.



2. Aportar pruebas y suministrar explicaciones satisfactorias sobre la eventual insuficiencia o falta de las mismas.



3. Proporcionar información sobre su persona y experiencia, con los detalles necesarios para determinar los hechos pertinentes.



4. Dar una explicación de las razones invocadas en apoyo de su solicitud.



5. Contestar todas las preguntas que le sean formuladas.



6. Fijar domicilio e informar, oportunamente, a la autoridad competente, cualquier cambio que éste sufra, en un plazo de quince días.



Artículo 34.- Mérito de la Prueba. La Comisión de Reconocimiento apreciará las pruebas conforme a las reglas de la sana crítica. Cuando no pudiera recolectarse prueba material suficiente, la Comisión podrá basar sus recomendaciones en indicios, presunciones y la credibilidad general del solicitante, en cuyo caso corresponderá otorgarle el beneficio de la duda, siempre que éste hubiera cumplido con las obligaciones enunciadas en el artículo anterior.



Artículo 35.- Efecto Declarativo del acto de Reconocimiento y Fundamentación de las Resoluciones. El reconocimiento de la condición de refugiado es un acto declarativo. Todas las Resoluciones que se dicten, referidas a la determinación del estatuto de refugiado, deberán ser debidamente fundadas.



Artículo 36.- Notificación. Adoptada una decisión relativa a la determinación de la condición de refugiado, la autoridad competente la notificará en el plazo de quince días al solicitante, por carta certificada.



Artículo 37.- Cesación, Cancelación y Revocación del Estatuto de Refugiado. La Comisión de Reconocimiento de la Condición de Refugiado propondrá el cese, la cancelación o la revocación del Estatuto de Refugiado al Subsecretario del Interior, previa citación del interesado e informe de la Secretaría Técnica, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 18 y 19 de la presente ley. 

Capítulo IV

Procedimiento Especial para Menores no Acompañados

o Separados de sus Familias



Artículo 38.- Menores de Edad. Toda persona menor de edad tiene derecho a solicitar el reconocimiento de su condición de refugiado, con independencia de las personas que ejercen su representación legal conforme a la legislación chilena.



Artículo 39.- Menores no Acompañados o Separados. Cuando la solicitud fuese presentada por un menor de edad no acompañado o separado de su familia, la Secretaría Técnica de la Comisión de Reconocimiento informará, de inmediato, a la autoridad de menores, de manera que se ejerzan las medidas de protección, cuidado y asistencia que sean necesarias.



Artículo 40. Procedimiento. Cuando se trate de menores no acompañados o separados de sus familias, se observarán las recomendaciones formuladas por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados en las Directrices sobre Protección y Cuidados de Niños Refugiados.

Capítulo V

Otros Procedimientos Especiales



Artículo 41.- Tratamiento Especial. En el caso de personas que presentaren una solicitud y alegasen haber sido víctimas de violencia sexual o por motivos de género, se procurará que los organismos públicos competentes les presten asistencia psicológica y social.



Del mismo modo, se procurará que, en la realización de las entrevistas, la persona pueda sentirse segura respecto de la confidencialidad de su petición.



Artículo 42.- Ingreso Masivo de Refugiados. En caso de producirse, como consecuencia de un ingreso masivo de refugiados, un incremento sustancial de solicitudes de reconocimiento de la condición de refugiado, se podrán implementar procedimientos especiales de determinación, prima facie o por grupos, asegurando la adopción de medidas adecuadas para excluir del régimen de protección a aquellas personas que hubieren cometido alguno de los actos indicados en el artículo 16 de la presente ley.



Con este fin, se podrá solicitar el asesoramiento del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y requerir, de los órganos competentes, las medidas necesarias para garantizar la efectiva protección de los refugiados.



El reglamento determinará la forma y las características de estos procedimientos.

Capítulo VI

Revisión de Actos Administrativos



Artículo 43.- Recurso de Reposición y Jerárquico. Sin perjuicio de las acciones constitucionales que procedan, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de la Constitución Política de la República, contra las resoluciones que denieguen, revoquen, cancelen o hagan cesar el estatuto de refugiado, podrá recurrirse por la vía administrativa, conforme al artículo 59 de la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.



Artículo 44.- Efecto Suspensivo. La interposición de recursos administrativos, suspenderá la ejecución de las medidas objeto de ellos.

TÍTULO V

Residencia, Documentación de Identidad y de Viaje

Capítulo I

Documentos



Artículo 45.- Documentación de Residencia. Las personas a quienes se les haya reconocido la condición  de refugiado y sus familias, tendrán derecho a que se les otorgue un permiso de residencia permanente, de acuerdo a lo preceptuado en la legislación que establece normas sobre extranjeros en Chile, que les permita gozar de todos los derechos que se les reconocen en virtud de la presente ley y de las Convenciones Internacionales sobre esta materia.



La caducidad o revocación de dicho permiso no comporta el cese del estatuto de refugiado, el cual subsistirá mientras se mantengan las condiciones que le dieron origen.



Artículo 46.- Documento de Identidad. El solicitante de la condición de refugiado y refugiado y su familia, que hubieran obtenido una residencia legal en el país, tendrá derecho a obtener un documento de identidad para extranjeros, que será expedido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes.



Artículo 47.- Documento de Viaje. La persona que hubiere obtenido el estatuto de refugiado y su familia, que no cuenten con pasaporte vigente u otro documento de identidad idóneo que los habilite para salir del país e ingresar a territorio extranjero, tendrán derecho a obtener un documento de viaje que les permita salir y reingresar al territorio nacional, con sujeción a las disposiciones legales y reglamentarias vigentes. Dicho documento será expedido por el Servicio de Registro Civil e Identificación, previa autorización del Ministerio del Interior. Este documento se ajustará a las disposiciones de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, y su Protocolo de 1967.



El Ministerio del Interior podrá, por razones de orden público o de seguridad nacional, denegar la concesión del documento de viaje o revocar el concedido. En este último caso, el beneficiario deberá restituir el documento al Ministerio del Interior.

Capítulo II

Gratuidad



Artículo 48.- Gratuidad.- El procedimiento de determinación de la condición de refugiado será gratuito. También tendrán este carácter, los trámites para la obtención de visas y permisos, incluido el de trabajo.

TÍTULO VI

Disposiciones Finales



Artículo 49.- Deróganse las normas establecidas en el decreto ley Nº 1.094, de 1975, en lo que digan relación con los refugiados.



Artículo 50.- Dentro de los ciento ochenta días posteriores a la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior, dictará el correspondiente reglamento.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, con informe de la Comisión 

de Minería y Energía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras, y que tiene el Boletín N° 6.415-08.



Añade que su objetivo principal es regular el cierre de faenas o instalaciones mineras, para prevenir, minimizar o controlar los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente con ocasión del cese de operaciones o que continúen presentándose con posterioridad y como una consecuencia.



Agrega que la Comisión discutió el proyecto solamente en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel y Núñez, acogió la idea de legislar.



Cabe destacar que veintisiete artículos de la normativa tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales.



Además, en la discusión en particular, el texto deberá ser analizado también por la Comisión de Hacienda.



Finalmente, resalta que, en la sesión de 20 de enero del año en curso, se solicitó segunda discusión para este proyecto.
- - -



En segunda discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Prokurica, Orpis y Núñez.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 27 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 4, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 17, 18, 19, 22, 24, 26, 27, 33, 38, 49, 51, 52, 55, 56, 57, 61 y 62 permanentes, y primero y segundo transitorios del proyecto.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 12 de abril del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES



Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas e instalaciones mineras de la industria extractiva minera, se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo que otras normas legales establezcan sobre la materia.



Artículo 2°.- Objetivo. El objetivo principal del cierre de faenas e instalaciones mineras es la prevención, minimización o control de los riesgos o efectos negativos que se generen sobre la salud y seguridad de las personas o del medio ambiente, con ocasión del cese de sus operaciones, o que continúen presentándose con posterioridad a éste y a consecuencia suya.



Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:



a) Abandono: el acto por el cual la empresa minera hace dejación del sitio donde se emplaza una faena o instalación minera, sin cumplir con las obligaciones que le impone la presente ley y su reglamento;



b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera;



c) Cierre parcial de faena o cierre de una o más instalaciones: la etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación que forma parte de una faena minera, cuya implementación completa se acredita con el documento otorgado por el Servicio, que certifica que tales actividades se han realizado de acuerdo con el marco jurídico vigente;



d) Cierre Total: la etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de las actividades contempladas en el plan de cierre de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, y cuyo término se acredita con el documento otorgado por el Servicio, que certifica que tales actividades se han realizado de acuerdo con el respectivo plan de cierre y dentro del marco jurídico vigente;



e) Director: el Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;



f) Empresa Minera: la persona natural o jurídica responsable de la faena o instalación minera que, por cuenta propia o en representación de otra mediante contrato oneroso, ejecuta o entrega la ejecución de las actividades asociadas a la industria extractiva minera respecto de una concesión minera determinada, así como también lo es aquella a quién se le entrega dicha ejecución en el carácter que el correspondiente contrato lo señale. La Empresa Minera que ejecute trabajos a través de terceros, pasará a llamarse “Empresa Minera Principal”, y la otra “Empresa Minera Contratista”;



g) Exploración: el conjunto de acciones y trabajos que permiten identificar, mediante la aplicación de una o más técnicas de reconocimientos geológicos, zonas de características favorables para la presencia de acumulaciones de minerales y yacimientos;



h) Faena minera: todas las labores que se realizan, desde las etapas de construcción del conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, muelles de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura necesaria para asegurar el funcionamiento de la Industria Extractiva Minera.



No se considerarán faenas mineras, las refinerías de petróleo, las industrias metalúrgicas no extractivas, las fábricas de vidrio, cemento, ladrillos, cerámica o similares, como también, las que expresamente señala el Código de Minería, vale decir, las arcillas superficiales y las arenas, rocas y demás materiales aplicables directamente a la construcción; tampoco se consideran faenas mineras las salinas artificiales formadas en las riberas del mar, lagunas o lagos;



i) Garantía: el instrumento de resguardo que asegura al Estado en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos de las acciones, medidas y obras de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley;



j) Industria Extractiva Minera: todas las actividades correspondientes a:



1. Exploración y prospección de yacimientos y labores relacionados con el desarrollo de proyectos mineros;



2. Construcción de proyectos mineros;



3. Explotación, extracción y transporte de minerales, estériles, productos y subproductos dentro del área industrial minera;



4. Actividades de concentración de minerales (físico-químicos, magnéticos, gravimétricos, entre otros) y de transformación pirometalúrgicos, hidrometalúrgicos y refinación de sustancias minerales y de sus productos;



5. Disposición de estériles, desechos y residuos y la construcción y operación de obras civiles destinadas a estos fines;



6. Actividades de embarque en tierra de sustancias minerales o sus productos;



7. Exploración, prospección y explotación de depósitos naturales de sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos y de fertilizantes;



k) Información de utilidad pública: los antecedentes históricos generados durante la vida útil de una faena o instalación minera cuyas operaciones han cesado conforme a un plan de cierre, los cuales deberán ser custodiados en razón de ser de interés nacional, y que serán calificados por el Servicio previamente;



l) Instalación minera: las construcciones, equipos, maquinarias y objetos destinados o asociados a la ejecución de las labores de una faena minera de la industria extractiva minera;



m) Modificación mayor: los cambios importantes de los ritmos de explotación, de tecnología y diseño en los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados y nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, como también, adelantos tecnológicos, que impliquen más que una simple ampliación de tratamiento para copar las capacidades de Proyecto de sus instalaciones;



n) Nivel de prefactibilidad: la etapa de un proyecto de inversión que tiene por objetivo mejorar la calidad de la información que se dispone, lo cual conlleva efectuar un análisis técnico-económico cuyo objetivo es evaluar, con un mayor nivel de precisión, las diversas alternativas presentadas en el diseño del perfil del proyecto, para lo cual se requiere de un aumento de la inversión, como asimismo, de una disponibilidad de tiempo que permita llevar a cabo los estudios en terreno y de investigación;



o) Operación minera: las fases de exploración, prospección, construcción, desarrollo, producción y cierre de faenas mineras;



p) Paralización temporal: el cese transitorio de la operación de una faena o instalación minera. Podrá ser total o parcial, según afecte a instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;



q) Plan de Cierre: el documento que especifica el conjunto de medidas técnicas que la empresa minera adoptará con el fin de cumplir con los objetivos de la normativa que regula el cierre de faenas o instalaciones mineras, para lo cual considera una programación global y de detalle, tendiente a lograr el cierre de sus instalaciones en forma ordenada, eficiente, progresiva y oportuna, dentro del marco jurídico vigente;



r) Prevención de riesgos o efectos ambientales: la actividad que tiene por objetivo evitar que se produzcan riesgos o efectos ambientales negativos derivados del cese de las operaciones de una faena o de sus instalaciones mineras, sobre la salud y seguridad de las personas y el medio ambiente;



s) Prospección: el trabajo geológico minero conducente a examinar o evaluar el potencial de recursos mineros detectados en una exploración;



t) Riesgo: la probabilidad de ocurrencia de eventos que afectarían negativamente la salud y seguridad de las personas o el medioambiente;



u) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería;



v) Titular o Propietario: la persona natural o jurídica a cuyo nombre se encuentra inscrita la concesión minera en el Registro de Descubrimiento o de Propiedad del Conservador de Minas respectivo, según corresponda. El titular o propietario no perderá su calidad de tal, ni pasará a ser considerado como empresa minera por el hecho de traspasar la faena minera o parte de ella a terceros, a título gratuito, que no sea traslaticio de dominio.



Artículo 4°.- Proyecto de Plan de Cierre. Toda empresa minera deberá someter a la aprobación del Servicio un proyecto de plan de cierre de las faenas o instalaciones mineras de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento.



La aprobación otorgada por el Servicio al proyecto de plan de cierre constituirá un permiso sectorial. La empresa minera no podrá iniciar las actividades comprendidas dentro de los proyectos de explotación de faenas o instalaciones mineras sin contar, previamente, con este permiso sectorial.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE



Artículo 5°.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar los aspectos técnicos y financieros de los proyectos de planes de cierre de faenas e instalaciones mineras y sus modificaciones, como, asimismo, de velar por el cumplimiento de las obligaciones contraídas por la empresa minera dentro del marco de los planes de cierre aprobados.



Para estos efectos, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:



a) Aprobar los aspectos técnicos y financieros de los planes de cierre de faenas e instalaciones mineras y sus modificaciones, presentados por las empresas mineras;



b) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las obras y acciones comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre respectivo;



c) Disponer o evaluar modificaciones a planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimente el proyecto, en los términos del procedimiento establecido en el reglamento;



d) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título XI de esta ley;



e) Verificar la concordancia entre la propuesta de medidas del plan de cierre y la estimación de costos asociada;



f) Verificar la suficiencia de la garantía financiera y su aplicabilidad en relación a cierres parciales de faenas o instalaciones de faenas mineras, durante la vida útil del proyecto en su conjunto;



g) Llevar a cabo todas las acciones necesarias para aplicar la garantía otorgada, a la correcta ejecución del plan de cierre, en caso de incumplimiento, total o parcial, de la empresa minera;



h) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre fueren mal ejecutadas o su ejecución fuere incompleta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique a la correcta y completa ejecución del plan de cierre;



i) Preparar guías metodológicas o estándares técnicos para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados; 



j) Calificar las competencias específicas de las empresas de auditoría externa de planes de cierre y garantías para los efectos de verificar e informar sobre el cumplimiento de los mismos y sus garantías, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;



k) Clausurar faenas o instalaciones mineras, pudiendo al efecto proceder a la aposición de sellos.



Artículo 6°.- Coordinación con otros órganos. El Servicio podrá pedir a los otros órganos de la Administración del Estado la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones, los cuales no podrán denegar la entrega de los antecedentes requeridos.



En el caso de la fiscalización del cumplimiento de los requisitos de los instrumentos financieros señalados en el artículo 58 de esta ley, el Servicio mantendrá una continua coordinación con los órganos de la Administración del Estado en esta materia.

TÍTULO III

DEL PLAN DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales



Artículo 7°.- Plan de Cierre. Elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá tener un plan de cierre de sus faenas o instalaciones mineras, el que tendrá que ser elaborado de conformidad con la resolución de calificación ambiental que califique favorablemente el proyecto minero, cuando corresponda, y que contendrá las medidas y condiciones establecidas en ella para lograr el cierre de sus instalaciones y faenas en forma ordenada, eficiente y oportuna y con estricto cumplimiento de la normativa vigente.



El plan de cierre contemplará objetivos propios y adecuados a las características de la faena o instalación minera y su entorno.



Los requisitos formales para el otorgamiento de este permiso sectorial, como, asimismo, los contenidos técnicos y económicos que deberá abordar el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y en el reglamento.

Párrafo 2°

Obligatoriedad del Plan de Cierre



Artículo 8°.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar todas las medidas contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado y de la manera y condiciones previstas en el mismo.

TÍTULO IV

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Oportunidad de la aprobación



Artículo 9°.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de las operaciones de la faena o instalación minera. El Servicio deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la fecha en que sea acogido a tramitación.



Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones Mineras, para su aprobación por el Servicio, deberán ser sometidos a los procedimientos de aplicación general o simplificado que se describen en el párrafo 2° del presente Título, según se trate de faenas o instalaciones cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a cinco mil toneladas mensuales o igual o inferior a dicha cantidad, respectivamente.



Artículo 11.- Extensión del plan de cierre.  Las empresas mineras deberán presentar su proyecto de plan de cierre de faenas o instalaciones mineras, ya sea de la totalidad de las obras contempladas en la faena minera o de una parte de ella, en las oportunidades que correspondan de acuerdo a la presente ley.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del Plan de Cierre
§1. Del procedimiento de aplicación general



Artículo 12.- Ámbito de aplicación. Tratándose de faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral es superior a cinco mil toneladas mensuales, la empresa minera deberá presentar un proyecto de plan de cierre o de su modificación mayor, de acuerdo con el procedimiento de aplicación general que se establece en esta ley y en el reglamento.



Artículo 13.- Contenido del plan de cierre. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones mineras sometidos al procedimiento de aplicación general contendrán, a lo menos, los siguientes antecedentes y documentos:



a) Identificación de la empresa minera y de sus representantes legales, así como una descripción de la respectiva faena y sus instalaciones, de acuerdo a la programación de la operación minera, acompañando la resolución de calificación ambiental correspondiente, cuando proceda;



b) Un informe técnico, a nivel de prefactibilidad, de proyección de la situación en que se encontrará la faena o instalación al término de su actividad productiva, cuyo contenido establecerá el reglamento;



c) Un informe técnico-ambiental, a nivel de prefactibilidad, que contenga la descripción del área de influencia de la faena o instalación, y que proyecte los efectos ambientales acumulativos mediante una metodología que permita prever la situación al término de su actividad productiva, según lo establecido en el reglamento. Dicho informe deberá elaborarse en base a la correspondiente resolución de calificación ambiental, y no constituye calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



El reglamento establecerá los contenidos mínimos ambientales que deben contener los planes de cierre.



d) Un informe técnico-económico, a nivel de prefactibilidad, con la descripción pormenorizada de las medidas de cierre que se proponen, las que deberán ajustarse a los objetivos de esta ley y a las características de la faena minera y su entorno y de acuerdo con lo establecido en el reglamento; 



e) Un programa de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos durante la etapa posterior a la implementación de las obras de cierre correspondientes, el que deberá ajustarse a la respectiva resolución de calificación ambiental;



f) Indicación de la información técnica que pueda ser considerada de utilidad pública, tales como información sobre infraestructura, monumentos nacionales según la definición de la ley N° 17.288, sitios con valor antropológico, arqueológico, histórico y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural.



g) Un programa de difusión a la comunidad sobre la implementación del plan de cierre de la faena minera;



h) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto y el cronograma de ejecución de las medidas de cierre propuestas;



i) El monto de la garantía, el período de cobertura y el o los instrumentos que se utilizarán, y



j) Cualquier otro documento a que se haya hecho referencia en el proyecto de plan de cierre y que sirviera de base para su elaboración.



Artículo 14.- Presentación y admisibilidad del plan de cierre. Para obtener la aprobación respectiva, la empresa minera deberá presentar el proyecto de plan de cierre al Servicio, el cual deberá verificar si contiene todos los antecedentes y documentos señalados en el artículo anterior. Dentro del plazo de cinco días, contado desde la fecha de su ingreso en la oficina de partes, el Servicio deberá pronunciarse respecto de su admisibilidad a tramitación.



Artículo 15.- Aprobación, rechazo, aclaraciones o modificaciones al Plan de Cierre. Corresponderá al Servicio dictar una resolución fundada, aprobando o rechazando el proyecto de plan de cierre presentado por la empresa Minera. Podrá también requerir aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones al plan de cierre, en cuyo caso la resolución señalará el término dentro del cual deberán ser efectuadas.



Artículo 16.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los proyectos de planes de cierre de faenas mineras presentados por las Empresas Mineras teniendo en consideración lo establecido en esta ley y su reglamento y en la Resolución de la Comisión Nacional o Regional del Medio Ambiente respectiva, según corresponda, que aprueba el proyecto minero desde la perspectiva ambiental, cuando proceda.

§2. Del procedimiento simplificado



Artículo 17.- Ámbito de aplicación. Tratándose de faenas o instalaciones de la industria extractiva minera cuyo fin es la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral es igual o inferior a cinco mil toneladas mensuales, la empresa minera deberá presentar un proyecto de plan de cierre o de su modificación mayor, de acuerdo con el procedimiento simplificado que se establecerá en el reglamento.



Para estos efectos, le corresponderá al Servicio preparar guías metodológicas o estándares técnicos que servirán para la elaboración de los proyectos de planes de cierre sometidos a este procedimiento, conforme a lo establecido en el reglamento.



Artículo 18.- Contenido del plan de cierre. Los proyectos de planes de cierre de faenas o instalaciones mineras que se sometan al procedimiento simplificado, se elaborarán conforme a las instrucciones contenidas en las guías metodológicas que preparará el Servicio. Con todo, dichos proyectos de planes de cierre contendrán, a lo menos, los siguientes antecedentes y documentos:



a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalación como, asimismo, de sus representantes legales, y;



b) Un listado de las medidas de cierre de las faenas o instalaciones mineras. 

TÍTULO V

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE



Artículo 19.- Periodicidad y finalidad de las auditorías. Cada cinco años, la empresa minera que esté sometida al procedimiento de aplicación general deberá hacer revisar, a su cargo, su plan de cierre, por una empresa que se encuentre inscrita en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.



Esta auditoria tendrá por finalidad verificar e informar al Servicio sobre el cumplimiento del Plan de Cierre y su garantía.



El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.



Artículo 20.- De las empresas de auditoría externa, del Registro Público de Empresas de Auditoría Externa y de la independencia de juicio de aquéllas. Podrán prestar sus servicios las empresas de auditoría que se encuentren inscritas en el Registro Público de Empresas de Auditoría Externa que llevará el Servicio, las que quedarán sometidas a su fiscalización en cuanto a los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento para estar inscritas en el mencionado Registro. 



El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a las empresas que acrediten que cumplen con los requisitos exigidos en esta ley y su reglamento.



En ningún caso podrán prestar servicios de auditoría quienes carezcan de independencia de juicio en relación con la empresa minera auditada. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:



a) Las que tengan o hayan tenido durante los últimos doce meses algún vínculo de subordinación o dependencia, o quienes presten servicios a la empresa minera auditada o a cualquier otra entidad de su grupo empresarial, en su caso;



b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales de la empresa minera auditada o de cualquier otra entidad de su grupo empresarial, en su caso;



c) Las que tengan una relación de negocios significativa con la empresa minera auditada o con las entidades del grupo empresarial de que forma parte, en su caso, distinta de la auditoría externa misma o de las otras actividades realizadas por la empresa de auditoría externa de conformidad con la ley.



Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Las empresas de auditoría externa, al solicitar su inscripción en el Registro, deberán acompañar copia de su reglamento interno, en el que se establecerá, a lo menos:



a) El procedimiento de control y análisis de las auditorías de Planes de Cierre;



b) Su política de confidencialidad interna;



c) El manejo de información privilegiada, y



d) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO VI

IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación del Plan de Cierre



Artículo 22.- Del cumplimiento del Plan de Cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser cumplido de manera íntegra, eficiente, efectiva y oportuna por la empresa minera o, en su caso, por un tercero contratado para que lo ejecute por cuenta de ella.



Artículo 23.- Información exigida por el Servicio. Deber de reserva. Los fiscalizadores del Servicio, siempre y en todo lugar, tendrán amplias facultades para solicitar la información necesaria para el desempeño de sus funciones y las empresas mineras estarán obligadas a proporcionársela de forma veraz, completa y oportuna.



Los funcionarios o personas que a cualquier otro título presten servicios en el Servicio estarán obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de que tomen conocimiento con ocasión de la revisión de los planes de cierre de las empresas mineras sujetas a las obligaciones que establece esta ley, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos o que los mismos sean requeridos por una autoridad pública con atribuciones legales para ello. La infracción a esta obligación será sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones



Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Si la empresa minera debe paralizar temporalmente sus faenas o instalaciones mineras, deberá informarlo al Servicio, indicando los motivos y el plazo estimado que durará este cese. Conjuntamente presentará un proyecto que contenga un plan de medidas que implementará durante el período que dure la paralización.



Dicho plazo podrá ampliarse, en cuyo caso la empresa minera deberá informarlo al Servicio señalando las circunstancias que así lo ameriten.



La empresa minera mantendrá vigente la garantía durante todo el tiempo que dure la paralización temporal.



Cumplido el plazo sin que la empresa minera hubiere solicitado prórrogas, la paralización temporal se transformará, de pleno derecho, en cese de las operaciones, debiendo implementar, dentro del plazo señalado en el respectivo plan de cierre, todas las medidas comprometidas en el mismo documento.



Artículo 25.- Sanción en caso de abandono encubierto. Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de las faenas o instalaciones mineras, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VII

DE LAS SERVIDUMBRES Y PERMISOS



Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Todos los predios superficiales y las áreas cubiertas por concesiones mineras estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución de todas las medidas previstas en un plan de cierre, hasta su total cumplimiento. Cuando se complete la ejecución total del respectivo plan de cierre, cesará el ejercicio del gravamen.



Artículo 27.- Indemnización por daño. Quien ejecuta el plan de cierre haciendo uso de esta facultad, deberá indemnizar al propietario del terreno superficial o al concesionario minero titular de la concesión que soporta el gravamen, por el daño que cause con ocasión de los trabajos que ejecute.



Artículo 28.- Afectación de la servidumbre al plan de cierre. No podrá ejercerse la facultad de afectar un predio superficial o una concesión minera con un fin diverso al de ejecutar un plan de cierre.



Artículo 29.- Constitución y régimen de la servidumbre. La constitución de la servidumbre, su ejercicio y las indemnizaciones correspondientes se regirán por lo dispuesto en el artículo 123 del Código de Minería.



Artículo 30.- Constitución judicial de la servidumbre. Tratándose de la constitución judicial de la servidumbre, se requerirá que el solicitante acredite ser titular de un plan de cierre aprobado y vigente, y justifique, con los planos y otros antecedentes técnicos que resulten pertinentes, la necesidad y utilidad de la imposición del gravamen y su ejercicio.



Artículo 31.- Permisos necesarios respecto de predios superficiales. Respecto de los terrenos superficiales se observarán las siguientes reglas:



a) Respecto de terrenos abiertos e incultos, quienquiera que sea su dueño, no se requerirá permiso alguno para entrar en ellos con el fin de ejecutar completamente las medidas contempladas en un plan de cierre aprobado. En caso de obstáculo al ejercicio de esta facultad, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.



b) Tratándose de casas y sus dependencias o de terrenos plantados de vides o arboladas, será posible entrar en ellos con el fin de ejecutar las medidas contempladas en un Plan de Cierre aprobado, cuando se cuente con el permiso escrito del dueño. En caso de negativa al otorgamiento del permiso, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.



c) Respecto de terrenos cerrados o abiertos, cultivados y bosques, será necesario contar con el permiso escrito del dueño, poseedor o tenedor. Cuando el dueño sea el Estado o la Municipalidad, el permiso deberá solicitarse del Gobernador o Alcalde que corresponda. En caso de negativa al otorgamiento del permiso, podrá ocurrirse al juez competente para que resuelva.



Para los efectos de este artículo será juez competente aquél en cuya jurisdicción se encuentre ubicado el predio superficial o el punto medio o punto de interés de la concesión respectiva. El procedimiento a aplicar será el sumarísimo previsto y regulado en el artículo 235 del Código de Minería.



Sin perjuicio de lo anterior, en los casos en que se haya otorgado cualquiera de los permisos a que aluden los incisos segundo y siguientes del artículo 15 del Código de Minería, los mismos se entenderán otorgados también para la realización de todas las medidas previstas en un Plan de Cierre, hasta su total cumplimiento, sin que sea necesario requerirlos nuevamente.



Artículo 32.- Permisos necesarios respecto de concesionarios mineros. Cuando se trate de ejercer esta facultad dentro de los límites de una concesión u otra faena minera ajena, el solicitante deberá contar con el permiso del titular de la concesión u otra faena minera, el cual podrá ser suplido mediante autorización judicial, para cuyo otorgamiento han de seguirse las reglas del artículo 235 del Código de Minería.

TÍTULO VIII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE



Artículo 33.- Informe final de auditoría. Implementada la totalidad de las acciones comprometidas en el plan de cierre, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio, así como demás antecedentes, de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.



El informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo pronunciarse dentro del plazo de sesenta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.



Artículo 34.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Cumplidas las obligaciones legales y reglamentarias, el Servicio deberá emitir un certificado que acredite el cumplimiento del plan de cierre de la faena o instalación minera, de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.



Artículo 35.- Tipos de certificado de cumplimiento. Existirán dos tipos de certificados de cumplimiento:



a) Certificado de cierre de instalación, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de la instalación o grupo de instalaciones de que se trata.



b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera en su totalidad, y se haya dado cumplimiento a lo establecido en el artículo 62 de la presente ley.



Artículo 36.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre de la instalación permitirá solicitar la modificación del tipo o reducción del monto de la garantía financiera y la devolución de excedentes financieros.



La emisión del certificado final marcará el fin de la obligación de mantener una garantía financiera vigente, y dará derecho a requerir la devolución de la misma, del saldo de la misma o de los excedentes que existieren.



Artículo 37.- Efectos de los certificados. Los certificados de cumplimiento acreditarán el cumplimiento total y oportuno de los deberes y obligaciones de la empresa minera impuestos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.

TÍTULO IX

RESPONSABILIDAD



Artículo 38.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es la responsable del cumplimiento del plan de cierre. Sin perjuicio de lo anterior, la empresa minera podrá contratar a un tercero para que ejecute, por cuenta de ella, la totalidad o cualquiera de las obligaciones que nacen del mismo.



Artículo 39.- Responsabilidad solidaria. Será solidariamente responsable con los directores, gerentes y cualquier otra persona que hubiere participado en la administración de la empresa minera, el que, sin estar autorizado por el Servicio, actúa, se califica o aparece como empresa minera, contratista, ejecutora o responsable de la ejecución de un plan de cierre.



Todo aquél que, por sus actos u omisiones, impida o dificulte la implementación o ejecución de un plan de cierre aprobado, será solidariamente responsable con el director, gerente o administrador de la empresa minera por el incumplimiento, las consecuencias del mismo y por los daños ambientales que de ello se deriven.



Artículo 40.- Quiebra de la Empresa Minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Director o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El plan de cierre será considerado un crédito verificado y privilegiado de primera clase para estos efectos y la garantía estará exceptuada del derecho de prenda general y cederá en beneficio de la ejecución del plan de cierre a que accede.



Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.



En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO X

FISCALIZACIÓN



Artículo 41.- Fiscalización. Le corresponderá al Servicio fiscalizar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado, y en especial aquellos que deban velar por el correcto cumplimiento de las medidas y condiciones establecidas en la resolución de calificación ambiental.



Artículo 42.- Facultades fiscalizadoras. Los funcionarios del Servicio que ejerzan actividades de fiscalización tendrán amplias facultades para:



a) Ingresar a cualquier lugar, faena, instalación o establecimiento conectados o asociados con cualquier faena o instalación minera que no sea utilizada como vivienda o morada;



b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de cualquier riesgo o efecto negativo, existente o potencial, sobre el área de influencia definida en la línea de base del plan de cierre. Los inspectores podrán ser acompañados y asistidos por una o más personas que tengan un especial conocimiento profesional o un experto sobre cualquier materia relevante para una inspección, examen, indagación o prueba;



c) Requerir la producción de cualquier dibujo, especificaciones, licencia, documento, registro o informe;



d) Retener cualquier dibujo, especificaciones, licencia, documento, registro o informe producido en respuesta a su requerimiento;



e) Inspeccionar cualquier obra relativa a la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sea necesaria para completar un informe al Director, y



f) Indagar o hacer preguntas a cualquier persona, oralmente o por escrito.



Ninguna persona podrá obstaculizar u obstruir el ejercicio de estas facultades por parte de un fiscalizador o inspector en ejercicio legal de sus deberes, o suministrar información falsa o negarse a proporcionar la información que sea requerida.



Artículo 43.- Auxilio de la fuerza pública. El Director podrá solicitar el auxilio de la fuerza pública para el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.



Artículo 44.- Ministros de fe. Los funcionarios del Servicio habilitados como fiscalizadores tendrán el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realicen en el ejercicio de las funciones que le confiere el artículo 42.



Artículo 45.- Modificación del plan de cierre como resultado de una fiscalización. El Director podrá ordenar modificaciones a las medidas contempladas en los planes de cierre como resultado de las observaciones de un fiscalizador, las que deberán ser fundamentadas en el respectivo informe de fiscalización o inspección. Asimismo, tales modificaciones podrán ordenarse atendido el informe de auditoría preparado de conformidad con lo establecido en el Título V de esta ley.

TÍTULO XI

INFRACCIONES Y SANCIONES



Artículo 46.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente de las infracciones a la presente ley y su reglamento.



Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento de la justicia ordinaria.



Artículo 47.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y a su reglamento:



a) Abandonar una faena o instalación minera;



b) No presentar el plan de cierre dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, estando obligado por ley a hacerlo;



c) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las obligaciones, acciones y medidas establecidas por el plan de cierre;



d) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las órdenes o instrucciones emanadas de la autoridad o sus delegados;



e) Oponerse, resistir o dificultar un acto de fiscalización;



f) No entregar la información requerida, o entregar información incompleta o falsa, o presentar un balance adulterado o desfigurar datos o antecedentes en los balances, libros, estados, cuentas, correspondencia u otro documento cualquiera, u ocultar o destruir estos elementos, con el fin de dificultar, desviar o eludir la fiscalización;



g) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de constituir y mantener vigente una garantía;



h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de actualizar el plan de cierre e informar a la autoridad cuando la ley lo dispone, e



i) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con la obligación de auditar su plan de cierre, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 20.



Artículo 48.- Sanciones. Sin perjuicio de otras sanciones civiles, penales y administrativas a que haya lugar, a los infractores de esta ley y su reglamento se les podrá imponer las siguientes medidas:



a) Multas diarias de hasta 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;



b) Interés máximo convencional vigente sobre el monto que corresponda garantizar, día por día, con un máximo de un mes;



c) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones;



d) Clausura definitiva de faenas e instalaciones;



e) Aplicación parcial o total de la garantía, y



f) Obligación de reconstituir, de manera inmediata, la garantía cuando corresponda.



Las sanciones a que aluden las letras a) y b) podrán imponerse de manera conjunta entre sí o en concurso con las señaladas en las letras c) a f).



Artículo 49.- Imposición de multas, reclamo y prescripción de las mismas. Las multas que esta ley establece y que corresponda aplicar al Servicio serán impuestas administrativamente por el Director. Éstas deberán ser pagadas por el infractor dentro del plazo de diez días contado desde que se notifique la resolución respectiva.



De la resolución que se dicte podrá reclamarse ante el juzgado de letras competente correspondiente al domicilio del Director. El reclamo deberá formularse dentro del plazo de diez días contado desde la notificación de la resolución que se recurre, previa consignación de la tercera parte de la multa impuesta.



El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.



Las multas que aplique el Servicio prescribirán en el plazo de tres años contado desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho o de ocurrir la omisión sancionada. Este plazo será de seis años si se hubiere actuado con dolo y éste se presumirá cuando se hayan hecho declaraciones falsas al Servicio relacionadas con los hechos cometidos.



Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.



El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIII de esta ley. 



Mientras esté pendiente el reclamo, las cantidades recaudadas por multas se mantendrán en una cuenta especial en el Banco del Estado, de la que el Director girará para efectuar la devolución correspondiente en caso de acogerse algún reclamo por sentencia.



Artículo 50.- Vía administrativa. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, en contra de las multas y sanciones a que alude el artículo 48 de la presente ley, se podrán interponer los recursos contemplados en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.

TÍTULO XII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO



Artículo 51.- Obligatoriedad de la garantía. Todo plan de cierre de faenas o instalaciones mineras de la industria extractiva minera sometido al procedimiento de aplicación general, deberá incluir una garantía que asegure al Estado los recursos financieros necesarios para su cumplimiento, según lo dispuesto por el artículo siguiente.



Artículo 52.- Finalidad y determinación de la garantía. El objetivo de la garantía es asegurar al Estado, en todo momento, la disponibilidad de recursos financieros para cubrir, en forma exclusiva, los costos y gastos necesarios de las medidas de cierre, ante el evento que la empresa minera incumpla, total o parcialmente, las obligaciones de cierre contempladas en la presente ley y su reglamento.



Para estos efectos, la garantía será determinada a partir de la estimación periódica de los costos de cierre, durante la vida útil de la faena, considerando su evolución y la de su área de influencia. 



Artículo 53.- Facultades del Servicio en relación con la garantía. La garantía deberá ser aprobada, previamente, por el Servicio y otorgada a su favor. El Servicio tendrá la facultad legal para girar contra o a cuenta de ella, disponer su liquidación y ejecución o su devolución, total o parcial, a la empresa minera. El procedimiento aplicable se establecerá en el reglamento.



Artículo 54.- Régimen de la garantía. Las garantías serán inembargables, no podrán ser objeto de gravamen alguno y no formarán parte del derecho de prenda general de los acreedores de la empresa minera.



Artículo 55.- Constitución de la garantía e integridad de su monto. La empresa minera deberá constituir o completar el monto vigente de la garantía en el plazo que fije el Director, el cual no podrá ser superior a treinta días contados desde la notificación de aprobación del plan de cierre o en el plazo que establezca el reglamento, en los casos de actualizaciones y ajustes del monto de la garantía posteriores a su primera constitución, sin perjuicio de situaciones especiales, que establecerá el reglamento y que deberán estar debidamente calificadas por el Director.



Artículo 56.- Monto de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir del cálculo de los costos de la implementación total y definitiva del cierre de la faena o instalación minera, en un sistema de cierre anticipado, evaluado periódicamente. Este monto deberá incluir los costos de administración de contratos con un tercero, ya sea por parte de la empresa minera o del Servicio, de acuerdo con el procedimiento contemplado en el reglamento.



El monto vigente de la garantía será el que resulte de calcular, en cada año, el valor presente de los costos de cierre total y definitivo de la faena o instalación minera. Para estos efectos se considerará que el cierre se produce desde el último día del mismo mes calendario del año siguiente a aquél en que se hace exigible la constitución de la garantía, y que la implementación de las medidas de cierre se realizará dentro de un plazo máximo de cinco años. La actualización de los costos considerará la tasa de interés de los instrumentos financieros propuestos para la garantía.



El monto de la garantía deberá ser ajustado en caso de una modificación mayor de la faena o instalación minera, cambios en los costos de implementación del plan de cierre, u otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Director, según los criterios que se establecerán en el reglamento.



Los costos y gastos necesarios que demanden las medidas de cierre y la cuantía de la garantía deberán ser valorados en su equivalente en unidades de fomento (UF) y se considerará un seguro de cambio, cuando corresponda, cuyo costo será de cargo de la empresa minera.



Artículo 57.- Formas de garantía. Le corresponderá a la empresa minera determinar la o las formas en que constituirá la garantía, pudiendo elegir entre las siguientes, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 59:



a) Efectivo;



b) Boleta bancaria de garantía;



c) Instrumentos Financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos entre las letras a) y e) del artículo 45 del D.L. N° 3.500, de 13 de noviembre de 1980, tales como:



- Letras de crédito emitidas por instituciones financieras y avaladas conforme a lo que establezca el reglamento;



- Títulos garantizados por instituciones financieras;



- Depósitos a plazo, bonos, y otros títulos representativos de captaciones, emitidos por instituciones financieras;



- Títulos emitidos por la Tesorería General de la República o por el Banco Central de Chile, y otros títulos emitidos o garantizados por el Estado de Chile.



- Bonos de empresas públicas o privadas, entre otros.



Artículo 58.- Régimen de los instrumentos financieros elegibles como garantía. Los instrumentos financieros elegibles como garantía deberán tener clasificaciones de riesgo iguales o superiores a Categoría A, para instrumentos de deuda de largo plazo, o Nivel 3, para instrumentos de deuda de corto plazo, conforme a las clasificaciones establecidas en el artículo 105 del D.L. N°3.500 y las asignaciones otorgadas a los instrumentos por la Comisión Clasificadora de Riesgos.



Los instrumentos en garantía deberán ser depositados, con cargo a la empresa minera, en una institución de depósito de valores fiscalizada por la Superintendencia de Valores y Seguros.



Siempre que cumplan con los requisitos antes señalados, serán también elegibles instrumentos financieros extranjeros representativos de captaciones o de deuda, emitidos o garantizados por Estados extranjeros, bancos centrales o entidades bancarias extranjeras o internacionales, o que se encuentren inscritos en el registro de valores extranjeros de la Superintendencia de Valores y Seguros.



El o los instrumentos representativos de la garantía sólo podrán ser transferidos a terceros en forma conjunta con el plan de cierre al que acceden y con la previa autorización del Servicio.



Los desembolsos para constituir la garantía en instrumentos de renta fija se determinarán a partir de la actualización de los costos de cierre total y definitivo, según la tasa de interés que otorguen los instrumentos correspondientes.



Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía accederán a los instrumentos, incrementando el monto garantizado. En todo caso, dichos ingresos constituirán ingreso tributable de la empresa minera.



Artículo 59.- Contrato de seguro como garantía. Con todo, la garantía podrá estar constituida por un contrato de seguro de cumplimiento del plan de cierre, a todo evento y en beneficio exclusivo del Servicio Nacional de Geología y Minería. El seguro y la empresa aseguradora deberán estar inscritos y ser fiscalizados por la Superintendencia de Valores y Seguros.



La empresa minera podrá proponer esta forma de garantía junto con la presentación del proyecto de plan de cierre para su aprobación, para lo cual entregará toda la información que le sea requerida por el Servicio, entre otra, la relativa a las características del seguro, monto, plazos, causales de exculpación de pago, forma de liquidación y pago, reaseguros comprometidos, empresa aseguradora, y otros que se consideren relevantes.



El Servicio podrá rechazar fundadamente la propuesta, debiendo pronunciarse dentro del plazo y de acuerdo con el procedimiento que, para estos efectos, será establecido en el reglamento.



Dentro de los 10 días siguientes a la terminación del contrato de seguro, cualquiera que sea la causal de término del mismo, la empresa minera deberá comunicar tal circunstancia al Director y constituir una nueva garantía de conformidad con lo dispuesto en los artículos anteriores del presente Título.



Artículo 60.- No obligación de garantía. No estarán obligadas a constituir garantía de ninguna especie, aquellas empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado.



Con todo, el Servicio velará por el cumplimiento de las actividades programadas en el plan de cierre, tanto por las que deban ejecutarse durante la operación de la faena minera, como por aquéllas que estén programadas para la fase post operacional, a través de un programa de fiscalización y de acuerdo con lo establecido en el reglamento para la elaboración y ejecución de un Plan de Cierre Simplificado.

TÍTULO XIII

DEL FONDO PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE MEDIDAS DE SEGUIMIENTO Y CONTROL



Artículo 61.- Creación, administración y formación del Fondo. Créase un fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control, en adelante "el Fondo", destinado a financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de las faenas mineras que han cumplido íntegramente con el plan de cierre.



El Fondo será administrado por el Servicio, sin perjuicio de que éste, mediante licitación pública, pueda delegar en terceros dicha función así como la implementación de las medidas de seguimiento y control respectivas.



El Fondo estará formado por los recursos proporcionados por las empresas mineras en la forma señalada en el artículo siguiente, por el producto de las multas que el Servicio curse como consecuencia del ejercicio de las facultades que la presente ley le confiere, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, de las municipalidades o del Estado.



Artículo 62.- Del deber de aportar al Fondo. En forma previa a la entrega del certificado de cierre final a la empresa minera, ésta deberá proporcionar al Servicio, en dinero o instrumentos financieros establecidos en el artículo 57, los recursos necesarios para financiar las medidas de seguimiento y control de riesgos o efectos negativos sobre las variables ambientales relevantes de la faena minera.



El monto de dichos recursos corresponderá al valor actualizado del costo total de las medidas establecidas, incrementado en un 10%, a fin de cautelar el íntegro financiamiento de las medidas señaladas ante eventuales imprevistos.



Artículo 63.- Liberación de responsabilidad. La entrega íntegra de los recursos a que aluden los artículos anteriores liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de aquéllas.

TÍTULO XIV

OTRAS DISPOSICIONES



Artículo 64.- Deducciones. Para los efectos de los dispuesto en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1, del Decreto Ley N° 824, de 1974, procederá la deducción de los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras debidamente aprobado por la autoridad competente, que se establece en la presente ley. Sin embargo, en el caso que, según lo dispuesto en el artículo 57, se hayan constituido garantías en dinero, instrumentos financieros o boletas de garantía en efectivo, la deducción del gasto corresponderá al monto garantizado. Para estos efectos, el monto del gasto en el año que se constituya por primera vez la garantía, corresponderá al monto inicialmente garantizado; en los años siguientes, el monto anual del gasto corresponderá al incremento que haya experimentado la garantía en conformidad a dicha normativa. En el evento que el monto garantizado en un año disminuya respecto de aquél garantizado en el año anterior, dicha disminución será considerada como un ingreso tributable del año en que se determine el nuevo monto garantizado.



En todo caso, al cierre de una faena o instalación minera, los gastos totales deducidos por causa del cumplimiento de su plan de cierre no podrán superar la suma de las cantidades efectivamente pagadas o adeudadas por tal causa o la suma de las cantidades garantizadas con dinero o instrumentos financieros por tal concepto.



Artículo 65.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del Plan de Cierre de faenas e instalaciones mineras a que se refiere la presente ley.



Las empresas mineras que por cesar en su actividad de exportación no puedan recuperar en conformidad al artículo 36 del Decreto Ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del Plan de Cierre de faenas o instalaciones mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso a contar del mes siguiente de realizarse las operaciones gravadas, en la forma y plazos que determine el Servicio de Impuestos Internos. Lo anterior es sin perjuicio de la aplicación del artículo 28 del Decreto Ley N° 825, cuando corresponda.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo Primero.- Las empresas mineras que al momento de la entrada en vigencia de la presente ley, se encuentren operando alguna faena o instalación minera y dispongan de resolución de calificación ambiental, deberán dentro del plazo de tres años, presentar al Servicio un proyecto de cierre de dichas faenas o instalaciones, el cual se regirá por las normas de la presente ley y en su reglamento.



En el caso que los contenidos ambientales incluidos en la resolución de calificación ambiental sean insuficientes para el cálculo de la garantía, lo que será determinado por el Servicio, el titular de la faena o instalación minera, deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que se sujetará a los términos y condiciones señalados en el artículo 13 y será sometido a consulta de la autoridad ambiental, la cual deberá pronunciarse dentro del plazo señalado en el Reglamento. Dicho informe no constituirá calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



En todo caso, ninguna de estas empresas podrá cerrar una faena o instalación minera sin que haya presentado y obtenido la aprobación por parte del Servicio de un proyecto de plan de cierre. El Director tendrá un plazo de sesenta días para responder esta solicitud de aprobación, desde la fecha de presentación de ella en la Oficina de Partes del Servicio.



Para efectos de la garantía, en el caso que ésta se constituya en dinero o instrumentos financieros, las empresas señaladas en este artículo deberán enterar la garantía, determinada según lo dispuesto en el artículo 56, en cuotas anuales durante un período de cinco años, o durante el período que resta para iniciar el cierre previsto por la empresa, si éste resultare inferior.



Dentro del período que se determine, el monto vigente de la garantía, en relación al costo de cierre actualizado, deberá ser proporcional al número de años transcurridos de dicho período; y para los ejercicios siguientes, deberá corresponder al total del costo de cierre actualizado. En cada caso, el gasto deducible de la base imponible corresponderá al monto garantizado en cada ejercicio.



Artículo Segundo.- Tratándose de faenas e instalaciones mineras que, por encontrarse en operaciones antes de la entrada en vigencia de la ley Nº 19.300 y del reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, no cuenten con una resolución de calificación ambiental, deberán presentar, dentro de un plazo de tres años, proyectos de planes de cierre, los que serán sometidos al procedimiento de aprobación, fiscalización, y de emisión de certificados a cargo del Servicio, de acuerdo con las disposiciones establecidas en esta ley y en su reglamento. Respecto de la garantía, serán aplicables las mismas condiciones señaladas en el artículo primero transitorio.



Para efectos de lo dispuesto en el artículo 13 de la presente ley, el titular de la faena o instalación minera deberá acompañar un informe técnico de alcance ambiental, el que deberá ser sometido a consulta de la autoridad ambiental, la cual deberá pronunciarse dentro del plazo señalado en el Reglamento, y no constituirá calificación ambiental para ninguno de los efectos previstos en la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.



Artículo Tercero.- El Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, dictará el reglamento necesario para la aplicación de la misma.”.
_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo, con informe de la Comisión de Defensa 

Nacional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga ascenso extraordinario al personal de Carabineros como reconocimiento póstumo, y que tiene el Boletín N° 6.648-02.



Añade que su objetivo es complementar la facultad del General Director de Carabineros para otorgar el ascenso extraordinario, como reconocimiento póstumo, a los oficiales de dicha institución. Además, limita la aplicación de dicha facultad, en el caso del personal de nombramiento institucional, al grado de suboficial mayor, sólo cuando el deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial.



La Comisión de Defensa Nacional discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Gazmuri, Kuschel y Zaldívar. El texto es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados.



Cabe hacer presente que los artículos 1º permanente y 1º transitorio son normas orgánicas constitucionales.



Por último, es dable resaltar que, durante su discusión en particular, el proyecto deberá ser conocido también por la Comisión de Hacienda.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Arancibia, Zaldívar y Prokurica y señora Matthei.



Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 1° permanente y 1° transitorio del proyecto.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.
- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 12 de abril del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile:



1. Agrégase en el inciso segundo, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “En los casos de fallecimiento de personal del grado de Suboficial de Carabineros, y de aquellos cuyo deceso ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial, en que participe en cumplimiento de su deber, podrá ordenarse su promoción póstuma hasta el grado de Suboficial Mayor de Carabineros.”.



2. Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:



“Tratándose de Oficiales de Carabineros, esta promoción extraordinaria sólo se dispondrá como reconocimiento póstumo, por decreto supremo expedido a través del Ministerio respectivo, a proposición del General Director, al grado inmediatamente superior al empleo que se encontraba sirviendo el causante. Con todo, en aquellos casos que el fallecimiento del funcionario ocurra con ocasión de un procedimiento estrictamente policial, en que participe en el cumplimiento de su deber, el ascenso extraordinario como reconocimiento póstumo podrá disponerse hasta en dos grados inmediatamente superiores al grado del empleo que se encontraba sirviendo el causante. En ambos casos, el ascenso podrá cursarse hasta el grado de General de Carabineros.”.



Artículo 2°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley en el año 2009, se financiará con cargo a los recursos que se consulten en el presupuesto de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la partida Tesoro Público.

Disposiciones Transitorias



Artículo 1º.- La facultad del General Director de disponer ascensos extraordinarios, por reconocimiento póstumo para los Oficiales de Carabineros, conforme a lo dispuesto en el artículo 29 de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, podrá ejercerse respecto de los causantes cuyos fallecimientos hayan acaecido en los últimos cinco años anteriores a la fecha de publicación de la presente ley, previa reapertura del sumario administrativo que haya calificado el fallecimiento como muerte en acto del servicio.



Con todo, la promoción extraordinaria que pueda disponerse sólo conferirá a los asignatarios el derecho a solicitar la reliquidación de la respectiva pensión de montepío vigente, a contar de la fecha de total tramitación del correspondiente decreto supremo.



Artículo 2º.- Las modificaciones introducidas en la ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile comenzarán a regir a partir del primer día del mes siguiente a la publicación en el Diario Oficial de la presente ley.”.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada, con informe de la Comisión de 

Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que regulariza la nómina de armadores habilitados para operar en la pesquería de pez espada, y que tiene el Boletín N° 6.793-03.



Añade que su objetivo principal es regularizar el funcionamiento de la flota que actúa sobre el pez espada, facultando a la autoridad para confeccionar nóminas que permitan a los armadores artesanales ingresar a esa pesquería u otorgar autorizaciones a los armadores industriales para el mismo efecto, siempre que unos y otros hubieren operado en la pesca del pez espada en el período 2001-2009.



Agrega que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió el proyecto sólo en general, y dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Bianchi, Escalona y Horvath.



Resalta, por último, que los artículos 1°, 3° y 4° tienen el carácter de normas de quórum calificado

- - -



Luego, el señor Presidente somete a votación en general la iniciativa, la cual es aprobada por 24 votos a favor y 2 abstenciones, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 1°, 3° y 4° del proyecto.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Horvath y Escalona.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Letelier y Núñez.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del lunes 5 de abril del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.
- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.

El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, por una o más resoluciones de la Subsecretaría de Pesca se establecerán, conjunta o separadamente, una o más nóminas especiales de armadores artesanales y de sus embarcaciones habilitados para operar en la pesquería de pez espada.


Dichas nóminas comprenderán a los armadores artesanales que se hubieren inscrito para participar en una o más de las pescas de investigación autorizadas al Instituto de Fomento Pesquero sobre pez espada entre los años 2001 a 2009, ambos inclusive, lo que se acreditará mediante las listas de participantes correspondientes comunicadas oportunamente al Servicio Nacional de Pesca.



En todo caso los armadores artesanales deberán cumplir con las normas de la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos en materia de pesca artesanal.



Todo lo anterior se entiende sin perjuicio de las inscripciones vigentes en el Registro Pesquero Artesanal, sección Pez Espada, a la fecha de publicación de la presente ley.


Artículo 2°.- Los armadores artesanales que cumpliendo con los requisitos anteriores no hubieren sido incorporados en la nómina respectiva, podrán interponer los recursos administrativos que correspondan de conformidad con las reglas generales, con las siguientes salvedades:


a) El plazo para presentar el recurso de reposición será de 15 días hábiles contados desde la fecha de publicación en el Diario Oficial de la resolución que establece la respectiva nómina que se impugna.


b) En caso que sólo se interponga el recurso jerárquico, el plazo será el mismo que en la letra anterior.


Vencido el plazo para interponer los recursos de reposición y jerárquico, o una vez resueltos, el Servicio Nacional de Pesca procederá a modificar el Registro Pesquero Artesanal sección Pez Espada de acuerdo con la nómina resultante incorporando las categorías y embarcaciones, como también los artes y aparejos de pesca, según corresponda, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 4° de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 3°.- La Subsecretaría de Pesca podrá otorgar autorizaciones de pesca a los armadores pesqueros industriales que realizaron operaciones pesqueras extractivas sobre el recurso pez espada mediante una o más de las pescas de investigación autorizadas y ejecutadas por IFOP entre 2001 y 2009, ambos años inclusive. Para tales efectos, dichos armadores industriales presentarán una solicitud para realizar actividades pesqueras extractivas sobre pez espada respecto de la nave con la cual hubieren operado en dicha pesca de investigación, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley.


Los armadores industriales que no habiendo participado en alguna de las antedichas pescas de investigación cuenten con autorización de pesca y puedan acreditar capturas sobre el recurso entre el 1 de enero de 2001 y el 31 de diciembre de 2009, mantendrán vigentes sus autorizaciones de pesca sobre pez espada, no obstante lo dispuesto en el artículo 143 letra b) de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Artículo 4°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2°, los armadores artesanales podrán pedir que se inscriba una embarcación distinta de aquella indicada en la nómina respectiva, siempre que ambas sean de la misma categoría, de conformidad con la reglamentación vigente para la sustitución de naves artesanales.


De la misma forma, los armadores industriales que cumplan con los requisitos de esta ley podrán solicitar autorización para realizar actividades extractivas sobre pez espada con una nave distinta de aquella a que se refiere el artículo 3°, inciso primero, siempre y cuando dicha nave tenga características náuticas que permitan la sustitución entre ambas de conformidad con la normativa vigente.”.
_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos, con segundo informe e informe complementario del segundo 

informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos, y que tiene el Boletín N° 6.498-05.


Añade que la Comisión deja constancia, para los efectos consignados en el Reglamento, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 5° y 7° permanentes, y tercero transitorio, disposiciones que conservan el mismo texto acordado en general, por lo cual debieran darse por aprobadas, salvo que algún Honorable Senador solicite su discusión y votación.



Agrega que la Comisión de Hacienda realizó una serie de modificaciones, primero al texto despachado en general y, posteriormente, al consignado en su segundo informe, dándoles su aprobación por unanimidad, con excepción de cinco de ellas que serán puestas en votación oportunamente.



Cabe destacar que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, las modificaciones aprobadas unánimemente deben votarse sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.


Al respecto, resalta que la referida Comisión, en su segundo informe, propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º

Inciso sexto



Sustituirlo, por el siguiente:



“Tratándose de los funcionarios que, de conformidad al artículo 110 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, el año anterior al pago de la bonificación hayan hecho uso de un permiso sin goce de sueldo, ésta se le pagará proporcionalmente a los meses efectivamente trabajados.”.

Artículo 2º

Inciso final



Eliminar la palabra “iguales”.

Artículo 3º

Número 2)



Reemplazarlo, por el siguiente:



“2) Para todos los efectos legales, el índice de satisfacción neta que servirá de base será de 51,5%.”.

Número 3)



Sustituirlo, por el siguiente:



“3) La meta de crecimiento que deberá cumplir anualmente el índice de satisfacción neta será, a partir del año 2010, la siguiente:



a) Para la medición practicada el año 2009: 1,0 punto porcentual por sobre el índice base fijado en el numeral anterior.



b) Para la medición practicada el año 2010: 1,5 puntos porcentuales por sobre la meta exigida el año anterior.



c) Para la medición practicada el año 2011: 1,5 puntos porcentuales sobre la meta exigida el año anterior.



d) Para la medición practicada el año 2012: 1,5 puntos porcentuales sobre la meta exigida el año anterior. 



e) Para la medición practicada el año 2013: 1,0 punto porcentual sobre la meta exigida el año anterior.



f) Para la medición practicada el año 2014: 1,0 punto porcentual sobre la meta exigida el año anterior.



g) Para la medición practicada el año 2015: 0,5 puntos porcentuales sobre la meta exigida el año anterior.



A partir del año 2016 la bonificación por calidad de atención al usuario se concederá sólo en la medida que el índice de satisfacción neta sea igual o superior al porcentaje fijado como meta para el año 2015.”.

Artículo 4º

Inciso primero



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo 4°.- Los funcionarios empleados a contrata, asimilados a un grado del escalafón profesional del Servicio de Impuestos Internos, podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Director del Servicio mediante concurso, siempre que éstas se desarrollen en la Dirección Nacional o en las áreas jurídicas de las Direcciones Regionales de la citada repartición pública. El referido personal, cuando le sean asignadas dichas funciones, será beneficiario de la asignación prevista en el artículo 7° de la ley Nº 19.646, en los mismos términos que los cargos de planta.”.

Inciso segundo



Eliminar la expresión “y fiscalizadores”.

Artículo 8º, nuevo



Incorporar el siguiente artículo 8°, nuevo:



“Artículo 8°.- Sustitúyese el artículo 2° transitorio de la ley Nº 20.316, por el siguiente:



“Artículo 2° transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar del 1 de enero de 2010, rigiendo para las donaciones efectuadas a partir del 1 de enero de 2009. Sin embargo, tanto el artículo introducido por el número 6), como las modificaciones introducidas en el número 9), ambos del artículo 1°, entrarán en vigencia a contar del 1 de enero de 2011, rigiendo para las donaciones que se efectúen a partir del 1 de enero de 2010.”.”.

Artículo 9º, nuevo



Agregar el siguiente artículo 9º, nuevo:



“Artículo 9º.- Suprímese, en el artículo TRIGÉSIMO SEXTO de la ley Nº 19.882, la referencia al “Servicio de Impuestos Internos”.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero



Sustituirlo, por el siguiente:



“Artículo Primero.- La bonificación por calidad de servicio que corresponda por el año 2009 a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos equivaldrá al cuociente que resulte de dividir $ 800.000.000 por el total de dichos funcionarios que, de conformidad a lo establecido en los incisos segundo y siguientes del artículo 1°, tengan derecho a percibirla.



El monto anual que corresponda a cada funcionario se pagará en una sola cuota, conjuntamente con la remuneración correspondiente al mes siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.”.

Artículo Segundo



Reemplazarlo, por el siguiente:



“Artículo Segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley, expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, determine los cargos del Servicio de Impuestos Internos que tendrán la calidad de altos directivos públicos de conformidad a lo previsto en el artículo TRIGÉSIMO SÉPTIMO de la ley N° 19.882.



Los funcionarios que al momento de la publicación  del decreto con fuerza de ley  a que se refiere el inciso anterior se encuentren desempeñando cargos calificados como de alta dirección pública, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las normas de la ley N° 19.882, cuando cesen en ellos por cualquier causa.”.

Artículo Tercero, nuevo



Agregar el siguiente Artículo Tercero, nuevo:



“Artículo Tercero.- Para efectos de evaluar la meta de crecimiento que experimentó el índice de satisfacción neta el año 2009 respecto del índice base, y generar el pago de la bonificación el año 2010, la medición se efectuará en el plazo de 120 días siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, considerando los usuarios a que alude el literal c) del numeral 5) del artículo 3° que hayan tenido contacto con el Servicio de Impuestos Internos entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2009.



El decreto que informa el grado de cumplimiento, de conformidad a la tabla señalada en el numeral 4) del artículo 3°, será emitido dentro de los treinta días siguientes a efectuada la medición a que se refiere el inciso anterior.”.

Artículo Tercero



Pasa a ser Artículo Cuarto, sin enmiendas.



Asimismo, corresponde subrayar que la Comisión de Hacienda, en el informe complementario de su segundo informe, propone aprobar el texto consignado en este último, con las siguientes modificaciones:

Artículo 6º

Número 6), nuevo



Intercalar, a continuación del actual numeral 5), el siguiente numeral 6), nuevo, modificándose la numeración correlativa posterior:



“6) Intercálase en el inciso primero del artículo 6°, antes del punto aparte (.), y precedida de una coma (,), la siguiente frase: “y será seleccionado, nombrado y remunerado conforme a las normas establecidas en el título VI de la ley N° 19.882, que Regula Nueva Política de Personal a los Funcionarios Públicos, sujetándose en todo a las reglas a que se refiere el precitado título”.

Número 6)

Pasa a ser número 7), sin enmiendas.

Artículo 9º



Suprimirlo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Segundo



Eliminarlo.

Artículo Tercero



Pasa a ser Artículo Segundo, sin enmiendas.

Artículo Cuarto



Pasa a ser Artículo Tercero, sin enmiendas.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Matthei y señor García.



Luego, la Sala acuerda, unánimemente, que el proyecto vuelva a la Comisión de Hacienda para un nuevo informe complementario.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que concede la nacionalidad por gracia al señor Jürgen Paulmann Kemna, con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad 

y Ciudadanía


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad, por especial gracia, a don Jürgen Paulmann Kemna, y que tiene el Boletín N° 6.142-17.



Añade que la iniciativa tuvo su origen en una Moción de varios Honorables Diputados, quienes consideran que el señor Paulmann, en función de su dilatada, benéfica y reconocida labor empresarial, se hace acreedor de la nacionalidad por especial gracia.



En el informe de la Comisión se deja constancia de la tarea esforzada e ininterrumpida de dicha persona, quien llegó a Chile en 1950 con su familia y ha efectuado un aporte sustantivo al desarrollo, al progreso, a la producción, al comercio, a la capacitación laboral y a la asistencia social en nuestro país.



Cabe señalar que ese órgano técnico, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Kuschel y Sabag, aprobó este proyecto en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión el proyecto, en general y en particular a la vez, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Sabag y señora Matthei.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 19 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Coloma, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide y Sabag.


Concluida la votación, y a solicitud de los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Chadwick y Horvath, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al señor Jürgen Paulmann Kemna.”.
- - -



Luego, el señor Presidente recaba el asentimiento unánime de la Sala para que las iniciativas que se consignan a continuación sean consideradas en la próxima legislatura, lo que así se acuerda:



1) Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que fortalece la educación pública, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (Boletín N° 6.815-04).



2) Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que introduce una serie de reformas en materia de liquidez, innovación financiera e integración del mercado de capitales, con informe de la Comisión de Hacienda (Boletín N° 6.692-05).
- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 87ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 10 DE MARZO DE 2010



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Novoa.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia subrogante, señor Edgardo Riveros.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones ochenta y dos, ochenta y tres y ochenta y cuatro, todas ordinarias, de los días 13, 19 y 20 de enero del año en curso, respectivamente, y de la sesión ochenta y cinco especial, del día 3 del presente mes, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios


Seis de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los dos primeros, comunica que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado, en el segundo trámite constitucional, a las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales, para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (Boletines números 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18, y 4.167-18, refundidos).


2.- Proyecto de ley que moderniza Gendarmería de Chile, incrementando su personal y readecuando las normas de su carrera funcionaria (Boletín N° 6.447-07).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con sus antecedentes.


Con el tercero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura.


Con el cuarto y quinto, comunica que ha aprobado los informes de las Comisiones Mixtas, recaídos en las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que prohíbe la venta de plaguicidas que indica (Boletín N° 4.877-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).


-- Quedan para Tabla.


Con el sexto, comunica la nómina de las señoras y señores Diputados que integrarán las Comisiones de Reja y Pórtico que se constituirán con objeto de la ceremonia de transmisión del mando presidencial a realizarse el día de mañana.


-- Se toma conocimiento.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con el cual envía copia de la resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del N° 31 del artículo único de la ley N° 20.260.


-- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del señor Superintendente de Salud, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con la devolución de dineros efectuada por las ISAPRES a sus afiliados.


-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, recaídos en las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos sobre privilegios, inmunidades y facilidades otorgadas a la organización (Boletín N° 6.817-10).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus protocolos suplementarios números 1 y 2 (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.818-10).


Nuevo informe complementario de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (Boletín N° 6.498-05).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de áreas de manejo y registro pesquero artesanal (Boletín N° 6.391-21).


--Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Girardi y Ominami, con las cuales dan inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que prohíbe a las empresas de retail arrogarse la facultad de cambiar unilateralmente el precio pactado y el cupo de crédito (Boletín N° 6.844-03).


-- Pasa a la Comisión de Economía.


2.- Proyecto de ley que despenaliza el delito de aborto y consagra el aborto terapéutico (Boletín N° 6.845-07).


3.- Proyecto de ley que regula los pactos de uniones civiles (Boletín N° 6.846-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Honorable Senador señor Zaldívar, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la regulación de las prestaciones de salud en materia de atención odontológica (Boletín N° 6.847-11).


-- Pasa a la Comisión de Salud.

Declaraciones de inadmisibilidad


Mociones del Honorable Senador señor Zaldívar, con las que da inicio a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que establece un derecho a bonificación fiscal por los gastos de traslado en que incurra el acompañante de un paciente de enfermedad catastrófica.


2.- Proyecto de ley que deroga la cotización obligatoria del 7% para salud respecto de los beneficiarios de pensiones de vejez o invalidez.


Moción del Honorable Senador señor Sabag, por medio de la cual da inicio a un proyecto de ley que faculta a los organismos públicos para prorrogar los plazos fijados para el desarrollo de proyectos de infraestructura cuyo cómputo hubiere estado transcurriendo el 27 de febrero de 2010.


-- Se declaran inadmisibles por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo establecido en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política.

Solicitud de desarchivo


Del Honorable Senador señor Prokurica, por medio de la cual solicita el desarchivo del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de su autoría y de los Honorables Senadores señores García, Horvath y Larraín, y del ex Senador señor Fernández, que modifica el Código Penal, tipificando como delito de robo con fuerza en las cosas, a los robos que se cometieren en una propiedad, con ocasión de catástrofe, desgracia, calamidad y demás circunstancias que señala (Boletín N° 2.955-07).


-- Se accede a lo solicitado.

Comunicación


De la Asociación de Familiares de Presos y Desaparecidos Saharauis, mediante la cual expresan su preocupación por la situación que afecta a once defensores saharauis de derechos humanos y en que solicitan la intervención de la Corporación ante las autoridades marroquíes con el objeto de garantizar la seguridad física y psíquica de esas personas.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Durante la sesión, se da cuenta de un proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Matthei y señores Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag, mediante el cual expresan su reconocimiento a las personas que han prestado su colaboración para dar ayuda a las víctimas del terremoto (Boletín N° S 1.220-12).


-- Queda para Tabla.

- - -



Enseguida, el señor Presidente otorga la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien requiere que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa un proyecto de ley que considere las ideas contempladas en la Moción que presentara, a fin de facultar a los organismos públicos para prorrogar los plazos fijados para el desarrollo de proyectos de infraestructura, pendientes al 27 de febrero de 2010, que fue declarada inadmisible por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar, quien pide igual asentimiento para dirigir oficios, en su nombre, a Su Excelencia la Presidenta de la República, con el objeto de que estudie la posibilidad de enviar a tramitación legislativa sendos proyectos de ley que consideren las ideas contempladas en las Mociones que presentara, por una parte, para establecer un derecho a bonificación fiscal por los gastos de traslado en que incurra el acompañante de un paciente de enfermedad catastrófica, y, por otra, para derogar la cotización obligatoria del 7% para salud respecto de los beneficiarios de pensiones de vejez o invalidez, que fueron declaradas inadmisibles por corresponder a la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien pide que una copia de la comunicación de la Asociación de Familiares de Presos y Desaparecidos Saharauis -contenida en la cuenta- sea enviada a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.
- - -



A continuación, el señor Presidente recaba el asentimiento unánime de la Sala para incluir en la Tabla del Orden del Día de hoy los siguientes asuntos, lo que así se acuerda:



- Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (Boletín N° 6.365-21).



- Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que prohíbe la venta de plaguicidas que indica (Boletín N° 4.877-01).

- - -



Por último, solicita la unanimidad de la Sala para considerar, de inmediato, el proyecto de acuerdo -contenido en la cuenta- presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Matthei y señores Cantero, Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag, mediante el cual expresan su reconocimiento a las personas que han prestado su colaboración para dar ayuda a las víctimas del terremoto (Boletín N° S 1.220-12). Así se acuerda.



Sometida al pronunciamiento de la Sala, la iniciativa es aprobada unánimemente.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

Que el terremoto y el tsunami que afectaron a la zona centro sur de nuestro país, la madrugada del 27 de febrero recién pasado, han provocado consecuencias aún no dimensionadas y que de seguro continuarán afectando a miles de personas por mucho tiempo más.
Que a la muerte y desaparición de cientos de personas se ha sumado la devastación soportada por numerosas ciudades que han visto cómo la mayor parte de sus construcciones más emblemáticas han sufrido daños irreparables, además de que sus servicios básicos han sido suspendidos, generándose con todo esto un estado de catástrofe nacional sin precedentes en la historia reciente de nuestro país.
Que, sin duda, los casos más dramáticos desde el punto de vista material se han visto reflejados en las miles de personas que, como consecuencia del terremoto y del tsunami, han perdido su hogar y años de esfuerzo, quedando prácticamente sin nada y viviendo de allegadas en la vía pública.
Que en los últimos días todos los expertos han sido claros en señalar que la labor de reconstrucción y normalización de muchas ciudades y zonas del país podría durar años y que requerirá la inversión de miles de millones de dólares.
Que, sin embargo, todo este desolador panorama ha sido en gran parte mitigado por un enorme espíritu de solidaridad que ha nacido en el corazón de miles de personas que -en forma muchas veces anónima- han prestado su colaboración de diversas maneras, dando una luz de esperanza para todos los afectados y, en general, para el futuro de Chile.
Que estos verdaderos servidores públicos han provenido de las más diversas instituciones, tanto de la esfera pública como del mundo civil.
Que dentro del ámbito institucional público cabe destacar la importante labor que han desarrollado las Fuerzas Armadas y de Orden, así como también el personal que trabaja en los hospitales públicos de las regiones más afectadas, quienes mucho más allá de lo que corresponde a su labor normal han entregado días y horas en forma totalmente gratuita.
Que en el rubro de las organizaciones civiles la lista de servidores públicos es interminable y sólo por nombrar algunos podemos hacer mención de las Compañías de los Cuerpos de Bomberos de todo el país, el Hogar de Cristo, la Cruz Roja, la Defensa Civil, los canales de televisión y sus principales figuras, así como también el mundo de las radios y de los radioaficionados, numerosos colegios, tanto públicos como privados, universidades, y otras silenciosas organizaciones espontáneas de personas que en forma gratuita se han trasladado a dar ayuda a las zonas afectadas.

El Senado acuerda:



Efectuar un sentido reconocimiento a los miles de servidores, tanto del ámbito público como del mundo de la sociedad civil, que han prestado su colaboración para dar ayuda a las víctimas del terremoto y el tsunami que afectaron la zona centro sur de Chile, así como también a los que han comenzado las labores de reconstrucción que el país requerirá por largos años.”.
- - -



La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus protocolos suplementarios números 1 y 2, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores e informe de la Comisión 

de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus protocolos suplementarios números 1 y 2, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.818-10.


Añade que el principal propósito del proyecto de acuerdo es formalizar el ingreso de Chile a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos.


Subraya que la Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó idéntica resolución, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.

- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, y ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 29 votos a favor.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Letelier, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de la iniciativa en análisis.

Posteriormente, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia subrogante.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébanse la “Convención de la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos y sus Protocolos Suplementarios Números 1 y 2”, todos adoptados en París, Francia, el 14 de diciembre de 1960.”.
_______________
Proyecto de acuerdo, de la Honorable Cámara de Diputados, que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos sobre privilegios, inmunidades y facilidades otorgadas a la organización, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores e informe de la Comisión 

de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre Chile y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos sobre privilegios, inmunidades y facilidades otorgadas a esta entidad, y que tiene el Boletín N° 6.817-10.


Añade que el Acuerdo en comento persigue como objetivo permitir que la OCDE despliegue su labor en nuestro país de manera más plena y efectiva.


La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó la iniciativa que despachó la de Relaciones Exteriores, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.


Cabe tener presente que la Comisión de Relaciones Exteriores deja constancia de que, en su concepto, el proyecto de acuerdo debe ser votado con quórum orgánico constitucional, en atención a que la aplicación del artículo 9 del Convenio incide en las facultades del Banco Central. No obstante, la Honorable Cámara de Diputados aprobó esta iniciativa, pero con quórum de ley simple.

- - -

Puesta en discusión la iniciativa, en general y en particular a la vez, y ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.


Cerrado el debate y sometido a votación el proyecto, en general y en particular a la vez, es aprobado por 28 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO



“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados a la Organización”, suscrito en París, Francia, el 28 de mayo de 2009.”.
_______________
Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura 

en materia de acuicultura



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, y que tiene el Boletín N° 6.365-21.


Añade que la controversia entre ambas ramas del Parlamento se suscitó al haber rechazado la Cámara de Diputados tres de las modificaciones que efectuó el Senado, referidas a la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura; al pago de una patente y las multas aplicables, y a las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura.


Agrega que el informe de la Comisión Mixta consigna las proposiciones destinadas a resolver las discrepancias.


Las atinentes a constitución de hipotecas, pago de patentes y multas y causales de caducidad fueron acordadas por unanimidad.



La proposición consistente en sancionar con multa al contratista o subcontratista que incurra en práctica desleal o antisindical y a la empresa que simule la contratación de trabajadores a través de terceros fue aprobada por seis votos a favor (Honorables Senadores señores Ávila, Escalona y Horvath y Honorables Diputados señores Alinco, Espinoza y Vallespín), uno en contra (Honorable Senador señor Arancibia) y dos abstenciones (Honorable Senador señor Bianchi y Honorable Diputado señor Recondo).


La proposición que permite aplicar el régimen laboral de subcontratación a los trabajadores de las concesionarias fue aprobada por cinco votos a favor (Honorables Senadores señores Ávila y Escalona y Honorables Diputados señores Alinco, Espinoza y Vallespín), tres en contra (Honorables Senadores señores Arancibia y Horvath y Honorable Diputado señor Recondo) y una abstención (Honorable Senador señor Bianchi).


Por otra parte, cabe señalar que la Honorable Cámara de Diputados, en sesión de hoy, aprobó las proposiciones en examen.


Así, la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, efectúa la siguiente propuesta:

Artículo 1°, texto de ambas Cámaras

Número 10, texto de la Honorable Cámara de Diputados
Número 17, texto del Honorable Senado



Consignar el siguiente:



“17) Agrégase el siguiente artículo 81 bis:



“Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión o autorización. La hipoteca se someterá a las disposiciones contenidas en el Título XXXVIII del Libro IV del Código Civil, denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta ley. La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión, de conformidad con lo establecido en el artículo 67 bis.



No se aplicarán las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, entre la fecha de la resolución que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización del nuevo titular que se la haya adjudicado en venta forzada. La misma  norma se aplicará en los casos de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo del titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada o del deudor del crédito garantizado con la hipoteca de la misma.



El beneficio de que trata el inciso anterior no podrá exceder de tres años. La aplicación de causales de caducidad comenzará nuevamente a regir desde la fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación de la concesión o autorización, según cual sea el evento primero en ocurrir.



En caso que se hubiese convenido que la concesión o autorización hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo, y su infracción dará derecho al acreedor para exigir su inmediata realización, considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido.



Si vencido el plazo de no aplicación de las causales de caducidad, se encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones.



El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio.


Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:



1) Pago de la deuda.



2) Prescripción.



3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la existencia de la obligación hipotecaria, y para que sea admitida a tramitación deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano.


En estos casos, la oposición se tramitará como incidente. La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada podrá decretar, a petición de parte, la suspensión del cumplimiento de la sentencia del de primera instancia mientras se encuentre pendiente la apelación, si existieren razones fundadas para ello, lo que resolverá en cuenta.



Desechada la oposición formulada, se procederá al remate de la concesión o autorización hipotecada.



El cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley y sus reglamentos seguirán siendo de cargo del titular o del ejecutante, según corresponda, mientras no se adjudique la concesión o autorización a un tercero.



La no aplicación de las causales de caducidad antes señaladas no regirá en los casos en que el ejecutante o el adquirente, en venta forzada, sea la misma persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura o personas vinculadas a ella. Se entenderá por personas vinculadas, las personas naturales que tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive o quienes sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores de la sociedad, así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos; sus socios, si se trata de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona vinculada, sea ésta natural o jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente; las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; las personas jurídicas que tengan, respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial o coligada a que se refiere el Título VIII de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta, pueda designar al menos un miembro de la administración de la sociedad o controle un 10% o más del capital o del derecho a voto.



Se entenderá como concesión o autorización de acuicultura nueva para los efectos del artículo 142, aquélla que sea inscrita como resultado de una venta forzada o efectuada de conformidad al Libro IV del Código de Comercio, denominado “De las Quiebras”, con la excepción de lo señalado en el inciso anterior.



En cualquier caso, el adquirente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 71 de esta ley. El procedimiento de ejecución no habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que se trate de un banco y para el solo efecto de enajenar la concesión, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.”.”.

Número 12, texto de la Honorable Cámara de Diputados
Número 19, texto del Honorable Senado



Consignar el siguiente:



“19) En el artículo 84:



a) Intercálase en el inciso primero, a continuación del punto seguido que pasa ser coma, la siguiente oración: “salvo en el caso de concesiones o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, las que pagarán 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.”.



b) Agréganse los siguientes incisos finales, nuevos:



“El titular de la concesión o el que realice actividades de acuicultura a cualquier título que cometa una práctica desleal o antisindical, será sancionado con una multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. También se sancionará con una multa de 50 a 150 unidades tributarias mensuales al contratista o subcontratista que incurra en estas prácticas. Igual multa se aplicará a la empresa que simule la contratación de trabajadores a través de terceros. Las sumas recaudadas por este concepto se distribuirán entre las regiones y comunas en la forma señalada en el inciso segundo de este artículo.



No se renovará la concesión al titular que no se encuentre al día en el pago de la multa a que se refiere el inciso anterior.



Tampoco se renovará la concesión al titular que acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales en tres ciclos productivos continuos. Las infracciones deberán referirse a hechos acaecidos en un mismo centro de cultivo, respecto de trabajadores del concesionario que hayan prestado sus servicios en el referido centro en la época de ocurrencia de la infracción. El régimen laboral aplicable será el contenido en la ley Nº 20.123.



Las multas por prácticas desleales o antisindicales aplicadas al titular de una concesión se contabilizarán respecto de sus sucesivos titulares cuando la transferencia de la concesión se efectúe directa o indirectamente a una persona o empresa relacionada a que se refiere el artículo 81 bis de esta ley.”.”.

Número 18, texto de la Honorable Cámara de Diputados
Número 35, texto del Honorable Senado



Consignar el siguiente:


“35) En el artículo 142:


a) Modifícase la letra e), de la siguiente forma:



i. Incorpórase, en el párrafo primero, la siguiente oración final: “Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos en que la autoridad hubiese dispuesto descanso obligatorio, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.



ii. En el párrafo tercero, reemplázase la frase “por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año” por “una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito”, y agrégase la siguiente oración final: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros, la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.



iii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:



“El acreedor hipotecario podrá solicitar al Servicio el certificado que dé cuenta de la operación del centro de cultivo de conformidad con el reglamento.”.


b) En el inciso primero, agréganse las siguientes letras i), j) k) y l), nuevas:



“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad con el artículo 118 ter.


j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 ter.


k) En el caso de los centros de cultivo que en virtud de esta ley se mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.


l) Haber sido sancionado el titular tres veces en dos años en virtud de lo dispuesto en el artículo 118 ter, letra b, párrafo séptimo o del artículo 137 bis.”.



c) Agrégase el siguiente inciso final:



“El tribunal que haya conocido de una infracción a esta ley y cuya reiteración pueda dar lugar a la configuración de causales de caducidad de conformidad con este artículo, deberá comunicar la sentencia que impone la sanción al acreedor hipotecario inscrito en el Registro de Concesiones de acuicultura que lleva la Subsecretaría de Marina, en el plazo de un mes contado desde la fecha de la resolución respectiva. Dentro del mismo plazo, la Subsecretaría deberá comunicar al acreedor hipotecario las sanciones impuestas de conformidad con el artículo 118 ter.”.”.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath, Girardi, Escalona y Letelier.



Cerrado el debate y sometida a votación la proposición, es aprobada por 23 votos a favor, 6 en contra y una abstención.


Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Frei, García, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.


Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Letelier, Núñez, Ominami y Ruiz-Esquide.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Kuschel.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1992, en el sentido que se indica:



1) Modifícase el artículo 2º, de la siguiente manera:



a) Suprímese el número 10), pasando los numerales 11) a 51) a ser 10) a 50), respectivamente.



b) Reemplázase en el numeral 13), que ha pasado a ser 12), la frase “por tiempo indefinido” por la oración “por el plazo de 25 años renovables.”



c) Suprímese en el numeral 49), que ha pasado a ser 48), la expresión “Vivero o”. 



d) Reemplázase en el numeral 50), que ha pasado a ser 49), la palabra “matanza” por “faenamiento”, las dos veces que aparece.



e) Incorpóranse los siguientes numerales 51), 52), 53), 54), 55), 56) y 57), nuevos:



“51) Acuicultura experimental: actividad de cultivo de recursos hidrobiológicos que tiene por objeto la investigación científica, el desarrollo tecnológico o la docencia. No se comprenden dentro de esta actividad la mantención de recursos hidrobiológicos para su exhibición pública con fines demostrativos o de recreación. 



52) Agrupación de concesiones: conjunto de concesiones de acuicultura que se encuentran dentro de un área apta para el ejercicio de la Acuicultura en un sector que presenta características epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado por grupo de especies hidrobiológicas, así declarado por la Subsecretaría. El Servicio establecerá períodos de descanso coordinado y medidas profilácticas y tratamientos terapéuticos para los centros que cultiven el grupo de especies respectivo, de conformidad con el reglamento del artículo 86. La prestación de servicios a los centros de cultivo respectivos así como la operación de centros de acopio de peces quedará igualmente sometida a las medidas coordinadas.



La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación, el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas o de acuicultura, que habilitan el ejercicio de actividades diversas a las señaladas en el inciso anterior.



Tampoco se afectará con ellas el libre y actual ejercicio de actividades turísticas, así como los derechos reconocidos en la ley Nº 20.249 que crea el espacio costero marino de los pueblos originarios. 



El reglamento determinará la distancia que deberá mantenerse entre las agrupaciones de concesiones y entre éstas y las concesiones de acuicultura.



En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de una agrupación de concesiones, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia los centros de cultivo de dichas agrupaciones. En el mismo plazo el Servicio mediante resolución establecerá los períodos de descanso por agrupación de concesiones.



Los titulares de los centros de cultivo que pertenezcan a una agrupación de concesiones podrán acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales a las establecidas en virtud de los reglamentos de esta ley y de las que dicte el Servicio en ejercicio de sus atribuciones, que sean específicas para la agrupación de concesiones respectiva y que no afecten el medio ambiente o el desarrollo de otras actividades en la zona. El reglamento establecerá las materias en que procederán estas medidas, el procedimiento y el quórum de aprobación de las mismas. Para los efectos de establecer los acuerdos, cada concesión tendrá derecho a un voto. Estos acuerdos se someterán a todas las limitaciones previstas en el presente numeral. Todas las medidas adoptadas serán de carácter público y deberán informarse en el sitio de dominio electrónico del Servicio.



Las medidas acordadas deberán ser comunicadas al Servicio para su aprobación y posterior fiscalización y su incumplimiento se sancionará de conformidad con el artículo 118.



53) Caladero de pesca: área marítima que se caracteriza por configurar el hábitat de los recursos hidrobiológicos, presentar una habitual agregación de los mismos y donde se desarrolla o se ha desarrollado actividad pesquera extractiva de manera recurrente. 



54) Caracterización preliminar de sitio (CPS): informe presentado por los solicitantes o titulares de centros de cultivo que contiene los antecedentes ambientales, topográficos y oceanográficos del área en que se pretende desarrollar o modificar un proyecto de acuicultura para someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, cuyos requisitos los establecerá el reglamento según el grupo de especies hidrobiológicas y el sistema de producción.



55) Centro de investigación en acuicultura: es el lugar e infraestructura donde se mantienen o cultivan recursos hidrobiológicos en forma permanente, en sistemas de circuito semi-cerrado o controlado, con fines de investigación, docencia, experimentación, innovación, difusión, creación o traspaso de tecnología. 



56) Especies ornamentales: organismos hidrobiológicos pertenecientes a diversos grupos taxonómicos que, dadas sus particulares características morfológicas y fisiológicas, son destinados a fines culturales, decorativos o de recreación. 



57) Zonificación del borde costero: proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman el borde costero del litoral, que tiene por objeto definir el territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, los que no serán excluyentes, salvo en los casos que se establezcan incompatibilidades de uso con actividades determinadas en sectores delimitados en la misma zonificación y graficados en planos que identifiquen, entre otros aspectos, los límites de extensión, zonificación general y las condiciones y restricciones para su administración, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional de Uso del Borde Costero establecida en el decreto supremo (M) Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace.”.



2) Intróducense las siguientes enmiendas al artículo 11:



a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “especies hidrobiológicas”, la frase, precedida de una coma, “ovas y gametos”.



b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de los términos “inciso anterior”, la frase “y acerca de la adaptabilidad e impacto ambiental de éstas”.



3) Incorpórase el siguiente párrafo 5°, nuevo, al Título II:

“Párrafo 5

Del Bienestar Animal



Artículo 13 F.- La acuicultura deberá contemplar normas que resguarden el bienestar animal y procedimientos que eviten el sufrimiento innecesario.”.



4) Agréganse, en el párrafo cuarto de la letra d) del artículo 48, las siguientes oraciones: “Asimismo, el proyecto de manejo y explotación podrá comprender la instalación de colectores para la captación de semillas de recursos hidrobiológicos, la que se someterá a lo dispuesto en el reglamento. En estos casos y en el área que se autorice, la destinación deberá comprender la porción de agua para la instalación de las estructuras necesarias para el ejercicio de estas actividades, siempre que ellas se encuentren aprobadas en el proyecto de manejo y explotación.”.



5) En el artículo 67:



a) En el inciso primero, elimínase la expresión “y lagos”, e intercálase, antes de la expresión “por uno o más decretos”, la frase “por grupo o grupos de especies hidrobiológicas,”.



b) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“En las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los ríos a que se refieren los incisos anteriores, sólo podrán otorgarse concesiones de acuicultura para cultivos extensivos de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.”.



c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, por el siguiente:



“Los cultivos que se desarrollen en cursos y cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en una misma heredad o en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, deberán inscribirse en el registro nacional de acuicultura, en forma previa al inicio de sus actividades, debiendo someterse a las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.



d) Reemplázase, en el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, la oración “que constituyen Parques Nacionales, Reservas y Monumentos Nacionales” por “que se encuentren contempladas en la zonificación del borde costero”, y agrégase, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que se establezcan en la forma que defina el reglamento.”.



e) Incorpóranse, en el inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), las siguientes oraciones: “En los casos de solicitudes de concesión de acuicultura en que se determine que no existen bancos naturales de recursos hidrobiológicos en el sector solicitado, la Subsecretaría publicará en su sitio electrónico el informe técnico que así lo establezca, la que será complementada mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente. Dicha publicación se realizará antes de requerir al titular de la solicitud respectiva someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental de conformidad con el reglamento. En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico con antecedentes fundados ante el Subsecretario de Pesca, el que deberá resolver la presentación en el plazo de 10 días.”.



f) Agréganse a continuación del inciso quinto, que ha pasado a ser sexto, los siguientes incisos séptimo y octavo, nuevos, pasando los actuales incisos sexto, séptimo y octavo a ser incisos noveno, décimo y undécimo, respectivamente:



“Los cultivos intensivos o cultivos extensivos de especies hidrobiológicas exóticas, mantendrán una distancia mínima de 1,5 millas náuticas de parques marinos y reservas marinas.



En los casos en que las áreas protegidas terrestres colinden con el mar, la zonificación del borde costero deberá establecer una franja marina mínima de resguardo para excluir el desarrollo de cultivos intensivos o extensivos de especies hidrobiológicas exóticas.”. 



g) Reemplázase, en el inciso sexto, que ha pasado a ser noveno, el guarismo “30” por “60”.



h) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:



“En el caso que en la región respectiva se haya establecido una zonificación del borde costero cuyo decreto supremo de aprobación haya sido publicado en el Diario Oficial, las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura deberán modificarse a fin de compatibilizarse con dicha zonificación. Desde la fecha de publicación del decreto supremo que establezca la zonificación, no podrán otorgarse nuevas concesiones de acuicultura en los sectores que se hayan definido de uso incompatible con dicha actividad. En estos casos, la modificación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura no se someterá al procedimiento señalado en el presente artículo, debiendo ser sólo aprobada por decreto supremo.”.



6) Agréganse, a continuación del artículo 67, los siguientes artículos nuevos:



“Artículo 67 bis. Las concesiones y autorizaciones acuícolas no entregan dominio alguno a su titular sobre las aguas ni el fondo marino ubicado en los sectores abarcados por ellas, y sólo les permitirá realizar aquellas actividades para las cuales les han sido otorgadas, de manera armónica y sustentable con otras que se desarrollen en el área comprendida en la respectiva concesión o autorización, tales como la pesca artesanal y el turismo.



Artículo 67 ter.- Las personas naturales o jurídicas que soliciten realizar, en forma exclusiva, acuicultura experimental en bienes nacionales de uso público y los centros de investigación en acuicultura que se emplacen en tales sectores, se someterán a las disposiciones de las concesiones de acuicultura o de las concesiones marítimas, dependiendo del tipo, magnitud y plazo de ejecución de las actividades comprendidas en el proyecto técnico, de conformidad con lo establecido en el reglamento. Las áreas apropiadas para la acuicultura podrán comprender sectores para el otorgamiento de concesiones de acuicultura cuyo objeto exclusivo sea la realización de actividades de acuicultura experimental. 



Podrá realizarse acuicultura experimental en concesiones otorgadas cuyo objeto no sea la experimentación cuando se cumplan las siguientes condiciones:



a) no se destine a la actividad de experimentación más del 10% del área de la concesión;



b) se mantenga o disminuya la intensidad del sistema de producción autorizado al centro de cultivo;



c) se dé cumplimiento a las exigencias ambientales y sanitarias establecidas para el centro de cultivo y la agrupación de concesiones en su caso;



d) no se utilicen especies hidrobiológicas de primera importación de conformidad con lo establecido en el artículo 12;



e) se someta al sistema de evaluación de impacto ambiental en su caso.



La actividad experimental señalada en el inciso anterior no tendrá una duración superior a cinco años, renovables por una sola vez, previa presentación de resultados de la actividad. 



Artículo 67 quáter.- Los establecimientos que se destinen a la reproducción y mantención de especies ornamentales deberán obtener una concesión de acuicultura para desarrollar su actividad en bienes nacionales de uso público. Si dichos establecimientos se instalan en terrenos privados, deberán inscribirse en el Registro Nacional de Acuicultura, previa acreditación de los requisitos previstos en el reglamento. Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.



En cualquier caso, los establecimientos que operen o mantengan especies ornamentales exóticas sólo podrán desarrollar su actividad en circuitos controlados.



Artículo 67 quinquies.- Las condiciones ambientales y sanitarias a las que deberán someterse la acuicultura experimental, los centros de investigación en acuicultura, la instalación de establecimientos destinados a la reproducción y mantención de especies ornamentales así como la de acreditación del origen de los mismos, el procedimiento de aprobación del proyecto técnico y la distancia con otros centros de cultivo, serán establecidas por reglamento. 



La actividad experimental que se realice en terrenos privados y los centros de investigación que se emplacen en tales sectores requerirán su inscripción previa al inicio de las operaciones en el Registro Nacional de Acuicultura y se someterán a las condiciones ambientales y sanitarias que establezca el reglamento.



La forma y requisitos de entrega de información de la actividad de los establecimientos que operan sobre especies ornamentales en terrenos privados, se establecerá en el reglamento. Se eliminará del registro a quien no informe operaciones por cuatro años consecutivos.”.



7) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 69:



a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del vocablo “objeto”, la palabra “único”.



b) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo: 



“Las concesiones de acuicultura tendrán un plazo de 25 años y se renovarán por igual plazo, a menos que la mitad de los informes ambientales hayan sido negativos o se hayan verificado las causales de caducidad de esta ley.”.



8) En el artículo 69 bis:



a) Agrégase, al final del inciso segundo, después del punto aparte (.), lo siguiente: “Además, se entiende que existe operación cuando el centro debe cumplir con el período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.



b) Intercálase, en el inciso tercero, entre las expresiones “solicitar” y “la ampliación”, la frase “a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso,”.



c) Reemplázase el punto final (.) del inciso tercero por una coma (,), y agrégase, a continuación, la siguiente frase: “como también el plazo que corresponda a un período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.



9) Agréganse, a continuación del artículo 75, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter:



“Artículo 75 bis.- Ninguna persona natural o jurídica ni personas vinculadas a ella, en los términos del inciso décimo primero del artículo 81 bis, podrá solicitar concesiones de acuicultura que representen más del 20% del total de la superficie concesible de una región, entendiendo por tal las áreas apropiadas para la acuicultura descontada la superficie ya otorgada en concesión o destinación, la que haya sido objeto de una declaración oficial para una finalidad distinta de la acuicultura y las distancias entre centros de cultivo exigidas por los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87. 



Artículo 75 ter.- El reglamento establecerá el procedimiento y las condiciones para la instalación de colectores de captación de semillas fuera de las concesiones de acuicultura y de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos. Asimismo, determinará las limitaciones de área que podrán ser establecidas por solicitante en cada sector, conforme a las cuales se asegurará un adecuado aprovechamiento de los sectores disponibles.”. 



10) Introdúcense los siguientes incisos al artículo 76:



“Se declarará un área apropiada para el ejercicio de la acuicultura como actualmente no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de acuicultura, sea totalmente o por tipo de actividad, en los casos en que la Subsecretaría determine que con el número de concesiones o autorizaciones otorgadas y solicitudes presentadas a la fecha en el área respectiva, no quedan espacios disponibles.



La declaración deberá efectuarse, previo informe técnico, por resolución de la Subsecretaría, la cual será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional, y afectará un área debidamente delimitada conforme la cartografía en que se encuentre establecida la respectiva área apropiada para el ejercicio de la acuicultura.



La declaración afectará a todas las solicitudes que a esa fecha, no hubieren sido acogidas a tramitación por el Servicio Nacional de Pesca, las que no deberán ser consideradas en el informe técnico para efectos de la declaración de no disponibilidad.



La declaración de no disponibilidad será dejada sin efecto en los casos en que, como resultado del término de trámite de las solicitudes que la determinaron o de la caducidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas en la respectiva área, se constate que quedan espacios disponibles de ser otorgados en concesión o autorización de acuicultura. En dicho evento se dictará una resolución que así lo disponga, la que será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. 



Sólo se recibirán nuevas solicitudes de acuicultura para el sector cuya no disponibilidad fue levantada conforme a lo señalado en el inciso anterior, transcurridos 10 días hábiles contados desde la fecha de la última publicación.”.



11) Incorpóranse las siguientes enmiendas al artículo 78: 



a) Agrégase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Asimismo, deberá verificarse si la solicitud cumple con los requisitos de distancia con concesiones de acuicultura o solicitudes en trámite establecidos en los reglamentos.



b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue a la expresión “trámite”, la oración “o la solicitud no cumple con los requisitos de distancia con concesiones otorgadas o con tres solicitudes previas en trámite en el sector,”.



12) Intercálase, en el artículo 79, entre la palabra “artículos” y el guarismo “87”, el número “86”, seguido de una coma (,).



13) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 80:



“En el plazo de un mes, contado desde la entrega material, la Autoridad Marítima deberá informar esta circunstancia a la Subsecretaría de Marina, la que deberá inscribir la concesión en el Registro de Concesiones de Acuicultura.”.



14) En el artículo 80 bis:



a) Elimínase, en la letra a) del inciso primero, la oración “Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.”.



b) Sustitúyese el inciso segundo, por los siguientes:



“Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar la operación de la concesión o autorización durante un año, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento; o acreditar la calidad de acuicultor habitual. 



Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de concesiones de acuicultura integrantes de una agrupación de concesiones. Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización. 



Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual.”.



15) En el artículo 80 ter:



a) Elimínase, en el inciso primero, la oración “previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,”.



b) Agrégase el siguiente inciso final: 



“Sin perjuicio de lo anterior, podrá cambiarse el régimen a que se encuentra sometida la concesión o autorización de acuicultura, efectuando la consignación a que se refiere el artículo 77.”.



16) Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:



“Artículo 81.- Las transferencias, arriendos y todo acto que implique la cesión de derechos de las concesiones o autorizaciones de acuicultura, cualquiera sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, previa verificación de la solicitud que contenga el certificado de operación emitido por el Servicio que dé cuenta que no se ha incurrido en la causal de caducidad del artículo 142, letra e), de la escritura pública o del instrumento en que conste el acto respectivo, en su caso, y del certificado de vigencia de las partes contratantes, si correspondiere, debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura. 



Los documentos señalados deberán haber sido emitidos dentro de los 30 días corridos previos a la fecha de presentación de la solicitud. 



Sólo se inscribirán las transferencias que den cumplimiento al régimen a que se encuentra sometida la concesión señalado en los artículos 80 bis u 80 ter. En el evento que no se cumpla con dichos requisitos, se devolverán los antecedentes al peticionario.



Transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha del ingreso de la solicitud de inscripción, sin que ésta se haya efectuado, se entenderá ella aceptada de conformidad con el artículo 64 de la ley N° 19.880.



Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones y autorizaciones de acuicultura no serán oponibles a terceros, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. Al acreedor hipotecario no le serán oponibles dichos actos, salvo los contratos de arrendamiento y los derechos reales que hayan sido inscritos en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura con fecha anterior a la de inscripción de la hipoteca en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.



El adquirente, arrendatario o mero tenedor deberá dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 71, de lo que deberá dejarse constancia en la escritura pública o el instrumento que corresponda.



Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán requerir a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, la inscripción de los demás actos o contratos que tengan por objeto la concesión o autorización de acuicultura.



Los días 1 y 15 de cada mes o el día siguiente hábil si aquéllos no lo fueran, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso, comunicarán al Servicio las inscripciones que hayan realizado en los quince días corridos previos.



Las obligaciones e infracciones de que trata esta ley y sus reglamentos serán de cargo del titular o de quien tenga un derecho sobre la concesión que habilite el ejercicio de la actividad de acuicultura en ella. En ambos casos se estará a la inscripción en el Registro de Concesiones vigente a la fecha de hacerse exigible la obligación o de la comisión de la infracción, según corresponda.”.



17) Agrégase el siguiente artículo 81 bis:



“Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión o autorización. La hipoteca se someterá a las disposiciones contenidas en el Título XXXVIII del Libro IV del Código Civil, denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta ley. La hipoteca se extenderá sobre los derechos de uso y goce que otorga la concesión, de conformidad con lo establecido en el artículo 67 bis.



No se aplicarán las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, entre la fecha de la resolución que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización del nuevo titular que se la haya adjudicado en venta forzada. La misma  norma se aplicará en los casos de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo del titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada o del deudor del crédito garantizado con la hipoteca de la misma.



El beneficio de que trata el inciso anterior no podrá exceder de tres años. La aplicación de causales de caducidad comenzará nuevamente a regir desde la fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación de la concesión o autorización, según cual sea el evento primero en ocurrir.



En caso que se hubiese convenido que la concesión o autorización hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo, y su infracción dará derecho al acreedor para exigir su inmediata realización, considerándose la obligación caucionada como de plazo vencido.



Si vencido el plazo de no aplicación de las causales de caducidad, se encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones.



El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio.



Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:



1) Pago de la deuda.



2) Prescripción.



3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la existencia de la obligación hipotecaria, y para que sea admitida a tramitación deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano.



En estos casos, la oposición se tramitará como incidente. La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada podrá decretar, a petición de parte, la suspensión del cumplimiento de la sentencia del de primera instancia mientras se encuentre pendiente la apelación, si existieren razones fundadas para ello, lo que resolverá en cuenta.



Desechada la oposición formulada, se procederá al remate de la concesión o autorización hipotecada.



El cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley y sus reglamentos seguirán siendo de cargo del titular o del ejecutante, según corresponda, mientras no se adjudique la concesión o autorización a un tercero.



La no aplicación de las causales de caducidad antes señaladas no regirá en los casos en que el ejecutante o el adquirente, en venta forzada, sea la misma persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura o personas vinculadas a ella. Se entenderá por personas vinculadas, las personas naturales que tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive o quienes sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores de la sociedad, así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos; sus socios, si se trata de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona vinculada, sea ésta natural o jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente; las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; las personas jurídicas que tengan, respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial o coligada a que se refiere el Título VIII de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta, pueda designar al menos un miembro de la administración de la sociedad o controle un 10% o más del capital o del derecho a voto.



Se entenderá como concesión o autorización de acuicultura nueva para los efectos del artículo 142, aquélla que sea inscrita como resultado de una venta forzada o efectuada de conformidad al Libro IV del Código de Comercio, denominado “De las Quiebras”, con la excepción de lo señalado en el inciso anterior.



En cualquier caso, el adquirente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 71 de esta ley. El procedimiento de ejecución no habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que se trate de un banco y para el solo efecto de enajenar la concesión, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.”.


18) Agrégase el siguiente artículo 81 ter:



“Artículo 81 ter.- La inscripción de la hipoteca contendrá:



a) El nombre, apellido y domicilio del acreedor y su profesión, si tuviere alguna; y las mismas designaciones respecto del deudor y de los apoderados o representantes legales del uno o del otro, que requieran la inscripción. 



Las personas jurídicas serán denominadas por su nombre legal y por el lugar de su establecimiento; y se extenderá a sus personeros lo que se dice de los apoderados o representantes legales en el inciso anterior;



b) La fecha y naturaleza del contrato a que accede la hipoteca, y el archivo en que se encuentra.



Si la hipoteca se ha constituido por acto separado, se expresará también la fecha de este acto, y el archivo en que se encuentra;



c) La ubicación del centro de cultivo, indicando sector, comuna, provincia y región;



d) La superficie del centro de cultivo y coordenadas geográficas que lo delimitan y las especies o grupo de especies objeto del cultivo;



e) El número de la resolución que otorgó la concesión o autorización, fecha y autoridad de la que emana y fecha de su publicación en el Diario Oficial;



f) La suma determinada a que se extiende la hipoteca en el caso de haberse limitado a determinada cantidad, y



g) La fecha de la inscripción y la firma del Conservador.”.



19) En el artículo 84:



a) Intercálase en el inciso primero, a continuación del punto seguido que pasa ser coma, la siguiente oración: “salvo en el caso de concesiones o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, las que pagarán 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.”.



b) Agréganse los siguientes incisos finales, nuevos:



“El titular de la concesión o el que realice actividades de acuicultura a cualquier título que cometa una práctica desleal o antisindical, será sancionado con una multa de cincuenta a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. También se sancionará con una multa de 50 a 150 unidades tributarias mensuales al contratista o subcontratista que incurra en estas prácticas. Igual multa se aplicará a la empresa que simule la contratación de trabajadores a través de terceros. Las sumas recaudadas por este concepto se distribuirán entre las regiones y comunas en la forma señalada en el inciso segundo de este artículo.



No se renovará la concesión al titular que no se encuentre al día en el pago de la multa a que se refiere el inciso anterior.



Tampoco se renovará la concesión al titular que acumule tres sanciones judicialmente ejecutoriadas por prácticas desleales o antisindicales en tres ciclos productivos continuos. Las infracciones deberán referirse a hechos acaecidos en un mismo centro de cultivo, respecto de trabajadores del concesionario que hayan prestado sus servicios en el referido centro en la época de ocurrencia de la infracción. El régimen laboral aplicable será el contenido en la ley Nº 20.123.



Las multas por prácticas desleales o antisindicales aplicadas al titular de una concesión se contabilizarán respecto de sus sucesivos titulares cuando la transferencia de la concesión se efectúe directa o indirectamente a una persona o empresa relacionada a que se refiere el artículo 81 bis de esta ley.”.


20) Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 86, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final:



“Dichas medidas podrán incluir la eliminación de las especies hidrobiológicas en cultivo, el establecimiento de condiciones sanitarias para las actividades de acuicultura, así como para el transporte, lavado, procesamiento, desinfección y demás actividades relacionadas con el cultivo de especies hidrobiológicas y la sujeción a la vigilancia y control de la autoridad de la aplicación de antimicrobianos y otros productos destinados al control de patologías y plagas. El reglamento establecerá las condiciones y el procedimiento para el establecimiento de las agrupaciones de concesiones, las condiciones que deberán cumplir las pisciculturas y los centros de cultivo en agua dulce, los informes que deberán ser entregados periódicamente por los titulares de los centros de cultivo cuyo contenido deberá referirse como mínimo al uso de antimicrobianos, vacunas, químicos y tratamiento de desechos. Prohíbese la aplicación de antimicrobianos en forma preventiva la acuicultura y todo uso perjudicial para la salud humana. 



Los procedimientos específicos y las metodologías de aplicación de las medidas antes señaladas serán establecidos mediante programas generales y específicos dictados por resolución del Servicio.”.



21) Incorpórase el siguiente artículo 86 bis:



“Artículo 86 bis.- La Subsecretaría deberá establecer, por resolución, densidades de cultivo por especie o grupo de especies para las agrupaciones de concesiones que se hubieren fijado, de conformidad con el siguiente procedimiento.



La Subsecretaría formulará una propuesta preliminar de densidad de cultivo mediante informe técnico, económico y ambiental que será remitido en consulta al Servicio y al Instituto de Fomento Pesquero. Emitido el pronunciamiento de ambas instituciones y analizadas e incorporadas, en lo que corresponda, las observaciones formuladas, se remitirá en consulta la propuesta a los titulares de las concesiones de acuicultura que se encuentren dentro de cada una de las agrupaciones de concesiones. Dichos titulares tendrán el plazo de un mes para remitir sus observaciones aportando los antecedentes que las funden.



Vencido el plazo antes señalado, la Subsecretaría fijará, por resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial, la densidad de cultivo para cada una de las agrupaciones de concesiones.



Dentro del plazo de 10 días, contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, se podrá reclamar la densidad fijada ante el ministro, acompañando los antecedentes en que se funde el reclamo. El Ministro se pronunciará en el plazo de 10 días hábiles. 



Al término de la etapa de engorda del ciclo productivo, será revisada la densidad de cultivo, a petición de cualquiera de los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes de la agrupación de concesiones respectiva, atendiendo a los antecedentes que den cuenta de su condición sanitaria.



Se considerará densidad de cultivo la biomasa de peces existente por área utilizada con estructuras de cultivo, al término de la etapa de engorda del ciclo productivo. Para dar cumplimiento a las exigencias de densidad en el caso de los peces, se establecerá el número de ejemplares máximo a ingresar a las estructuras al inicio de la etapa de engorda del ciclo productivo considerando a lo menos la profundidad útil de las estructuras, la mortalidad esperada y el peso promedio de los ejemplares a la cosecha. El reglamento, previo informe técnico de la Subsecretaría, establecerá la fórmula de cálculo. En los demás casos se estará a lo dispuesto en el reglamento.”.



22) Incorpórase el siguiente artículo 86 ter, nuevo:



“Artículo 86 ter.- En los casos en que el Servicio haya determinado una condición sanitaria de riesgo entre zonas o agrupaciones de concesiones, no se autorizará el tránsito de embarcaciones que presten servicios a los centros de cultivo desde zonas o agrupaciones de concesiones que presenten una condición sanitaria de mayor riesgo a otra de menor riesgo, salvo que estas embarcaciones sean desinfectadas en estaciones de desinfección autorizadas por el Servicio. Estas estaciones deberán cumplir los protocolos de desinfección establecidos en el reglamento. 



Las estaciones de desinfección se ubicarán en los sectores que determine el Servicio atendiendo a condiciones de bioseguridad y la obtención de las concesiones marítimas o permisos que se requieran para estos efectos se someterán a las disposiciones del decreto con fuerza de ley, Nº 340, de 1960, sobre concesiones marítimas o la normativa que la reemplace.



Para los efectos de la fiscalización de la prohibición de tránsito o del sometimiento a protocolos de desinfección de conformidad con este artículo, se exigirá a las embarcaciones antes señaladas el uso del sistema de posicionamiento automático a que se refiere el artículo 122 letra l).



El armador cuya embarcación no de cumplimiento a las disposiciones de este artículo será sancionado con la prohibición de zarpe de la nave por el plazo de tres meses. Estas infracciones no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Las sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministerio en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles. Resuelto el recurso de reclamación o vencido el plazo para interponerlo, la Subsecretaría comunicará a la Autoridad Marítima la resolución que impone la sanción para que haga efectiva la prohibición de zarpe a partir de la fecha de dicha comunicación.



En caso de reiteración de la infracción por una misma nave, el plazo de duración de la prohibición de zarpe se duplicará.



La prohibición de zarpe que dispone el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la facultad de la Autoridad Marítima para autorizar el zarpe en casos de peligro de la vida humana en el mar, para la seguridad de la embarcación, o para reparaciones o mantención de la misma.



Los titulares de las estaciones de desinfección autorizadas que no cumplan los protocolos establecidos, serán sancionados con la suspensión de actividades por un período de tres meses. En caso de reiteración de la infracción en una misma estación de desinfección, el plazo de suspensión se duplicará.



Estas infracciones se someterán al procedimiento previsto en este artículo.”.



23) Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 87:



a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación de la palabra “capacidades”, la expresión “de carga”, y agrégase, antes del punto aparte, que pasa a ser coma (,), el siguiente texto: “que asegure la vida acuática y la prevención del surgimiento de condiciones anaeróbicas en las áreas de impacto de la acuicultura. Asimismo, deberán contemplarse, entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de ejemplares exóticos en cultivo, las que incluirán las referidas a la seguridad de las estructuras de cultivo atendidas las características geográficas y oceanográficas del sector, las obligaciones de reporte de estos eventos y las acciones de mitigación, las que serán de costo del titular del centro de cultivo.”.



b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Los solicitantes de concesiones de acuicultura deberán presentar una caracterización preliminar del sitio como requisito para la evaluación ambiental de la solicitud respectiva y las condiciones aeróbicas de las concesiones de acuicultura se verificarán mediante la elaboración de informes ambientales periódicos sobre la condición aeróbica de los centros de cultivo.”.



24) Introdúcense los siguientes artículos 87 ter y 87 quáter:



“Artículo 87 ter.- A fin de tener un control en línea de los parámetros ambientales de las agrupaciones de concesiones acuícolas, deberán éstas disponer de una tecnología que registre y transmita al menos indicadores de conductividad, salinidad, temperatura, profundidad, corrientes, densidad, fluorescencia y turbidez, según lo establezca el reglamento.



Artículo 87 quáter.- Los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria, así como las certificaciones que se requieran por los reglamentos establecidos en los artículos 12, 86, 87, 87 bis y 90 bis deberán ser elaborados por las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122 letra k).”.



25) Modifícase el artículo 90 bis en la siguiente forma:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Los viveros y los centros de matanza” por “Los centros de acopio y centros de faenamiento”.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:


“Se autorizará la operación de centros de acopio de peces en los casos en que se utilice una tecnología o procedimiento que asegure que no se produce la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino e implementar un mecanismo bioseguro de descarga a las plantas de procesamiento, de conformidad con las condiciones establecidas en el reglamento.”.



26) Modifícase el artículo 90 ter de la siguiente manera:



a) Sustitúyense, en el inciso primero, las frases “viveros o centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”, y “de centros de matanza” por “de centros de faenamiento”, respectivamente.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “viveros y centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.



c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la palabra “matanza” por “faenamiento”.



d) Reemplázase, en el inciso cuarto, la frase “viveros y centros de matanza” por “centros de acopio o centros de faenamiento”.



27) Intercálase el siguiente artículo 90 quáter, nuevo:



“Artículo 90 quáter.- Sin perjuicio de las normas sobre acceso a la información pública, el Servicio deberá mantener en su sitio de dominio electrónico la información actualizada sobre las siguientes materias:



a) Solicitudes de concesión de acuicultura ingresadas a trámite señalando su número de ingreso, ubicación, superficie y grupo de especies hidrobiológicas incorporadas en el proyecto técnico;



b) Informes sobre situación sanitaria y uso de antimicrobianos por cantidad y tipo de las agrupaciones de concesiones e informes sobre el programa nacional de vigilancia de enfermedades de alto riesgo, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86;



La información será actualizada semestralmente. 



c) Resultados de los informes ambientales de los centros de cultivo; 



d) Zonificación sanitaria que se realice de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, indicando las zonas libres, infectadas y de vigilancia;



e) Centros de cultivo con suspensión de operaciones por incumplimiento de las condiciones ambientales dispuestas en el reglamento; y



f) La identificación de las embarcaciones sancionadas de conformidad con el artículo 86 ter.”.



28) Incorpórase, en el inciso primero del artículo 118, a continuación de la expresión “en ellos”, la frase “o en los programas sanitarios dictados por resolución del Servicio de conformidad con dichos reglamentos”.



29) Introdúcense los siguientes artículos 118 ter y 118 quáter, nuevos:



“Artículo 118 ter.- Serán sancionados los titulares de las concesiones y autorizaciones de acuicultura que incurran en las siguientes infracciones:



a) En el caso de los cultivos de peces, sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento o, en el caso de los demás cultivos, no suspender el ingreso de ejemplares al centro de cultivo desde la fecha de comunicación de la evaluación negativa de la información ambiental efectuada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento. 



b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los centros de cultivo o la coordinación de las mismas en las agrupaciones de concesiones, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos.



En los casos antes señalados, el titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la infracción será sancionado con multa entre 2.000 y 3.000 unidades tributarias mensuales.



Si en el plazo de cuatro años contados desde la primera infracción, se configura una segunda infracción de las antes señaladas en el mismo centro, se sancionará al titular de la concesión con la suspensión de operaciones del centro respectivo por el plazo de tres años. Se caducará la concesión o autorización respectiva, al titular de la misma que no dé cumplimiento a la suspensión de operaciones antes indicada.



La suspensión se hará efectiva a partir de la fecha de notificación de la resolución de la Subsecretaría que la impone. No obstante, en los casos en que existan ejemplares en cultivo a dicha fecha, la suspensión será aplicada a partir de la cosecha de éstos, quedando prohibido el nuevo ingreso de ejemplares.



El plazo de suspensión de operaciones dispuesto en virtud de este artículo no se computará para los efectos de tipificar la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Se declarará la caducidad de la concesión de acuicultura, si se configura una tercera infracción de las señaladas precedentemente, en el plazo de tres años contados desde el cumplimiento de la segunda suspensión respecto de este centro de cultivo.



En el evento de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos exóticos en cultivos extensivos y constatado el incumplimiento de la adopción de medidas de seguridad de los módulos de cultivo y fondeo o la mantención de las mismas en los casos que corresponda conforme al reglamento, el titular del centro de cultivo será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias mensuales.



El titular del centro de cultivo en que se constate el uso de fármacos o de sustancias químicas prohibidas para la acuicultura, será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reiterarse la infracción dentro del plazo de dos años, la multa se duplicará.



Las infracciones de este artículo no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Tales sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministro en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles.



Artículo 118 quáter.- Sin perjuicio de lo señalado en el inciso séptimo del artículo anterior, en caso de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos  hidrobiológicos exóticos en sistemas extensivos, se presumirá que existe daño ambiental de conformidad con la Ley Nº 19.300 si el titular del centro no recaptura como mínimo el 10% de los ejemplares en el plazo de 30 días contados desde el evento, prorrogables por una vez en los mismos términos.”.



30) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 122:



a) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:



“a) Inspeccionar y registrar inmuebles, establecimientos, centros de cultivo, centros de acopio, centros de faenamiento, recintos, naves, aeronaves, trenes, vehículos, contenedores, cajas, embalajes o envases o elementos que hayan servido para cometer las infracciones, tales como artes y aparejos de pesca donde se produzcan, cultiven, elaboren, procesen, almacenen, distribuyan y comercialicen especies hidrobiológicas y sus productos derivados. 



En el evento de oposición al registro o inspección, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública, la que contará con la facultad de descerrajar, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.”.



b) Intercálase en la letra b), entre las expresiones “calidad sanitaria” y “de los productos”, la frase “de los materiales de importación usados destinados a las actividades de pesca o acuicultura, y”, y agrégase, a continuación de la voz “exportación”, un punto y coma (“;”).



c) Agréganse las siguientes letras j), k) y l).



“j) Registrar plantas de elaboración de productos alimenticios destinados a las especies hidrobiológicas y requerir, bajo declaración jurada, informes de producción, declaraciones de stock de productos elaborados y destino de los mismos.



k) Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria así como las certificaciones de que trata esta ley o los reglamentos dictados conforme a ella. El reglamento establecerá los requisitos técnicos y financieros que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones, las normas relativas al cumplimiento de éstas y las garantías que deberán rendir para su correspondiente inscripción. Los inscritos en el registro tendrán la obligación de remitir al Servicio copia fidedigna de los instrumentos elaborados dentro del plazo de cinco días, contado desde su emisión.



El Servicio suspenderá del registro, hasta por un plazo de cinco años, a quienes pierdan uno o más de los requisitos establecidos para la inscripción. Asimismo, el Servicio suspenderá del registro, en los mismos términos antes señalados, a quienes incumplan con las obligaciones legales y reglamentarias, en los casos que el reglamento establezca. 



Se eliminará del registro a quienes elaboren los instrumentos sin someterse a los procedimientos y metodologías establecidas al efecto por la normativa vigente o entreguen información falsa en ellos.



La suspensión o eliminación del registro afectará a la persona jurídica y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán inscribirse por el mismo plazo de la eliminación, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que formen parte.



La inscripción en el registro tendrá una vigencia de tres años y podrá ser renovada a petición de los interesados.



l) Exigir el uso de un sistema de posicionamiento automático a las embarcaciones que prestan servicios de cualquier naturaleza a los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones, de conformidad con las disposiciones del Título V de esta ley.”.



31) Incorpórase el siguiente artículo 122 bis, nuevo:



“Artículo 122 bis.- El Servicio deberá elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo, a cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley. El Servicio podrá encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122, letra k).



Las tasas que deban pagar los titulares de centros de cultivo por la elaboración de la información ambiental serán fijadas por decreto del Ministerio. Los titulares deberán entregar al Servicio, previo a la elaboración de la información ambiental, en la oportunidad fijada en el reglamento, el comprobante de pago de la tasa correspondiente ante la Tesorería General de la República.



Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este artículo se presumirán válidos salvo que los afectados acrediten por cualquier vía que los mismos son erróneos, falsos, infundados o que en su elaboración se han cometido omisiones.”.



32) Modifícase el artículo 125, en el siguiente sentido:



a) Suprímese en el párrafo tercero del número 1, la oración final.



b) Agrégase el siguiente número 18, nuevo:



“18) En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, salvo el abandono del procedimiento, el desistimiento de la demanda y lo que resulte contrario a la naturaleza contravencional de este procedimiento.”.



33) Incorpórase el siguiente artículo 132 bis, nuevo:



“Artículo 132 bis.- Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este Título prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.



Las sanciones que se impongan, prescribirán en el plazo de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.”.



34) Incorpórase el siguiente artículo 137 bis, nuevo:



“Artículo 137 bis.- El que liberare especies hidrobiológicas exóticas desde centros de cultivo al ambiente sin obtener la autorización previa a que se refiere el reglamento del artículo 87, será sancionado con multa de 100 a 3000 unidades tributarias mensuales y con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.”.



35) En el artículo 142:



a) Modifícase la letra e), de la siguiente forma:



i. Incorpórase, en el párrafo primero, la siguiente oración final: “Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos en que la autoridad hubiese dispuesto descanso obligatorio, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.



ii. En el párrafo tercero, reemplázase la frase “por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año” por “una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito”, y agrégase la siguiente oración final: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros, la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.



iii. Agrégase el siguiente párrafo final, nuevo:



“El acreedor hipotecario podrá solicitar al Servicio el certificado que dé cuenta de la operación del centro de cultivo de conformidad con el reglamento.”.



b) En el inciso primero, agréganse las siguientes letras i), j) k) y l), nuevas:



“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad con el artículo 118 ter.



j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 ter.



k) En el caso de los centros de cultivo que en virtud de esta ley se mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.



l) Haber sido sancionado el titular tres veces en dos años en virtud de lo dispuesto en el artículo 118 ter, letra b, párrafo séptimo o del artículo 137 bis.”.



c) Agrégase el siguiente inciso final:



“El tribunal que haya conocido de una infracción a esta ley y cuya reiteración pueda dar lugar a la configuración de causales de caducidad de conformidad con este artículo, deberá comunicar la sentencia que impone la sanción al acreedor hipotecario inscrito en el Registro de Concesiones de acuicultura que lleva la Subsecretaría de Marina, en el plazo de un mes contado desde la fecha de la resolución respectiva. Dentro del mismo plazo, la Subsecretaría deberá comunicar al acreedor hipotecario las sanciones impuestas de conformidad con el artículo 118 ter.”.


Artículo 2°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley, suspéndese en las Regiones Décima de Los Lagos, y Undécima de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de nuevas concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces, salvo las solicitudes que, a dicha fecha, cuenten con proyecto técnico aprobado por la Subsecretaría de Pesca. La suspensión señalada estará referida a las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley.



En las regiones antes señaladas, sólo se tramitarán las solicitudes de ampliación de área presentadas al 31 de enero de 2009 y los cambios de proyectos técnicos. Además, se permitirá la relocalización de las concesiones de conformidad con el artículo 5° de esta ley.



Las solicitudes de concesiones de acuicultura para peces presentadas en la Décima Región de Los Lagos, que no se encuentren en los casos previstos en los incisos anteriores, deberán ser denegadas.



La Subsecretaría de Pesca deberá determinar, previo informe de la Autoridad Marítima, los sectores que encontrándose dentro de áreas apropiadas para la acuicultura en las Regiones Décima de Los Lagos, y Undécima de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, sean canalizos de acceso a caletas de pesca artesanal, atracaderos y áreas de seguridad de embarcaciones menores. Una vez delimitados dichos sectores deberá desafectarse las áreas apropiadas para la acuicultura en ellos, con el sólo mérito de lo informado por la Autoridad Marítima.



Vencido el plazo de dos años, contado desde la fecha de publicación de esta ley, se reiniciará en la Undécima Región de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de las mismas.



Vencido el plazo de cinco años desde la fecha de la publicación de esta ley, en la Décima Región de Los Lagos sólo se otorgarán nuevas concesiones de acuicultura de peces en las áreas apropiadas para la acuicultura vigentes a la fecha de publicación de esta ley, en el evento que existan nuevos espacios disponibles originados por la renuncia o declaración de caducidad de concesiones actualmente vigentes. Los espacios disponibles serán determinados por la Subsecretaría de Pesca previo informe técnico. Las nuevas concesiones se otorgarán de conformidad con las disposiciones de la presente ley y de los reglamentos vigentes a la fecha de otorgamiento.



Artículo 3°.- Se considerarán agrupaciones de concesiones en las Regiones Décima de Los Lagos, y Undécima de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, aquéllas en que el Servicio Nacional de Pesca haya establecido medidas coordinadas a la fecha de publicación de esta ley, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



La modificación o eliminación de estas agrupaciones se someterá al procedimiento previsto en los  artículos 2°, N° 52, y 86 de la referida ley.



En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de las agrupaciones de concesiones establecidas a esa fecha.



Artículo 4°.- Suspéndese el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones de acuicultura y el otorgamiento de la misma clase de concesiones en la Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena mientras no se modifiquen las áreas apropiadas para la acuicultura, estableciéndolas por grupos de especies hidrobiológicas, de conformidad con los incisos siguientes. 



En el plazo máximo de doce meses, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, el Gobierno Regional de la Duodécima Región de Magallanes y la Antártica Chilena deberá remitir a la Subsecretaría de Pesca las propuestas de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en las comunas de Timaukel, Porvenir, Punta Arenas, Cabo de Hornos, Río Verde, Natales, Primavera y San Gregorio. 



Dichas propuestas podrán ser entregadas por comunas o grupo de comunas conforme el avance del proceso de zonificación del borde costero.



Recibida la propuesta por comuna o grupo de comunas, la Subsecretaría de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, contándose con un plazo de 15 días hábiles para formular opiniones y 15 días hábiles para responderlas y emitir el informe técnico respecto de las áreas propuestas para la comuna de que se trate. Dicho informe se remitirá al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, para que en el plazo de 10 días hábiles emita el decreto respectivo para la comuna correspondiente. 



Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para la acuicultura, la Subsecretaría fijará los sectores en que deberán declararse agrupaciones de concesiones  para la comuna o grupo de comunas conforme a las cuales se reanudará el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de concesiones de acuicultura.



En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de agrupaciones de concesiones a que se refiere el inciso anterior, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de dichas agrupaciones.



Vencido el plazo máximo señalado para que el Gobierno Regional proponga modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los términos antes señalados, quedará sin efecto la suspensión del ingreso de nuevas solicitudes y el otorgamiento de concesiones.



Artículo 5°.- Los centros de cultivo de peces en las Regiones Décima de Los Lagos, y Undécima de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo, podrán relocalizarse, en la misma región, dentro de una agrupación de concesiones fijada por la Subsecretaría o el Servicio, según corresponda, o cambiarse a otra, cumpliendo con los siguientes requisitos:



a) Mantener el grupo de especies hidrobiológicas y área de la concesión autorizada;



b) Presentar una renuncia a la concesión de que es titular. En caso de no otorgarse la concesión de reemplazo la renuncia quedará sin efecto.



c) La solicitud de concesión de reemplazo deberá ubicarse dentro de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura, dar cumplimiento a la zonificación del borde costero que establece esta ley y someterse a los requisitos establecidos en el artículo 79 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Toda relocalización de concesiones deberá someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental. 



La concesión de reemplazo quedará sometida al mismo régimen que la concesión original. Por el solo ministerio de la ley, la hipoteca que grave una concesión se extenderá a aquélla que la reemplace de conformidad a lo previsto en el presente artículo, conservando la fecha de constitución de la hipoteca sobre la concesión original.



El titular de dos o más concesiones de acuicultura podrá fusionarlas, sometiéndose a las condiciones antes señaladas. Asimismo, podrá dividir una concesión para fusionar una o más de sus fracciones a otras concesiones de su misma titularidad. En el caso de concesiones de acuicultura ubicadas en el Fiordo de Aisén o en la comuna de Chaitén de la Décima Región de Los Lagos, cada una de las fracciones que resulten de una división podrá ser objeto de relocalización. En estos casos, se requerirá la autorización del acreedor hipotecario, si corresponde. 



Para efectuar la relocalización y las fusiones, el reglamento podrá fijar una distancia inferior a la establecida en virtud del artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, entre los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.



Los titulares de concesiones de acuicultura ubicadas en sectores declarados de uso incompatible con la acuicultura, gozarán de preferencia para solicitar la relocalización de dichas concesiones en el plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley o del decreto supremo que establezca la zonificación, según corresponda.



Asimismo, tendrá preferencia en la relocalización la solicitud cuyo objeto sea reemplazar una concesión cuyo titular haya tenido una producción de salmón del pacífico o trucha arcoiris que represente a lo menos el 50% de su producción total, en los dos años anteriores a la fecha de la solicitud de relocalización. 



En los casos en que exista sobreposición entre solicitudes de relocalización y exista una zonificación del borde costero aprobada por decreto supremo, se dará preferencia a aquella solicitud que implique la renuncia a una concesión de acuicultura ubicada en un sector definido de uso incompatible con la acuicultura y la relocalización en un sector definido de uso compatible con dicha actividad. En los demás casos, se estará al procedimiento general.



Artículo 6°.- Para los efectos de los artículos 2°, 3°, 4° y 5° de esta ley se entenderá por agrupaciones de concesiones aquéllas definidas de conformidad con el número 52), del artículo 2°, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Artículo 7º.- Créase, en el Servicio Nacional de Pesca, la Subdirección Nacional de Acuicultura, a cargo de un Subdirector, cuya función será planificar y coordinar, a nivel nacional, regional y local, la fiscalización y otras funciones en materia de acuicultura en el ámbito del Servicio. A tales efectos, se deberá establecer por decreto con fuerza de ley la reestructuración orgánica de los departamentos del Servicio y sus funciones a nivel nacional, regional y local.



Artículo 8º.- Sustitúyese la letra b) del artículo 27 del decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, por la siguiente: “b) Subdirector Nacional y Subdirector Nacional de Acuicultura;”.


Artículo 9º.- Créase, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 1983, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal, grado 5º EUS, que para el solo efecto del artículo 7° de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.


El cargo de Director Zonal que se crea será destinado al ejercicio de funciones en la Undécima Región.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo 1º.- El aumento del monto de la patente por concepto de concesiones o autorizaciones de acuicultura, cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, consagrado en el artículo 84 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, entrará en vigencia de acuerdo al siguiente calendario:



a) En el año 2010: 4 UTM por hectárea.



b) En el año 2011: 6 UTM por hectárea.



c) En el año 2012: 8 UTM por hectárea.



d) A partir del año 2013: 10 UTM por hectárea.



Durante los años 2010 a 2015, los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura de peces exóticos que hayan utilizado, en el año calendario anterior, la franquicia tributaria para capacitación de sus trabajadores hasta por el 90% del total del 1%, a que se refiere el artículo 36 de la ley N° 19.518, tendrán derecho a un descuento en el cargo por concepto de pago de la patente única de acuicultura para el año respectivo, equivalente a un 33% de la diferencia resultante entre el valor de la patente que se deba pagar, de conformidad con el inciso anterior, y el valor de la patente vigente al  1 de enero del año 2009, multiplicada por el número de hectáreas por el cual el titular del centro de cultivo pagó la patente el año calendario anterior. En el caso que el descuento sea superior al cargo que corresponda pagar por concepto de patente el año respectivo, el saldo expresado en UTM se imputará al pago de la patente del año o años siguientes, según corresponda.



Artículo 2°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la operación de centros de acopio de peces y la renovación de las concesiones marítimas de playa de mar, de porción de agua o fondo de mar otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos.



Mientras no se dicte el reglamento a que se refiere el inciso segundo del artículo 90 bis de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que contemple la tecnología o procedimiento que asegure que no se produzca la diseminación de patógenos por intercambio de aguas en destino, la Subsecretaría no podrá autorizar ninguna nueva solicitud de centros de acopio de peces.



Los centros cuya concesión marítima tenga como fecha de vencimiento los años 2009 ó 2010 podrán seguir operando, previa renovación, hasta el 31 de diciembre de 2011.



Artículo 3°.- El plazo de paralización de actividades en que hubieren incurrido las concesiones de acuicultura, en el lapso comprendido entre el 1 de julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011, no se contabilizará para efectos de la configuración de la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Artículo 4°.- Los efectos laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley se regularán mediante la normativa que se dicte al efecto.



Artículo 5°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá los caladeros, su determinación para efectos del establecimiento de áreas apropiadas para la acuicultura se realizará considerando la información técnica disponible acerca de los sectores en que dichas áreas de pesca extractiva habituales se ubican, la que será complementada con aquella proveniente del sector pesquero.



Artículo 6°.- Mientras no se establezca la distancia entre centros de cultivo integrantes de una agrupación de concesiones en el reglamento a que se refiere el artículo 5°, la distancia mínima exigible será de una milla náutica.



Artículo 7°.- El Presidente de la República deberá fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura, eliminando de ella las referencias a las autorizaciones de acuicultura, salvo en las disposiciones transitorias. Las autorizaciones otorgadas a la fecha de publicación de esta ley continuarán sometidas al régimen de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Artículo 8°.- La elaboración de la información ambiental a que se refiere el artículo 122 bis, por parte del Servicio o de personas naturales o jurídicas a quienes éste lo encomiende, comenzará a regir después de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.



La publicación actualizada de la información en el sitio de dominio electrónico del Servicio Nacional de Pesca, a que se refiere el artículo 90 quáter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, comenzará a regir a más tardar un año después de la publicación de la presente ley.



Artículo 9°.- En el plazo de cuatro meses desde la fecha de publicación de esta ley la Subsecretaría dictará la resolución que fije la metodología para la determinación del banco natural de recursos hidrobiológicos conforme a la cual se establecerá la existencia o ausencia de los mismos en los informes de solicitudes de concesión de acuicultura.



Mientras no se fije la metodología para la determinación del banco natural, no podrán solicitarse relocalizaciones ni concesiones de acuicultura de peces exóticos.



Artículo 10.- La ubicación de las solicitudes de relocalización que sean presentadas en las Regiones de Los Lagos y de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, de conformidad con el artículo 5º de esta ley, será informada por el Director Zonal de Pesca mediante reuniones periódicas a las que serán convocados los representantes de las organizaciones de la pesca artesanal de la región respectiva. Dichos representantes podrán manifestar sus observaciones en el plazo de 10 días hábiles contado desde la comunicación. Esta información se publicará por el mismo plazo en el sitio de dominio electrónico de la Subsecretaría de Pesca, pudiendo cualquier interesado formular sus observaciones.



Artículo 11.- En el plazo de seis meses, contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, se dictará el reglamento a que se refiere el artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, para complementar las medidas destinadas a prevenir los escapes de especies hidrobiológicas y establecer las acciones de mitigación de los impactos de dichos eventos.



Artículo 12.- El titular de la concesión de acuicultura que hubiera constituido prenda sobre la concesión de acuicultura con anterioridad a la publicación de esta ley, podrá acordar con el acreedor el cambio de la prenda por la hipoteca mediante escritura pública que deberá contener las menciones que señala el artículo 81 ter e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces respectivo. La hipoteca se entenderá constituida desde la fecha de constitución de la prenda. En caso de no efectuarse la inscripción mencionada, permanecerá plenamente vigente la prenda en los términos en que ella fue constituida originalmente.



Artículo 13.- Sin perjuicio de las normas vigentes sobre tratamiento y disposición de desechos, en un plazo máximo de dos años a partir de la publicación de esta ley se dictará un reglamento específico que establecerá las condiciones sobre tratamiento y disposición final de los desechos sólidos y líquidos, orgánicos e inorgánicos en centros de cultivo, plantas de proceso, centros de acopio, centros de faenamiento y centros de investigación, y demás instalaciones destinadas al proceso productivo de la acuicultura, propendiéndose al reciclaje en los casos que corresponda.



En el plazo de seis meses, contados desde la fecha de publicación de esta ley, se incorporará en los programas sanitarios que correspondan las condiciones de uso, frecuencia y tiempo del listado de químicos y desinfectantes autorizados para el tratamiento de enfermedades y la desinfección de las instalaciones en las diversas etapas de cultivo.



Dentro del plazo indicado en el inciso anterior, el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción dictará un plan de uso de antimicrobianos cuyas medidas deberán estar destinadas a reducir su utilización en la acuicultura.



Artículo 14.- En el plazo de seis meses, contados desde la fecha de publicación de la presente ley, se establecerá el estatuto de la acuicultura de pequeña escala.



Artículo 15.- Las concesiones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley mantendrán su carácter indefinido, a menos que se haya verificado una causal de caducidad.



No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, las concesiones vigentes a la fecha de publicación de esta ley que, a partir de esa fecha, sean relocalizadas o dentro de los dos años siguientes sean objeto de un crédito garantizado por la Corporación de Fomento de la Producción, tendrán una vigencia de 25 años contados desde la fecha de la relocalización o del otorgamiento del crédito, según corresponda, y serán renovables en los términos señalados en el artículo 69.



Artículo 16.- Durante el año 2010 la Subsecretaría del Trabajo podrá destinar hasta el 20% de los recursos del Programa Escuela de Formación Sindical a la capacitación y desarrollo sindical de los trabajadores de la industria acuícola y de los dirigentes de sus organizaciones sindicales.”.
_______________
Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política, despachado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que 

prohíbe la venta de plaguicidas que indica



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que prohíbe la venta de plaguicidas que indica, y que tiene el Boletín N° 4.877-01.


Añade que la controversia entre ambas ramas del Congreso se originó por el rechazo del Senado, en el segundo trámite constitucional, a la idea de legislar, aprobada por la Cámara de Diputados en el primer trámite.



Subraya que la Comisión Mixta, por cuatro votos a favor y dos en contra, propone aceptar el criterio de nuestra Corporación, en orden a no legislar sobre la materia y archivar los antecedentes. Se pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Allamand, Larraín y Naranjo y el Honorable Diputado señor Barros, y en contra, los Honorables Diputados señores Sule y Tuma.
- - -



Puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 16 votos a favor, 8 en contra y 3 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Coloma, Escalona, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Romero, Sabag y Zaldívar.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Núñez, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Fundamenta su voto contrario, el Honorable Senador señor Girardi.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y García.



Queda terminado el tratamiento de este asunto.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día.

_______________
Despedida de los señores Senadores que terminan 

su mandato


El señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Gazmuri, Ominami, Núñez, Arancibia, Zaldívar y Vásquez, quienes formulan diversas consideraciones a propósito del término de su período en la Cámara Alta.



Finalmente, el señor Presidente efectúa un recuento de los aspectos esenciales de su gestión como máxima autoridad de la Corporación.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN DE INSTALACIÓN DEL SENADO DE 11 DE MARZO DE 2010



Presidencia de los Honorables Senadores señores Novoa y Pizarro.



Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Matthei, Pérez San Martín y Rincón, y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.



El señor Presidente abre la Sesión de Instalación de la Corporación, que ha sido convocada en virtud de lo dispuesto en los artículos 5º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 3º del Reglamento del Senado, con el objeto de constituirse y elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación.



A continuación, anuncia que, en cumplimiento de lo prescrito en el artículo 3º del Reglamento del Senado, corresponde que el señor Secretario General dé cuenta del oficio mediante el cual el Tribunal Calificador de Elecciones, como resultado de la elección efectuada el 13 de diciembre de 2009, comunica la Sentencia de Proclamación de los ciudadanos electos como Senadores.



El señor Secretario General señala que en la Sentencia que se adjunta al oficio mencionado por el señor Presidente, el Tribunal Calificador de Elecciones informa que ha proclamado a las siguientes personas como Senadores electos en las Circunscripciones Senatoriales que en cada caso se señalan, para el período constitucional de ocho años que se inicia el 11 de marzo de 2010.



En la Primera Circunscripción, don Fulvio Rossi Ciocca y don Jaime Orpis Bouchon.



En la Tercera Circunscripción, doña Isabel Allende Bussi y don Baldo Prokurica Prokurica.



En la Quinta Circunscripción, don Ignacio Walker Prieto y doña Lily Pérez San Martín.



En la Sexta Circunscripción, don Ricardo Lagos Weber y don Francisco Chahuán Chahuán.



En la Décima Circunscripción, don Andrés Zaldívar Larraín y don Juan Antonio Coloma Correa.



En la Undécima Circunscripción, doña Ximena Rincón González y don Hernán Larraín Fernández.



En la Decimocuarta Circunscripción, don Jaime Quintana Leal y don Alberto Espina Otero.



En la Decimoquinta Circunscripción, don Eugenio Tuma Zedán y don José García Ruminot.



En la Decimoctava Circunscripción, don Patricio Walker Prieto y don Antonio Horvath Kiss.

- - -



Luego, el señor Presidente anuncia que, de conformidad con lo prescrito en el artículo 4º del Reglamento de la Corporación, corresponde que los Honorables Senadores electos recién nombrados presten juramento o promesa individual. En consecuencia, les solicita ubicarse, a medida que son nombrados, frente a la testera para tal efecto. Asimismo, pide a los Honorables Senadores y a las demás personas presentes ponerse de pie.



Posteriormente, los Honorables Senadores electos prestan juramento o promesa en forma individual, declarándolos, el señor Presidente, investidos en el carácter de Senadores y, por tanto, incorporados al Senado.

- - -



A continuación, el señor Presidente anuncia que, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 3º y 21 del Reglamento del Senado, corresponde elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación, lo que se hará mediante votación nominal.



En primer término, pone en votación la elección de Presidente.



Enseguida, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Pizarro, 19 votos; por el Honorable Senador señor Horvath, 17 votos, y una abstención.



Votan por el Honorable Senador señor Pizarro, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por el Honorable Senador señor Horvath, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Cantero.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Jorge Pizarro Soto como Presidente y lo invita a ocupar su lugar en la testera.

- - -



A continuación, el señor Presidente pone en votación la elección de Vicepresidente del Senado.



Enseguida, el señor Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Gómez, 19 votos; por el Honorable Senador señor Orpis, 17 votos, y una abstención.



Votan por el Honorable Senador señor Gómez, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear y Rincón, y señores Escalona, Frei, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.



Votan por el Honorable Senador señor Orpis, los Honorables Senadores señoras Matthei y Pérez San Martín, y señores Allamand, Bianchi, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstiene, el Honorable Senador señor Cantero.



El señor Presidente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor José Antonio Gómez Urrutia como Vicepresidente y lo invita a ocupar su lugar en la testera.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente solicita a los Honorables Senadores señores Novoa y Bianchi que se acerquen a la testera, con la finalidad de hacerles entrega de sendas campanas simbólicas de la Sala.

- - -



Acto seguido, el señor Presidente expresa que, en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 5º de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 3º del Reglamento de la Corporación, declara solemnemente instalado el Senado.

- - -



Por último, el señor Presidente, don Jorge Pizarro Soto, hace uso de la palabra agradeciendo su elección en calidad de tal.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

NUEVO PRIMER INFORME DE LAS COMISIONES DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN Y DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MENSAJE DE LA EX PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, SOBRE TERRITORIOS ESPECIALES DE ISLA DE PASCUA Y ARCHIPIÉLAGO DE JUAN FERNÁNDEZ

(6756-07)

HONORABLE SENADO:


Las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, tienen a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en un mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.

A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, el ex Subsecretario del Ministerio del Interior, señor Patricio Rosende; el ex Jefe de la División Jurídica de ese Ministerio, señor Tomás Jordán; el ex asesor, señor Leonardo Cid; de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el ex Jefe de la División Jurídica, señor Rodrigo Cabello; el ex asesor legislativo, señor Álvaro Villanueva; de la Universidad de Chile, el académico, señor Francisco Zúñiga; de la Pontificia Universidad Católica, el académico, señor Arturo Fermandois; de la Universidad de Talca, el académico, señor Humberto Nogueira.

- - -
I.- OBJETIVO


Incorporar una norma a la Constitución Política que faculte al legislador para establecer restricciones al ejercicio de los derechos de permanencia, residencia o circulación en los territorios especiales de Isla de Pascua y del Archipiélago Juan Fernández, con el propósito de proteger el medio ambiente.
- - -

II.- NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

Las Comisiones unidas han acordado proponer a la Sala que el proyecto en informe, de aprobarse, lo sea con el quórum de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, pues no obstante que su incorporación se hace al artículo 126 bis de la Constitución Política, afecta garantías constitucionales consignadas en el Nº 7 del artículo 19 de ese texto constitucional.

III.- DISCUSIÓN DE LA INICIATIVA
Proponemos, igualmente, que este proyecto de reforma constitucional de artículo único sea discutido en general y en particular a la vez, de conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

IV.- CUESTIÓN PREVIA


En sesión de 21 de diciembre de 2009, se dio cuenta en la Sala de un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 126 bis de la Constitución Política, sobre los territorios especiales de Isla de Pascua y del Archipiélago Juan Fernández, disponiéndose su estudio por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. El referido proyecto agrega un inciso segundo al artículo 126 bis del texto constitucional que tiene por propósito habilitar al legislador orgánico constitucional para restringir el ejercicio de los derechos de permanencia, residencia y circulación en y hacia los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández, con el fin de proteger el medio ambiente y propender a su desarrollo sustentable.

El mensaje con que el Ejecutivo envió a trámite legislativo este proyecto señala que su justificación radica en los problemas ambientales que aquejan a ambos territorios y que la fragilidad de sus ecosistemas exige medidas de protección para controlar los aspectos que más influyen en el medio ambiente, uno de los cuales es el sostenido incremento de la población (sobrepoblación derivada del turismo y de nuevos residentes), en perjuicio de la conservación y sustentabilidad de sus riquezas naturales y medioambientales. Lo anterior justifica disponer de restricciones al acceso y permanencia de personas en ellos, lo cual importa una reforma constitucional que así lo declare pues tales medidas  afectan la libre circulación, residencia y permanencia de las personas –libertad ambulatoria- en determinados territorios, facultades que están expresamente garantizadas en la Constitución.

En sesión de 22 de diciembre de 2009, la Sala conoció el informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización recaído en este proyecto de reforma, mediante el cual proponía su aprobación en general y en particular sobre la base de las explicaciones e intervenciones contenidas en aquél. El debate que levantó el examen de esta iniciativa da cuenta de diversos antecedentes que se consignan a continuación, que motivaron un acuerdo por el que se dispuso que el proyecto fuera estudiado nuevamente por la Comisión mencionada y la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas, como trámite previo al pronunciamiento del Senado respecto de la idea de legislar.

En la oportunidad señalada, se observó que ambos territorios especiales pueden reunir características de identidad propia, diferentes uno de otro, y sin embargo se propone regular su funcionamiento y desarrollo bajo un mismo estatuto; que en lugar de recurrir a una reforma constitucional que afecta garantías fundamentales tan importantes, tal vez sería conveniente un mayor esfuerzo y dotar a esos territorios con los medios que sirvan de solución o paliativo a los problemas que los aquejan; que las restricciones a la libertad ambulatoria podrían, eventualmente, afectar nuestra soberanía en Isla de Pascua y que , por último, en el aspecto de fondo y sin perjuicio de dar por establecida la necesidad de buscar una solución a los problemas que genera la sobrepoblación, arbitrar medidas tales como declarar parques nacionales estos territorios, en lugar de plantear una reforma constitucional relativa a garantías tan fundamentales como la libertad ambulatoria cuyos alcances no se  precisan en su totalidad. Como cuestión formal se observó que esta materia, por su connotación constitucional, debió haber sido conocida además, en la discusión general, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

Hacemos constar en este informe que los Profesores de Derecho Constitucional señores Huberto Nogueira y Francisco Zúñiga, acompañaron informes en derecho sobre la reforma constitucional señalada en el epígrafe, documentos que se encuentra a disposición de los Honorables señores Senadores en la Secretaría de las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

V.- ANTECEDENTES

5.1. De Derecho


Constitución Política, artículos 19, Nº 7, y 126 bis.
5.2. De Hecho 
Recuerda el mensaje con que ingresó a trámite legislativo este proyecto de reforma constitucional que las particulares condiciones de la Isla de Pascua y del Archipiélago Juan Fernández dieron origen a la reforma constitucional del año 2007, que los declaró “territorios especiales” regidos por estatutos contenidos en leyes orgánicas constitucionales.

Destaca, en seguida, el mensaje que esos territorios insulares presentan un especial interés científico internacional debido a sus singulares características arqueológicas (Isla de Pascua) y botánicas y biológicas (Archipiélago Juan Fernández), que han sido objeto de atención por la UNESCO: la Isla de Pascua fue declarada Patrimonio de la Humanidad y el Archipiélago Juan Fernández adquirió la condición de Reserva Mundial de la Biosfera. Gran parte de ambos territorios son, a su turno, parques nacionales. Concluye el mensaje, en este acápite, resaltando su importancia geopolítica por su ubicación en el Océano Pacífico y la circunstancia de generar, ambos, un espacio de zona económica exclusiva. Exhiben, además, un alto desarrollo turístico diferente al del resto del país.

En los siguientes párrafos el mensaje se ocupa de la descripción geográfica y política de estos territorios. Al efecto, recuerda que Isla de Pascua dista 3.700 kilómetros  del continente americano frente a Caldera. Tiene una superficie de 166 kilómetros cuadrados y una población de aproximadamente 4.500 habitantes. El único centro poblado es Hanga Roa y tiene la particularidad de ser uno de los puntos geográficos más aislados del planeta.

Este territorio insular de altura fue incorporado al territorio chileno en septiembre de 1888, mediante el denominado “Acuerdo de Voluntades” suscrito, entre el Capitán de Fragata Policarpo Toro y el Ariki (rey) Atamu Tekena. Posteriormente, se reconoció a los pascuenses la condición de ciudadanos con la promulgación de la “Ley de Pascua”, (ley N° 16.441) de 1966.

Agrega el mensaje que dada las especiales características de la Isla (riqueza arqueológica, aislamiento geográfico) su administración es singularmente compleja, atendida también la naturaleza de la etnia rapanui que busca espacios de participación y protección para su patrimonio ambiental.

Por lo que hace al Archipiélago Juan Fernández, a 700 kilómetros del continente (frente a la costa de la V Región) conformado por las islas Robinson Crusoe, Marinero Alejandro Selkirk y Santa Clara, tiene una población aproximada de 800 habitantes en el único centro poblado: San Juan Bautista. Sus principales actividades son la pesca y el turismo y se destaca por su flora y fauna, con un 50% de especies endémicas.

Se ocupa el mensaje a continuación de los problemas ambientales que aquejan a ambos territorios, señalando que la fragilidad y la vulnerabilidad de sus ecosistemas exigen medidas de protección legales y administrativas para controlar los aspectos que más influyen en el deterioro de su medioambiente.

Uno de estos aspectos, explica el mensaje, es el sostenido incremento de residentes, en perjuicio de la conservación y sustentabilidad de sus riquezas naturales y medioambientales, de donde se justifica disponer de restricciones al acceso y permanencia de personas en ambos territorios, para lo cual es menester una reforma constitucional que así lo declare pues tales medidas afectan la libre circulación y permanencia de las personas en determinados territorios, facultades que están expresamente garantizadas en la Constitución Política.

En un siguiente acápite, el mensaje analiza la libertad personal consagrada en el N° 7 del artículo 19 de la Constitución Política, que garantiza a toda persona el derecho a residir y permanecer en cualquier lugar de nuestro territorio, trasladarse de uno a otro y entrar y salir de él, con la sola condición de que se guarden las leyes y salvo el perjuicio de terceros.

Agrega el mensaje que la libertad personal puede ser objeto de restricciones siempre que éstas se atemperen a la Constitución Política; y a este efecto recuerda que el Tribunal Constitucional ha declarado que la regulación de los derechos constitucionales debe ajustarse a dos condiciones: la determinación y la especialidad. La primera supone que el derecho afectado debe señalarse concretamente en la norma, y la segunda, que ésta precise las medidas que se van a adoptar con tal finalidad. Advierte, también, en este contexto, que por mandato constitucional (artículo 19 N° 26) los derechos no pueden ser afectados en su esencia, y tampoco es lícito imponer condiciones o tributos que impidan su libre ejercicio.

Señala en seguida el mensaje que cumplidas que sean las exigencias mencionadas, es permitido al Poder Ejecutivo reglamentar pormenorizadamente la norma que haga posible el mandato legal; o sea, las restricciones deben ser establecidas mediante ley.

No obstante, continúa el mensaje, el principio de supremacía constitucional impide, en el caso específico de que se trata, restringir la libertad mediante una norma legal o reglamentaria, pues de conformidad con el artículo 39 de la Carta Política los derechos constitucionales sólo pueden ser afectados bajo determinadas circunstancias, ninguna de las cuales habilita para establecer limitaciones a la libertad de locomoción en los territorios de Isla de Pascua y el Archipiélago Juan Fernández. Corresponde, entonces, acudir a una reforma constitucional que permita al legislador imponer restricciones a este derecho en el caso que nos ocupa.

Seguidamente el mensaje analiza el derecho comparado en situaciones similares a la que es objeto de este proyecto.

Así, transcribe el artículo 258 de la Constitución Política del Ecuador, que en lo sustancial declara que la provincia de Galápagos tendrá un régimen especial de gobierno y que para la protección del distrito se limitarán los derechos de migración interna, trabajo o cualquier otra actividad pública o privada que pueda afectar el ambiente. Los residentes permanentes tienen acceso preferente a los recursos naturales y a las actividades ambientales sustentables.

A su vez, el artículo 310 de la Constitución de Colombia dispone que el Archipiélago de San Andrés se regirá por las normas que en materia administrativa, de inmigración, de comercio exterior y otras establezca el legislador. Agrega que por ley de quórum especial se puede limitar los derechos de circulación y de residencia, controlar la densidad de la población, regular el uso del suelo y someter a consideraciones especiales la enajenación de inmuebles para proteger la identidad cultural de las comunidades nativas.

Examina, enseguida, el Convenio 169, de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales, que obliga a los gobiernos, al aplicar las normas de este convenio, a consultar a los pueblos interesados las medidas legislativas o administrativas que las puedan afectar. Informa que este Convenio está vigente y complementado en Chile por el D.S. N° 124, del Ministerio de Planificación, del año 2009. Sobre la base de ambos instrumentos, continúa, el 24 de octubre pasado se practicó en la Isla de Pascua una consulta ciudadana para conocer la opinión del pueblo rapa nui acerca de esta iniciativa, previa preparación en la que intervinieron los Ministerios del Interior y Secretaría General de Gobierno; la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y representantes de la comunidad pascuense.

En el referido plebiscito, en que se incluyó participar a todos los rapa nui mayores de 18 años, se consultó al pueblo en ambos idiomas, rapanui y castellano, si “Está de acuerdo en que se modifique la Constitución para que se pueda restringir el ejercicio de los derechos de libre circulación, permanencia o residencia, con el fin de proteger el medio ambiente y el desarrollo sustentable de RAPANUI”?. Con la participación de 704 personas, el 96,3% de los votantes aprobó la consulta formulada.

Finalmente, el mensaje se refiere al contenido de esta iniciativa, cual es incorporar un nuevo inciso al artículo 126 bis de la Constitución que preceptúa que en los territorios especiales de Isla de Pascua y del Archipiélago Juan Fernández, con el propósito de proteger el medio ambiente y propender a su desarrollo sustentable, podrá limitarse el ejercicio de los derechos de permanencia o de residencia en ellos y restringirse la libre circulación de personas hacia ambas localidades, en la forma como lo establezca una ley orgánica constitucional.
VI.- ESTRUCTURA Y DESCRIPCION DEL PROYECTO

El proyecto de reforma constitucional en informe, está estructurado en un artículo único que reproduce el contenido señalado precedentemente.

- - -

VI.- DISCUSIÓN DE LA INICIATIVA


En sesión del 6 de enero pasado, el Honorable Senador señor Núñez, haciéndose cargo de la observación formal al proyecto formulada en la Sala, planteó que ha contabilizado dieciocho proyectos de reforma constitucional que no fueron conocidos por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la Corporación. Agregó que en relación con el proyecto en informe, el derecho comparado da cuenta de, al menos, tres países latinoamericanos que han incorporado a su legislación disposiciones de similar naturaleza: Brasil, Colombia y Ecuador; que las necesidades naturales de Isla de Pascua aconsejan una reflexión como la que materializa esta reforma, desde el punto de vista de su lejanía (tal vez el punto geográfico más aislado del planeta) y de su especial situación que arranca de ser un territorio reducido cuya población crece exponencialmente aumentando la precariedad de sus capacidades de carga.

En otro orden, manifestó que si bien entre las personas invitadas a dar su parecer sobre este asunto en la discusión general habida en la Comisión de Gobierno del Senado hubo unanimidad en torno a la justificación del proyecto en el Archipiélago Juan Fernández, tal unanimidad no se transmitió a Isla de Pascua, uno de cuyos representativos, el Presidente del Consejo de Anciano, señor Alberto Hotus, planteó su disconformidad aduciendo la inconveniencia de discriminar a los chilenos continentales en razón de la gratitud que se debe guardar a un país que ha hecho significativos esfuerzos por mejorar las condiciones de vida de los isleños. Agregó el señor Senador que el concejo municipal, con la excepción anotada, ha exteriorizado su apoyo al proyecto.

El Subsecretario del Interior, señor Patricio Rosende, señaló que el debate que ha generado este proyecto no es nuevo. En el año 2005 una comisión de personalidades hizo ver la urgencia y necesidad de controlar el problema medio ambiental; tema cuyo análisis se renovó el año 2007 con ocasión de la reforma constitucional que agregó el artículo 126 bis al texto político, sobre territorios especiales. En este aspecto, recordó las intervenciones de los Honorables Senadores señores Jorge Arancibia y Hosain Sabag, quienes analizaron este asunto también desde el punto de vista medio ambiental.

Expresó, en seguida, no compartir del todo que tras esta reforma subyace la toma del aeropuerto Mataveri por los isleños. En su opinión, esta iniciativa surge de la constatación, por ejemplo, del crecimiento poblacional que, en el caso de Isla de Pascua, en los últimos años ha sido del 80%. Lo que se pretende para estos territorios insulares extremos, continuó, es protegerlos mediante regulaciones que cautelen el medio ambiente y propendan a su desarrollo sustentable.

En seguida, señaló que la Isla de Pascua es una localidad geográfica única, dueña de un museo al aire libre también único, que alberga una etnia cuyo origen nadie ha podido precisar. El Archipiélago Juan Fernández, en tanto, constituye un ecosistema que responde a una flora y fauna endémicas, que requiere de soluciones especiales tal como ha ocurrido con las Islas Galápagos en Ecuador.

Lo anterior, unido  a la capacidad de carga de Isla de Pascua que puede ser sobrepasada merced al aumento no previsto de su población, particularmente por efecto del turismo, aconseja establecer regulaciones especiales para preservar territorios, también especiales.

Finalmente, hizo presente que se ha optado por una reforma constitucional para abordar este asunto por razones de cautela jurídica y por estimar que ella es una propuesta idónea desde el punto de vista del propio texto constitucional. En efecto, la reforma sugiere la agregación de un nuevo inciso al artículo 126 bis de la Constitución, norma que permite regular el gobierno y la administración de dos territorios especiales perfectamente definidos mediante reglas distintas a las aplicables al resto del país. Luego, las restricciones que la iniciativa impone a la libertad de residencia, permanencia y circulación no se comunica a otras regiones o puntos geográficos, lo que permite afianzar su integridad. En seguida, y en relación con el mérito de la reforma, es la propia Constitución la que habilita una norma como la propuesta dentro de la restricción con que se debe abordar esta materia, al igual que lo hace con los estados de excepción constitucional, eventos en los cuales también autoriza afectar las garantías constitucionales. Finalmente, y siguiendo a la doctrina, se ha estimado que el Nº 8 del artículo 19 de la Constitución permite, en beneficio del medio ambiente, afectar el derecho de propiedad y el derecho a emprender actividades económicas pero no extiende tal autorización a la libertad de residencia, permanencia y circulación.

Seguidamente, intervino el Honorable Senador señor Romero, quien coincidió con la idea manifestada en el debate de que los problemas que afectan a los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández deben abordarse en una legislación común.

Agregó que su preocupación respecto de esta materia dice relación con la soberanía que Chile ejerce sobre la Isla de Pascua y la constatación de iniciativas francesas para anexar este territorio a su comunidad de ultramar, como fue, por ejemplo, la edición de una estampilla postal que así lo evidenció.

En su opinión, continuó, para los efectos que el proyecto pretende tutelar no es necesaria un reforma constitucional sino implementar una legislación que permita, por ejemplo,  declarar parques nacionales estos territorios especiales, con lo cual junto con afianzar la soberanía de Chile sobre Isla de Pascua, que data de 1884, se obtiene la misma finalidad que pretende el proyecto, esto es, darle sustentabilidad a ambos territorios y dotarlos de las herramientas jurídicas que protejan su ecosistema y morigeren las necesidades y carencias que los afectan por su lejanía del continente.

Por su parte, el Honorable Senador señor Chadwick declaró que, en su opinión, el problema jurídico que plantea este proyecto es complejo. Junto con compartir la urgencia de buscar soluciones al problema que aqueja a ambos territorios, en su opinión es innecesaria un reforma constitucional pues el mismo efecto se logra ejerciendo la facultad que el artículo 19, Nº 8, de la Constitución reconoce al legislador cuando lo habilita para restringir determinados derechos o libertades con el fin de proteger el medio ambiente, siempre que las reglas que dicte no afecten los derechos en su esencia. Concluyó expresando no tener inconveniente en que se apruebe la reforma aunque, en su parecer, la finalidad propuesta puede lograrse mediante una ley. 

A su turno, la Honorable Senadora señora Alvear hizo presente su opinión de consultar profesores de Derecho Constitucional para zanjar la cuestión de si es o no necesaria una reforma constitucional que habilite al legislador para imponer restricciones a la libertad de residencia, permanencia y circulación. Agregó que normalmente, cuando se levantan estos debates en el Parlamento, se busca la opinión de expertos que ilustren las decisiones que se adoptan. En el caso de que se trata, continuó, manifestó tener dudas acerca de sí el artículo 19 Nº 8 habilita al legislador para imponer restricciones al derecho de residencia o permanencia en cualquier lugar de la República o si, de contrario, es menester una reforma constitucional para ello. No obstante inclinarse por la opción de la ley, reiteró la conveniencia de convocar a expertos constitucionales que aclaren los planteamientos y observaciones de constitucionalidad que aquí se han formulado.

El Honorable Senador señor Orpis señaló que a su juicio no está en duda la necesidad de resolver los problemas medioambientales que afectan a estos territorios especiales, pero lo hacen fuerza los argumentos que para esa finalidad relativizan la necesidad de una reforma constitucional. Puede ocurrir que resuelta que sea la reforma surjan después otros casos en que se proceda de la misma manera, pues nada obsta a que respecto de otros puntos geográficos se invoquen los mismos argumentos para proponer nuevas reformas. 

Reiteró, finalmente, que la materia de la idea de legislar está en la necesidad de establecer reglas que impidan un mayor deterioro al medio ambiente en estos territorios especiales, necesidad que comparte cualquiera sea la vía que la materialice.

El Honorable Senador señor Gómez observó que este proyecto de reforma propone restricciones a una garantía fundamental, como es la facultad que tiene toda persona en el territorio nacional de residir, permanecer y trasladarse de un punto a otro. Aquí se persigue como objetivo restringir a cualquier chileno viajar a Isla de Pascua o al Archipiélago Juan Fernández o cumplir determinado requisito o condición para acceder y permanecer en esos territorios, todo lo cual, en su opinión, significa un fraccionamiento de derechos constitucionales.

Estimó que en este proceso puede advertirse un germen de independencia u otros efectos indeseados como por ejemplo, el de que, con los mismos argumentos, se invoque la protección de los santuarios balleneros en la zona austral para reclamar iguales restricciones.

Coincidió, finalmente, con el criterio de que conforme al artículo 19 Nº 8, es posible una solución legal o incluso el empleo de recursos administrativos para la cuestión medio ambiental sin que tales alternativas tengan que restringir derechos fundamentales.

El Honorable Senador señor Sabag advirtió que durante el debate en general de este proyecto en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la excepción de don Alberto Hotus , Presidente del Consejo de Ancianos de la Isla de Pascua, hubo consenso en la necesidad de imponer restricciones al derecho de residencia, permanencia y circulación en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago Juan Fernández. Agregó que Isla de Pascua atrae el turismo mundial por sus tesoros arqueológicos y por el misterio que encierra el origen de su etnia; el Archipiélago Juan Fernández, en tanto, genera atracción por la riqueza de su flora y fauna, muchos de cuyos ejemplares constituyen especies endémicas. No obstante, la reducida superficie de ambos territorios provocan serios problemas respecto de su capacidad de carga habida consideración del incremento del turismo que, a su vez, exige nuevos servicios que ambos, Isla de Pascua y el Archipiélago Juan Fernández, son incapaces de solventar y que acarrean como consecuencia, por ejemplo, la contaminación de las napas subterráneas al carecer de lugares donde depositar los residuos domiciliarios.

Agregó que esta nueva situación era la que había motivado al Ejecutivo para proponer este proyecto de reforma que, por los antecedentes que se ha recogido, es de toda conveniencia para preservar esos territorios. Ahora, continuó, si como ha quedado de manifiesto existen dudas acerca del camino más idóneo para plantear modalidades que puedan afectar el ejercicio de derechos tan fundamentales como la libertad ambulatoria, declaró coincidir con la Honorable Senadores señora Alvear en el sentido de consultar la opinión de especialistas en materia constitucional que ilustren a las Comisiones para informar adecuadamente a la Sala.

El Honorable Senador señor Pérez Varela planteó la necesidad de una política especial que se haga cargo de los problemas que afectan a estos territorios insulares y que, al parecer, habría un acuerdo de mayoría para proponer nuevas regulaciones al ejercicio del derecho de permanencia, residencia y circulación de ellos. Se discute, entonces, cuál será el instrumento adecuado.

Agregó que le hace fuerza los argumentos invocados por el Honorable Senador señor Orpis, en el sentido de ponderar la conveniencia de encausar las modalidades del ejercicio de estos derechos por la vía de una reforma constitucional, atendido el efecto del precedente, esto es, que frente a situaciones análogas se propongan también nuevas enmiendas al texto fundamental.

Se refirió, en seguida, a las intervenciones de las autoridades y representantes del estos territorios en las sesiones que celebró la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización respecto de este asunto. Particularmente la de la alcadesa de Isla de Pascua, señora Luz Sazzo, quien consignó los aspectos más relevantes que surgen como consecuencia de la sobrepoblación que los afecta: un aumento descontrolado de los residuos domiciliarios; incremento exponencial del parque vehicular y sus consecuencias de residuos peligrosos (aceites, lubricantes, pilas, baterías); la proliferación de “pozos negros” en ausencia de una red de alcantarillado; mayor demanda eléctrica, y otros de similar naturaleza para todo lo cual ha resultado insuficiente la actual estructura administrativa que incluye a estos territorios como parte de la V Región. Estas deficiencias han de abordarse, entonces, por la vía de un estatuto especial que provea las herramientas, mecanismos, recursos y procedimientos para superar estas necesidades.

No obstante, del debate de este asunto surgen dudas acerca del camino adecuado para lograrlo, concretamente acerca de si es necesaria o conveniente una reforma constitucional.

Al efecto, recuerda que hay otros puntos geográficos del país en que la libertad de circulación también está condicionada por particulares modalidades; lo mismo ocurre con otras actividades, como por ejemplo las limitaciones para construir obras en determinadas localidades. Reiteró que, en su opinión, la necesidad de instrumentos para superar estos problemas no admite mayores objeciones y, de contrario, lo que sí amerita un debate más a fondo es determinar cuál es el camino más adecuado para ese propósito.

Finalmente, se refirió a este asunto el Honorable Senador señor Muñoz Aburto, quien expresó compartir las observaciones que sobre esta materia se han formulado en esta sesión. Agregó que es difícil la aceptación conceptual de que los chilenos no puedan desplazarse libremente por el territorio nacional, impedimento cuya institucionalización podría servir de precedente para otras regiones o localidades que puedan acreditar fragilidad de sus ecosistemas o servicios públicos colapsados o en vías de colapsar por sobrepoblación o porque su capacidad de carga se ha colmado, y así invocar normas de excepción constitucional como la propuesta. Agregó que una norma de esa naturaleza afectaría sólo a los chilenos continentales y no a los isleños, quienes podrían desplazarse y permanecer libremente sin limitaciones y restricciones por el resto del territorio. Coincidió en la necesidad de profundizar el análisis constitucional de esta materia y buscar fórmulas que, atendida la necesidad de poner remedio a los desbordes que provoca la sobre población, concluya en opciones que no afecten el ejercicio de garantías fundamentales tales como son la residencia, la permanencia y la libre circulación por el territorio nacional.

Como conclusión de este debate, las Comisiones unidas acordaron invitar a profesores de Derecho Constitucional a una sesión especial para que las ilustren desde el punto de vista de la especificidad de esta materia de índole constitucional, con el fin de resolver acerca de si, a la luz de los antecedentes que han conocido y la urgencia de establecer regulaciones que permitan a la autoridad dar una solución al problema de sobre población que afecta a estos territorios especiales, es o no necesaria una reforma constitucional para restringir a las libertades involucradas o si, conforme al artículo 19 Nº 8 de la Constitución Política, puede el legislador directamente arbitrar tal medida.

- - -


En sesión del día 20 de enero de 2010, el profesor de Derecho Constitucional señor Francisco Zúñiga, expresó que el proyecto en informe aborda diversos aspectos conceptuales relativos a la libertad personal, al derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y a las limitaciones que emanan del artículo 19, número 7, letra a), de la Constitución Política, que tienen básicamente tres frentes:


Desde el punto de vista del Derecho Constitucional, el primer campo en que operan las limitaciones para la libertad ambulatoria o de circulación y la libertad de residencia, se da en el de las garantías a la seguridad personal, es decir, al conjunto de garantías constitucionales respecto de las cuales se dispongan medidas cautelares que limiten la libertad, como son el arraigo, la detención y la prisión preventiva.


Un segundo frente abordado por la Constitución Política dice relación con la limitación de la libertad ambulatoria que específicamente se da en el marco de lo que se denomina el derecho de excepción, que es un conjunto de estados de excepción constitucional que permiten restringir o limitar la libertad personal, y


El tercer frente en que la ley establece restricciones, es el que empece a personeros públicos, el que dice relación con el Estatuto Parlamentario, como por ejemplo la exigencia de residencia para ser elegido Diputado, como consecuencia de la reforma constitucional del año 2005. Con anterioridad a esa reforma la exigencia afectaba tanto a Senadores como a Diputados.


Abordando la cuestión que interesa a estas Comisiones unidas, en el sentido de si la limitación es materia de ley o de reforma constitucional, expresó que la competencia del poder constituyente derivado para introducir reformas a la Constitución Política no tiene límites de tipo material sino sólo formales, específicamente relativos a los quórum ordinarios y extraordinarios previstos en el Capítulo XV, es decir, no queda entregado a la competencia del poder constituyente derivado ningún campo de normación vedado y perfectamente la cuestión propuesta puede ser objeto de reforma constitucional.


Agregó que no obstante la precisión anterior, en el sentido de que la competencia del poder constituyente no tiene límites, en su opinión esta es una cuestión que puede ser abordada desde la perspectiva de la competencia del legislador. A pesar de que no sólo se limita la libertad ambulatoria y de residencia sino también otros derechos, como las libertades para adquirir bienes y desarrollar actividades económicas, que estarán limitadas indirectamente por el solo hecho de que se limite la libertad de circulación y de residencia. Las personas se desplazan de un punto a otro del país para desarrollar sus profesiones y emprendimientos, no sólo con afanes de turismo y recreación. Por tanto, es un plexo de libertades o derechos fundamentales que son limitados con motivo de normas específicas respecto de la libertad ambulatoria y de residencia referentes a estos territorios especiales.


Independientemente de la decisión del Congreso Nacional, en el sentido de que sea necesaria una reforma constitucional o que ésta sea una materia del dominio legal, lo relevante estriba en los estándares exigidos para que una regulación de fuente legal pueda legítimamente imponer limitaciones a la libertad personal y extender esa limitación a otros derechos fundamentales, como son la libertad de desarrollar actividades económicas o la de adquirir bienes. 


Señaló que hay estándares garantistas de fuente constitucional y otros de fuente infraconstitucional, como por ejemplo, un tratado internacional de derechos humanos, caso en el cual opera la garantía consagrada en el artículo 5º, inciso segundo, de la Constitución Política.


En seguida, se refirió a los estándares a que debe someterse el legislador al limitar derechos fundamentales, primeramente a la garantía de contenido esencial incluida en el artículo 19, número 26, de la Constitución Política, que exige conservar, respecto del derecho constitucional regulado, un núcleo esencial que no puede ser tocado legítimamente por el legislador;


A lo anterior, agregó la garantía de legalidad formal y material, que significa que la única fuente de normación tratándose de derechos fundamentales es la ley en sentido formal, lo que excluye la legislación irregular como son los decretos leyes y la legislación delegada que se materializa mediante la dictación de decretos con fuerza de ley.


Además, explicó que en sentido material esa ley ha de reunir requisitos de generalidad, certeza y obligatoriedad, es decir, ha de ser materialmente una ley. Este estatuto, para que no sea fuente de discriminaciones, debe establecer un régimen general para todas las personas en relación con los territorios especiales; y así lo ha establecido el Tribunal Constitucional al exigir que la intervención que realice el legislador en materia de derechos fundamentales habrá de reunir estándares de especificidad y de determinación, es decir, está imponiendo una cierta racionalidad y un conjunto de atributos materiales a la ley para que esa intervención legislativa en el campo de los derechos fundamentales sea legítima.


En tercer lugar, cabe mencionar las garantías de legalidad material, que no están directamente incluidas en la Constitución sino en dos instrumentos internacionales: el artículo 123 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 223 del Pacto de San José de Costa Rica. Estas garantías de legalidad material buscan asegurar la razonabilidad de la voluntad del legislador y están constituidas por la seguridad nacional; la seguridad pública; el orden público; la salud pública; la moral pública; los derechos de terceros y la compatibilidad con los derechos asegurados en esos tratados. De esta forma, ambos preceptos enumeran un conjunto de estándares o causas que fundan en último término el ejercicio de una potestad legislativa legítima y razonable.


La Convención Americana de Derechos Humanos, en su artículo 224, considera una garantía de legalidad material que es autónoma y que autoriza la intervención en derechos fundamentales por razones de interés público; y los estándares garantistas consignados en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto de San José, se han citado para establecer que las limitaciones que el legislador impone en último término tienen como causa justificativa cualquiera de las nombradas o todas ellas. 


Señaló en seguida, que todos los conceptos citados, tales como seguridad pública, seguridad nacional, salud, derechos, libertades, interés público, son lo que en doctrina se denomina “conceptos jurídicos indeterminados”, que sólo al legislador corresponde darles contenido, de manera que el control de constitucionalidad va a operar en una zona límite: hasta dónde puede llegar el legislador invocando una razón de interés público para limitar derechos fundamentales. Es el Congreso Nacional el competente para definir primero la razón de interés público, la razón de moral pública, de salud pública como título justificativo de la intervención del legislador limitando derechos. 


Lo anterior, concluyó en este aspecto, es una lectura democrática de la correlación de poderes que la Constitución establece, operando el Tribunal Constitucional como garantía de “última ratio”.


Expresó, a continuación, que hay una circunstancia anexa a la cuestión que se ha solicitado informar, cual es el hecho de que el tratamiento de territorios especiales en América Latina y en el Derecho Internacional ha cobrado especial importancia. El Derecho Internacional de los Derechos Humanos, específicamente los instrumentos de Naciones Unidas y de la OIT, contiene diversas fuentes convencionales que se refieren a pueblos indígenas y su ligazón con el territorio y el medio ambiente en que habitan. Tratándose de la población originaria de Rapa Nui, hay un claro nexo entre el reconocimiento de fuente constitucional o legal de estos territorios especiales con la necesidad de proteger el medio ambiente en que vive esa etnia.


Desde la perspectiva del Derecho Comparado, particularmente del Derecho Latinoamericano, señaló que las constituciones más recientes, como las de Brasil, de Venezuela, de Ecuador y de Bolivia, se refieren precisamente al Estatuto de Pueblos Indígenas y admiten crecientemente la multinacionalidad y multiculturalidad, la definición “amerindia” de sus naciones y el reconocimiento de la lengua, las costumbres, los derechos de estos pueblos indígenas y la ligazón de estos pueblos a la tierra en que habitan y al medio ambiente en que están integrados. Este tema es una variable que no se puede dejar de considerar en un informe de esta naturaleza.


Si el parecer del Congreso Nacional, continuó, es que este asunto es de la competencia de la potestad constituyente derivada, es necesario señalar algunos alcances al texto que se ha remitido. En primer lugar, el artículo 126 bis, en los términos propuestos, debe ser coherente con la división hecha por el mismo constituyente derivado, puesto que la Constitución hace referencia a territorios especiales y no a territorios a secas; enseguida, la restricción de derechos fundamentales que contiene el proyecto de reforma debe referirse a las personas, específicamente a las personas naturales. En tercer lugar, los derechos fundamentales deben tener denominaciones usuales o congruentes. En Chile, las libertades señaladas tienen denominaciones consolidadas, como la libertad ambulatoria o de circulación, la libertad de residencia. En cuarto lugar, la remisión a los casos y formas que establezca la ley no justifica la determinación de una competencia legislativa a la ley orgánica constitucional. El proyecto refiere a la ley orgánica constitucional como la fuente idónea para regular una materia de esta naturaleza, lo que en su opinión es exorbitar el campo de la legislación orgánica constitucional. No ha sido infrecuente que diversas reformas constitucionales hayan caído en una suerte de crecimiento desmedido del ámbito de competencia del legislador orgánico constitucional. Esto es fuente de competencia del legislador ordinario, no hay ninguna razón para considerar que las limitaciones a los derechos fundamentales tengan su fuente en la legislación orgánica constitucional. La reserva del legislador orgánico constitucional contenidas en el Capítulo XIV de la Constitución Política, en particular los artículos 110, 113, 118, 119, 120 y 125, no dan pie para sostener esta posición. Además, en nuestro ordenamiento jurídico cuando la ley ha establecido limitaciones a la libertad personal con carácter permanente lo ha hecho por intermediación del legislador ordinario.


La ley Nº 19. 300 es, desde el punto de vista de su contenido, básicamente una ley ordinaria y también lo es el conjunto de leyes que conforman el enjuiciamiento criminal que reúne las garantías de la libertad personal a que se refiere el artículo 19, número 7, letra b). Por tanto, existe una razón de sistema para sostener que la referencia debe hacerse al legislador ordinario y no al legislador orgánico constitucional.


El legislador orgánico constitucional, concluyó, es un legislador de excepción y la legislación de mayoría es decir, la que exige mayores quórum de aprobación tiene una clara objeción desde el punto de vista del principio democrático.

Enseguida, el Profesor de Derecho Constitucional señor Humberto Nogueira manifestó que el proyecto de ley en debate alude de manera directa al ámbito de los derechos fundamentales, bloque que no sólo está compuesto por las garantías enunciadas en la Constitución Política, sino también, por aquellas reconocidas en los tratados internacionales ratificados por Chile, en el derecho consuetudinario internacional y en los principios de ius cogens, postura que ha sido reconocida por el Tribunal Constitucional en dos fallos: el primero sobre la ley de responsabilidad penal juvenil que incorporó la Convención de los Derechos del Niño como parámetro de control de constitucionalidad; el segundo protege  el derecho a la identidad como un atributo reconocido implícitamente en nuestro ordenamiento constitucional por la vía de la ratificación de la Convención Americana de Derechos Humanos.


A propósito de la eventual afectación del derecho a la libertad personal y el derecho a la libertad ambulatoria, y en la misma línea argumental del párrafo precedente, señaló que el artículo 19 N° 7 de la Constitución debe complementarse con los preceptos contenidos en la Convención Americana de Derechos Humanos y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que distinguen entre los conceptos de libertad personal y libertad ambulatoria. De esta manera, la libertad personal se entiende como libertad física, en tanto que la libertad ambulatoria se relaciona con el derecho para poder trasladarse y circular dentro del territorio nacional, cuestión a la que se refieren el artículo 22 de la Convención Americana de Derechos Humanos y el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 


Para la delimitación del contenido de estos derechos, el Profesor Nogueira expresó que es necesario identificar el ámbito de aplicación real de aplicación de las regulaciones que eventualmente pudieren limitar su ejercicio, puesto que ningún derecho, por fundamental que sea, es absoluto, puesto que siempre existirán otros bienes jurídicos que gozan de protección constitucional. En nuestro ordenamiento jurídico existen límites generales y límites específicos a los derechos, estos últimos señalados de manera taxativa en cada uno de los preceptos que los reconocen. Tales límites son la seguridad nacional, la moral, el orden público la utilidad pública y la conservación ambiental. También existen límites implícitos, que autorizan al legislador para regular el contenido y ejercicio de algunos derechos fundamentales. En este sentido, recordó que el Tribunal Constitucional, si bien no se ha pronunciado de manera expresa, ha sostenido la doctrina de aceptación de los límites implícitos, como ocurrió en la sentencia rol N° 226, en que reconoció la existencia de derechos fundamentales aun cuando éstos no estén recogidos de manera expresa en el texto constitucional, siempre que no vulneren o afecten el contenido de los derechos consagrados en dicho texto.


Respecto de las limitaciones explícitas al ejercicio de los derechos fundamentales, la Constitución Política establece la garantía de la reserva de ley, que significa que sólo una ley puede fijar restricciones a las facultades que otorgan los derechos contenidos en el Capítulo III de la Carta Fundamental. También se considera el respeto por el contenido esencial de los derechos (artículo 19 N° 26 de la Constitución Política), que determina la obligación del legislador de no intervenir en la composición intrínseca del derecho fundamental de que se trate. El contenido esencial de los derechos, según dijo, es un concepto jurídico indeterminado que ha sido explicado desde tres perspectivas diferentes. La primera de ellas señala que sólo puede afectarse la periferia de protección, más no su contenido íntimo; la segunda es la del “contenido relativo del contenido esencial”, asimilando el contenido esencial del derecho al principio de proporcionalidad, por lo que toda limitación debe enfrentarse al test de aplicación de dicho principio. Finalmente, la tercera doctrina observa que el contenido esencial de los derechos queda delimitado cuando se hace una interpretación sistémica y unitaria de la Constitución, considerando cada uno de los derechos y bienes jurídicos constitucionales. En relación con esta materia, el Tribunal Constitucional ha precisado en diversos fallos su rechazo a que el legislador pueda regular los derechos fundamentales hasta extremos que imposibiliten la plenitud de su vigencia o compriman su contenido hasta puntos irreconciliables con su fisonomía. 


En relación con lo enunciado en el párrafo anterior, recordó que la limitación restrictiva de un derecho consiste en reducir o modificar su ejercicio, estableciendo condiciones, modos o requisitos sin afectar su contenido esencial. De esta manera, continuó, el artículo 19 N°8 de la Constitución Política, en lo referente a la protección ambiental, habilita al legislador para restringir otros derechos fundamentales en virtud de dicho bien jurídico, idea que ha sido recogida por el Tribunal Constitucional al señalar que la ley puede fijar restricciones en el ejercicio de los derechos sólo con el objetivo preciso de proteger el medioambiente. De ahí que los límites que se determinen en la ley deben ser expresos, específicos y concretos, determinando de manera clara qué aspectos son los afectados.


Otro elemento importante en esta materia es, según dijo, la consideración del principio de proporcionalidad, que implica un análisis de la disposición legal restrictiva del derecho fundamental y el bien jurídico constitucional cautelado, considerando que los medios utilizados por el legislador sean conducentes para el logro del objetivo deseado y que el medio utilizado sea el idóneo para cumplir con el respeto de la esencia del derecho limitado. En este mismo análisis hay que tener presente el respeto por los bloques de constitucionalidad que integran además las normas del texto constitucional, cuestión que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha denominado como “control de convencionalidad”, en el cual todos los operadores jurídicos están obligados a revisar la coherencia y respeto por el sistema de derechos fundamentales vigente. 


Sobre el tema referido, particularmente en lo que concierne a la libertad ambulatoria o de circulación, el Comité de Derechos Civiles y Políticos de Naciones Unidas ha señalado que ésta se aplica en todo el territorio del Estado, incluso en el caso de Estados federados. Sin perjuicio de lo anterior, continuó, existe la posibilidad de restringirla siempre que se haga con respeto al principio de legalidad y que las restricciones no comprometan la esencia del derecho. En este sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha precisado que los límites a esta libertad deben respetar la reserva legal y, además, considerar el principio de tipicidad, vale decir, que la restricción debe configurarse en un tipo establecido de manera previa a los eventuales límites. Recordó al efecto el caso “Ivon Neptuno con Haití”, en el cual la Corte Interamericana afirmó que no es suficiente que toda causa de privación o restricción al derecho fundamental de circulación tenga su justificación en una disposición legal, sino que es necesario que la ley que lo cobija y su aplicación sean compatibles con las disposiciones de la Convención Americana de Derechos Humanos. Con ello, se confirma la exigencia de que los límites sean estrictos, concretos y respetuosos de los bloques de constitucionalidad. 


En lo que respecta al proyecto de reforma constitucional, fue de opinión que dicha propuesta normativa incorpora un segundo bien jurídico constitucional (además del considerado en el artículo 19 N° 8 de la Constitución) que hoy no está en el texto de la Constitución, cual es el desarrollo sustentable que habilitará futuras restricciones a diversas garantías. En esa línea, señaló que el texto propuesto debe enmendarse en el sentido de utilizar un lenguaje constitucional más preciso, considerando las limitaciones restrictivas de la libertad ambulatoria o de las de circulación o residencia. Llamó la atención en cuanto a que la libertad ambulatoria implica, además, la afectación de otros derechos fundamentales reconocidos en nuestro ordenamiento constitucional, como es el caso de la libertad de trabajo artículo 19 N° 16), el de la libre iniciativa económica (artículo 19 N° 21) y el de la libertad para adquirir el dominio de cualquier tipo de bienes (artículo 19 N° 23). Por estas razones, estimó pertinente que, al incorporar un nuevo bien jurídico protegido en la Constitución (el desarrollo sustentable), sea una reforma constitucional la que habilite futuras restricciones que hoy no es posible llevar a cabo. 


Continuando con el análisis del proyecto, el Profesor Nogueira afirmó que éste debe contar con algunas precisiones relativas a que las restricciones del derecho de libertad ambulatoria y sólo circunscribirse a los territorios enunciados, con el objeto de evitar toda ambigüedad que pueda llevar a restringir dicha garantía en otras zonas del país. 


Sobre la remisión a una ley orgánica constitucional para determinar los casos y la forma de limitación, señaló que esto puede constituir en un mecanismo efectivo para garantizar el respeto de los derechos fundamentales, tal como ocurre en otros ordenamientos democráticos del derecho comparado. 


Finalmente expuso el Profesor de Derecho Constitucional señor Arturo Fermandois, quien se refirió a la oportunidad de que la restricción contenida en el proyecto de reforma constitucional se ejecute por una reforma constitucional o si, en cambio, sólo basta una ley. Sobre este tema, explicó que el artículo 126 bis de la Constitución no ofrece un respaldo suficiente para poder restringir los derechos fundamentales a los que se ha aludido durante el debate de esta iniciativa, puesto que de su redacción actual puede concluirse, a su juicio, que ésta se refiere sólo a asuntos de gobierno y administración. Por esa razón, debe ser el constituyente derivado quien se haga cargo de establecer las enmiendas pertinentes que habiliten la futura restricción de derechos fundamentales. 


Concordando con el Profesor Nogueira, manifestó que la actual redacción del artículo 19 N° 8 no permite que sea el legislador ordinario quien regule el ejercicio de otros derechos fundamentales para el debido respeto del bien jurídico protegido en dicho numeral del artículo 19, puesto que, de ser así, podrían fijarse múltiples restricciones a la libertad ambulatoria o de residencia en numerosos territorios nacionales que presentan características especiales. 


Por las razones enunciadas, coincidió con la propuesta contenida en el mensaje de que sea una reforma constitucional la que introduzca una norma como la pretendida, aunque sin la incorporación de un nuevo bien jurídico protegido (el desarrollo sustentable), pues para ello aún hace falta un debate que permita revisar su contenido en cuanto derecho fundamental.
- - -

Concluidas las exposiciones de que hemos dado cuenta precedentemente, y a la luz de los antecedentes entregados por los señores Profesores invitados, las Comisiones unidas debatieron acerca de la idea de legislar respecto de este proyecto de reforma constitucional.


El Honorable Senador señor Orpis solicitó precisar que si se omite el concepto del desarrollo sustentable se hace o no necesaria una reforma para los propósitos perseguidos. Expresó que por propia experiencia, en diversos puntos geográficos del territorio nacional, ha advertido limitaciones a la libertad ambulatoria por la vía administrativa, sin intervención del legislador, circunstancia que le hace fuerza para cuestionar la reforma propuesta.


El Honorable Senador señor Núñez señaló que los conceptos de medio ambiente y desarrollo sustentable están ligados entre sí, pues no parece lógico que este último no haga referencia a otros aspectos de la vida económica o productiva que no sea el medio ambiente o a producir cuidando de no contaminar o no generar huella de carbono. Es posible que la ortodoxia legislativa aconseje desestimar los términos “desarrollo sustentable” en el proyecto, pero, en su concepto, tales expresiones debieron haber estado presente cuando la idea de la protección del medio ambiente fue incorporada en la Constitución.


El Honorable Senador señor Gómez estimó que la importancia de los bienes jurídicos comprometidos en el proyecto obligan a que sea el constituyente el que los regule y no la ley común, Enseguida, expresó que existen otros derechos constitucionales involucrados en esta reforma que el texto de ella no menciona. El derecho de permanecer o residir en determinado lugar habilita al individuo para trabajar, ser propietario o ejercer otras múltiples manifestaciones de su condición de sujeto de derechos. Consultó si sería o no posible, para resguardar la protección que se quiere en estos territorios especiales, en lugar de una reforma que acarrea la anomalía de neutralizar otros derechos constitucionales, establecer criterios de restricción, ya sean de aduana o de administración, para lograr el efecto que se pretende sin alterar otras libertades fundamentales.


A continuación, intervino el Subsecretario del Interior, señor Patricio Rosende, quien reiteró la necesidad de esta reforma. El proyecto, agregó, no establece restricciones a garantías fundamentales como son la libertad de locomoción; antes bien, propone una declaración incorporada a la Constitución que expresa que si se dan determinadas condiciones es posible formular tal restricción.


El concepto “desarrollo sustentable”, continuó, está definido en la ley Nº 19.300, sobre medio ambiente, como “el proceso de mejoramiento sostenido y equitativo de la calidad de vida de las personas fundado en medidas apropiadas de conservación y protección del medio ambiente, de manera de no comprometer las expectativas de las generaciones futuras.”. De la definición transcrita, surge como evidente que el desarrollo sustentable está vinculado al medio ambiente y se distingue de este último concepto en que el primero alude a una necesidad futura y el segundo al tiempo presente. Agregó que no obstante estar el Ejecutivo disponible para discutir las indicaciones que se formulen, es menester mantener la estructura del proyecto, de modo que a la declaración constitucional siga una ley orgánica que plantee las modalidades de restricción de estos derechos tan esenciales, pues le parece peligroso que ellos puedan ser alterados por mayorías circunstanciales como sería si se contuviesen en leyes ordinarias.


A su turno, el Profesor Nogueira fue de opinión que el concepto de desarrollo sustentable no es pacífico, puesto que está definido no sólo en la ley N° 19.300, sobre Bases del Medio Ambiente (aplicable en el derecho interno), sino que también en diversos tratados internacionales, razón por la cual habrá que tener presente dichas normativas a la hora de establecer nuevos bienes jurídicos protegidos por la Constitución Política, con el objeto de guardar debido respeto a los bloques constitucionales a los cuales ya hizo mención.


Intervino a continuación el Honorable Senador señor Bianchi, quien observó que un aspecto que también surgirá con motivo de estas restricciones es el control y los efectos de la natalidad. En su opinión, la consideración de este factor es de esencial importancia para abordar esta materia, pues al analizar la capacidad de carga de estos territorios ha de incluirse también la proyección del volumen de población que ellos soportarán, todo lo cual genera una gran complejidad al momento de decidir hasta dónde puede llegar la adopción de medidas restrictivas.


El Profesor Fermandois estimó, a propósito de las últimas intervenciones, que la finalidad central de esta reforma es respaldar al legislador para que restrinja en términos muy especiales las libertades ambulatorias y de residencia en los territorios de Isla de Pascua y el Archipiélago Juan Fernández. Otras libertades o derechos como podrían ser el de emprender alguna actividad económica, el derecho de propiedad o la libertad de trabajo habrán de someterse a las exigencias normales que rigen en el resto del país y no podrá el legislador, a su respecto, formular nuevas restricciones en las localidades mencionadas.

- - -


Enseguida, las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, considerando las exposiciones y el debate transcrito, acordaron una nueva redacción para el inciso segundo propuesto en el mensaje, del siguiente tenor: 


“En los referidos territorios especiales, con el fin de proteger el medio ambiente y propender a su desarrollo sustentable, sólo podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o residencia, como asimismo el de libre circulación hacia ellos, en los casos y en la forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”. 


Sobre la incorporación de la expresión “los referidos”, las Comisiones unidas estimaron que dicho término enfatiza que los únicos territorios en que será posible la restricción de derechos serán los de Isla de Pascua y el Archipiélago Juan Fernández.


En cuanto a la frase “propender a su desarrollo sustentable”, las Comisiones acordaron que su incorporación al texto constitucional contribuirá a una mayor protección y, con ello al fomento económico y social de dichas zonas patrimoniales y arqueológicas, en las cuales el principal atractivo no sólo está constituido por la naturaleza, sino también por creaciones del hombre, que no necesariamente pueden considerarse dentro del concepto de medioambiente. En otras palabras, como ambos territorios especiales contienen estas zonas, se estima necesario incluir la mencionada expresión (“propender a su desarrollo sustentable”) con el fin de extender el ámbito de protección de la garantía constitucional de vivir en un medio ambiente libre de contaminación, tanto a elementos naturales como a la riqueza arqueológica y patrimonial existente en ellos.


Finalmente, se optó por remitir al legislador orgánico constitucional la regulación de las restricciones a la libertad ambulatoria (permanencia, residencia y circulación), pues un cuerpo legal de esa jerarquía, al requerir de un quórum más elevado para su aprobación da garantías de la permanencia de la norma en el tiempo; nace de un mayor consenso político y facilita un control adicional respecto de su constitucionalidad al tener que ser revisado por el Tribunal Constitucional.


La propuesta referida fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Núñez, Orpis, Muñoz Aburto y Sabag.
- - -

VII.- ACUERDO

Luego de escuchar las exposiciones transcritas y atendidos los fundamentos del mensaje y el contenido del proyecto, las Comisiones unidas de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Núñez, Orpis, Muñoz Aburto y Sabag, acordaron aprobar el proyecto de reforma constitucional contenido en el mensaje, sustituido por el siguiente: 


“Artículo único.- Incorporáse en el artículo 126 bis de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso segundo:


“En los referidos territorios especiales, con el fin de proteger el medioambiente y propender a su desarrollo sustentable, sólo podrá restringirse el ejercicio de los derechos de permanencia o residencia, como asimismo el de libre circulación hacia ellos, en los casos y en la forma que establezca la ley orgánica constitucional respectiva.”.”.
- - -


Acordado en sesiones del 6 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Núñez (Presidente), señora Alvear y señores Chadwick, Gómez, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Romero (Espina) y Sabag; 20 de enero de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Núñez (Presidente), señora Alvear y señores Bianchi, Gómez, Orpis (Chadwick), Pérez Varela y Sabag, y 10 de marzo de 2010, con asistencia de los Honorables Senadores señor Núñez (Presidente), señora Alvear y señores Chadwick, Muñoz Aburto, Orpis y Sabag.
.

Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2010.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LA HONORABLE SENADORA ALVEAR, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA LOS HORARIOS DE FUNCIONAMIENTO DE FARMACIAS

(6858-11)

Honorable Senado:

La fijación de turnos obligatorios a las farmacias es una atribución comprendida dentro de las facultades de la autoridad sanitaria para regular el funcionamiento de tales establecimientos, tal como lo señala el artículo 122 del Código Sanitario.
La autoridad sanitaria, al imponer un sistema de atención a las farmacias está dando cumplimiento al mandato que con arreglo al artículo 19, N° 9 de la Carta Fundamental, le asiste al Estado de tutelar el derecho a la protección de la salud, pues se trata de medidas que tienen como propósitos facilitar el acceso expedito de la población a los medicamentos.
A su vez, el decreto N° 466, de 1984, del Ministerio de Salud, que aprueba el Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados, en el Párrafo Quinto de su Título II, regula el horario de atención y turnos de las farmacias.
De acuerdo con el artículo 41 del citado reglamento, "el horario de atención de la farmacia será determinado por su propietario, pudiendo comprender jornada diurna, nocturna y en días no hábiles y deberá comunicarse a -la Secretaría Regional Ministerial respectiva- y anunciarse al público mediante letrero colocado en un lugar visible. No obstante, las farmacias deberán atender público en forma ininterrumpida mientras se encuentren de turno".
De conformidad con lo establecido por el artículo 42 siguiente, la Secretaría Regional Ministerial fijará semestralmente los turnos de las farmacias de su territorio, los que serán obligatorios, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 45°.
Añade el mismo artículo que, para estos efectos, dicho Servicio confeccionará antes del 30 de noviembre y del 30 de mayo de cada año, las nóminas de turnos que deberá cumplir semestralmente cada farmacia, con indicación de su nombre, ubicación, sector de la población que deberá atender y fechas en que le corresponderá cumplirlos.
Por su parte, conforme al citado artículo 45 ninguna farmacia podrá eximirse de los turnos fijados por la Secretaría Regional Ministerial. Agrega este precepto que, no obstante, esta última podrá, en casos debidamente calificados, suspender el cumplimiento del turno por el tiempo que estime prudencial, designando en su reemplazo otra farmacia que lo haga.
Los turnos establecidos por la autoridad sanitaria de la región metropolitana para el segundo semestre del 2009, se establecen para el funcionamiento obligatorio en días inhábiles y feriados legales, con un horario de apertura obligada entre las 8 de la mañana y las 11 de la noche. Sin embargo, no se establece ninguna farmacia para realizar turnos nocturnos. La única alternativa en este caso es recurrir a un listado de farmacias de urgencia muchas de ellas a gran distancia de puntos poblados de la Región Metropolitana. Esta situación se repite en distintas regiones del país.
Para graficar este punto se puede analizar la situación de las comunas de Buin y Paine de la Región Metropolitana. El turno de farmacias fijado permite contar con ellas los días feriados y festivos de 8 de la mañana a 11 de la noche. Ante cualquier emergencia, en cualquier día de la semana, fuera de este horario debe recurrir a \a comuna de San Bernardo, a más de 20 y 30 kilómetros de distancia respectivamente.
Esto hace virtualmente imposible la gestión, y presiona aun más a los prestadores públicos de salud, para solucionar una emergencia que podría resolverse de otro modo.
Esta situación se repite en muchas regiones del país, y se llega a la paradoja de contar con menos disponibilidad de farmacias, a pesar de existir muchísimos más establecimientos producto de la proliferación de cadenas con esta especialidad. Mientras que en el pasado, con menos alternativas, había una clara disponibilidad nocturna.
Con el fin de corregir esta situación, se hace necesario modificar el Código Sanitario, estableciendo una clara orientación en materia de horario de funcionamiento de las farmacias y la disponibilidad nocturna de estos establecimientos, de modo de asegurar que los centros poblados de mayor importancia efectivamente cuenten con atención farmacéutica nocturna.
De acuerdo a los fundamentos expuestos, vengo en presentar el siguiente
Proyecto de Ley

Artículo Único
Modifíquese el Art. 122 del Código Sanitario  en  siguiente sentido:
Para insertar, a continuación del punto a parte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase:
"El horario de funcionamiento de las farmacias deberá asegurar una adecuada disponibilidad al público durante días inhábiles o feriados legales, y en horarios nocturnos en un radio no mayor a 15 kilómetros de los principales centros poblados."
(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Soledad, Senadora.-
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MOCION DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE PROHÍBE CONDICIONAR LA CONTRATACIÓN DE TRABAJADORES A LA EXISTENCIA DE ANTECEDENTES DE CARÁCTER ECONÓMICO O FINANCIERO

(6859-13)

Honorable Senado:

La Constitución Política de la República establece en su articulo 19 numero 16 el una serie de principios que fijan las bases de las relaciones laborales en nuestro país.
En primer lugar se consagra la libertad de trabajo y su protección .Esta libertad consiste según el mismo articulo en que toda persona tiene derecho a la libre contratación y a la libre elección del trabajo con una justa retribución.
Siguiendo con el desarrollo de este principio la Constitución prohibe cualquier discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sin perjuicio de que la ley pueda exigir la nacionalidad chilena o ciertos limites de edad para determinados casos.
Este principio de no discriminación, ha tenido un largo desarrollo jurisprudencial, presentándose en nuestro país muchos casos en que algunos empleadores exigen para contratar a sus trabajadores requisitos que van mas allá de lo que la Constitución permite como criterio de selección al momento de contratar a una determinada persona.
Pero la Constitución no solo establece un criterio para los empleadores en cuanto a prohibir cualquier discriminación que no se base en la capacidad o idoneidad personal, sino que también la Constitución le fija a la ley un limite en cuanto a que para determinados casos únicamente exigir como requisito adicional el de la nacionalidad chilena o un limite de edad
Sin embargo, este mandato dado a la ley por parte de la Constitución no es totalmente cumplido en las disposiciones de carácter laboral que existen en nuestro ordenamiento jurídico entre otras aquellas que se contienen el Código del Trabajo
Lo paradojal de una de estas infracciones de ley a este principio constitucional de esta infracción de ley es que se produce precisamente en el articulo 2 del Código del trabajo. Este artículo ubicado en las normas del titulo preliminar del Código, desarrolla en gran parte a nivel legal los principios del artículo 19 número 16 de la Constitución.
Dentro de este desarrollo el artículo 2 establece en el inciso séptimo el que ningún empleador puede condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones de carácter: económico, financiero, bancario o comercial que conforme a la a la ley, puedan comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales, ni exigir para dicho fin declaración de certificado alguno.
Dicha declaración efectuada por dicho articulo es de toda lógica y no es sino consecuencia del principio constitucional de no discriminación.
Sin embargo, a continuación dentro del mismo inciso la ley establece una excepción a esta prohibición y que dice relación con los trabajadores que tengan poder para representar al empleador, tales como gerentes, subgerentes, agentes o apoderados, siempre que en todos estos casos estén dotados de facultades generales de administración y exceptúa también a los trabajadores que tengan a su cargo la recaudación, administración o custodia de fondos o valores de cualquier naturaleza.
Es decir la misma ley que desarrolla este principio constitucional de no discriminación y que lo clarifica en cuanto a la imposibilidad de discriminar a una persona en relación con sus obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial, discrimina a la vez a cierto grupo de trabajadores y no precisamente con requisitos que digan relación con su nacionalidad o su edad como únicamente permite la Constitución.
Esta discriminación establecida en forma totalmente inconstitucional por el articulo 2 del Código del Trabajo tiene una relevancia de grandes consecuencias sociales especialmente para el caso de aquellos trabajadores que tienen a su cargo la recaudación, administración o custodia de fondos o valores de cualquier naturaleza, puesto que muchos supermercados y empresas de retail exigen a sus trabajadores un certificado de Dicom para tanto permitirles postular a su trabajo así como también para poder mantenerse en el.
Por las consideraciones de inconstitucionalidad recientemente descritas es que venimos en presentar el siguiente:
Artículo único: Sustitúyase el inciso séptimo del artículo 2 del Código del Trabajo por el siguiente:
"Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial que conforme a la ley, puedan ser comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales, ni exigir para dicho fin declaraciones de certificado alguno".
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.-

4

MOCION DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, POR MEDIO DE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.987, QUE AUTORIZA EL ESTABLECIMIENTO DE EMPRESAS INDIVIDUALES  DE RESPONSABILIDAD LIMITADA

(6860-07)

Honorable Senado:

La ley N° 19.857, publicada en el Diario Oficial el 11 de febrero de 2003, autorizó el establecimiento en el país de empresas individuales de responsabilidad limitada.
Las ideas matrices del proyecto de ley, que impulsó la legislación sobre esta materia, estaban constituidas fundamentalmente por el imperativo de adecuar a nuestro derecho de sociedades a las más modernas figuras del Derecho Comparado, y a la vez de estimular mediante la creación de esta figura legal- a la micro y pequeña empresa, que son motores esenciales de la economía nacional, dotándolas así de una estructura legal dinámica, adecuada a sus necesidades.
Luego de algunos años de vigencia de dicha ley, la práctica comercial ha demostrado la necesidad de reformar la redacción de algunos artículos de este cuerpo normativo, puesto que muchos de sus objetivos iniciales habían indicado no ser tan eficaces sobretodo en relación a estimular y facilitar la labor de los pequeños empresarios.
Una primera medida que ha surgido es rebajar los costos asociados a la constitución de las empresas individuales de responsabilidad limitada, puesto que resultan todavía excesivos. Estos costos podrían verse disminuidos sustancialmente, eliminándose, sin riesgo de la fe pública, el requisito de la publicación del extracto en el Diario Oficial, anexo a la actual inscripción de la constitución de estas empresas en el Registro de Comercio del domicilio en que se constituyen. Con este mismo fundamento, parece innecesario que cuando se otorguen mandatos, éstos deben inscribirse y anotarse al margen de la inscripción social, bastando para efectos de publicidad, la sola anotación marginal de estos documentos.
En esta misma dirección, los constituyentes de estas personas jurídicas tropiezan con otro obstáculo relativo al objeto social, toda vez que debe ser uno y específico, siendo que en la práctica cotidiana del comercio -las microempresas normalmente tiene más de un giro- no advirtiéndose el motivo por el cual se les obligue a constituir en forma separada una empresa individual por cada actividad económica que decidan emprender
Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente:
Proyecto de Ley
Artículo único: Modifíquese la ley número 19.857 que autoriza el establecimiento de empresas individuales de responsabilidad limitada de la manera siguiente:
1.- Sustitúyase el artículo 3 por el siguiente artículo 3 nuevo:
"Articulo 3 La constitución se hará por escritura pública, en la cual constará el estatuto de la empresa, que se inscribirá con arreglo a los artículos 4° y 5°"
2.- Sustitúyase la letra d del artículo 4 por la siguiente letra d nueva:
d) El o los objetos específicos o giros de la empresa y el o los ramos o rubros específicos en que dentro de ella se desempeñara.
3.- Sustituyese el artículo 5 por el siguiente artículo 5 nuevo:
"Artículo 5 Un extracto de la escritura pública, autorizado por el notario ante quien se otorgó, se inscribirá en el registro de comercio del domicilio de la empresa, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de la escritura. El extracto deberá contener un resumen de las menciones señaladas en el artículo anterior"
4.- Sustitúyase el artículo 9 por el siguiente artículo 9 nuevo:
Articulo 9: Son actos de la empresa los ejecutados bajo el nombre y representación de ella por su administrador.
La administración corresponderá al titular de la empresa, quien la representa judicial y extrajudicialmente para el cumplimiento del objeto social, con todas las facultades de administración y disposición.
El titular, o su mandatario debidamente facultado, podrá designar un gerente general, que tendrá todas las facultades del administrador, excepto las que excluya expresamente, mediante escritura pública que se anotará al margen de la inscripción estatutaria. Lo dispuesto en este inciso, no obsta a la facultad del titular de conferir mandatos generales o especiales para actuar a nombre de la empresa, por escritura pública que se anotará en la forma señalada en este inciso.
Las notificaciones judiciales podrán practicarse indistintamente al titular de la empresa o a quien éste hubiere conferido poder para administrarla, sin perjuicio de las facultades de recibirlas que se hayan otorgado a uno o más gerentes o mandatarios.
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.-
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MOCION DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL TIPO PENAL DE INJURIAS Y CALUMNIAS, INCLUYENDO AQUELLAS QUE SE COMETAN POR INTERNET

(6861-07)

Honorable Senado:

Desde hace unos 15 años los medios escritos de prensa así como también los medios de radio y televisión han sido superados largamente por otras nuevas tecnologías asociados al mundo computacional y digital que por sus especiales características han ocupado una espacio fundamental para una nueva forma en que las personas establecen sus relaciones en la vida diaria ,e incluso mas han venido a revolucionar la forma en que las personas desarrollan su vida laboral.
Sin embargo, y sin perjuicio de todos estos innumerables ventajas y beneficios que ha traído el desarrollo de estas nuevas tecnologías, paralelamente algunas personas las han utilizado para difundir a gran escala difamaciones y atentados contra el honor y la vida privada de personas, que muchas veces ven vulnerados sus derechos sin la posibilidad de obtener una efectiva reparación por el daño sufrido.
La protección a la vida privada, al honor y a la honra de una persona no ha sido de pacifica regulación tanto a nivel internacional así como tampoco a nivel nacional puesto que siempre en contraposición a este derecho ha estado un importante derecho para nuestras democracias mas recientes como es el de la libertad de expresión sin censura previa que deben tener todas la personas sobretodo para aquellas que se expresan a través de medios de comunicación masivos y públicos.
En el ámbito internacional los conceptos de respeto a la vida privada, al honor y a la honra han sido establecidos en distintos cuerpos normativos tales como la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos,
En nuestro país la constitución Política regula en primer lugar en su articulo 19 numero 4 dentro del capitulo de los derechos y garantías fundamentales el respeto y protección a la vida privada y a la honra de la persona y su familia
Posteriormente en el artículo 19 numero 12 la Constitución Política consagra la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, in perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado. 

Estos delitos a que se hace referencia la Constitución se encuentran regulados en los artículos 412 y siguientes del Código Penal donde se establecen los delitos de injuria y calumnia.

La calumnia es definida como "toda imputación de un delito determinado pero falso y que pueda actualmente perseguirse de oficio"
Por su parte la injuria es definida como toda expresión proferida o acción ejecutada en deshonra, descrédito o menosprecio de una persona.
Es interesante ahora analizar la diferenciación que la ley establece para este tipo de atentados a la dignidad, honor y honra de una persona según si estos son efectuados en forma privada o si por el contrario son efectuados a través de algún medio publico o con publicidad.
En primer lugar la Constitución consagra en el articulo 19 numero 12 el derecho para toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social a que su declaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que la ley determine, por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido emitida.
Asimismo el artículo 413 del Código penal establece como una agravante para el delito de calumnia el ser propagada por escrito y con publicidad.
El artículo 418 del Código Penal castiga con una pena mayor a las injurias graves que sean propagadas por escrito y publicidad.
Por ultimo para cerrar este especial trato para este tipo de injurias y calumnias el Código define en el articulo 422 a las injurias y calumnias hechas con propaganda y publicidad como aquellas que se propagaren por medio de carteles o pasquines fijados en los sitios públicos; por papeles impresos, no sujetos a la ley de imprenta, litografías, grabados o manuscritos comunicados a más de cinco personas, o por alegorías, caricaturas, emblemas o alusiones reproducidos por medio de la litografía, el grabado, la fotografía u otro procedimiento cualquiera
Dentro de esta ultima definición efectuada por el Código de injurias y calumnias hechas con propaganda y publicidad no se considera toda una nueva forma de publicidad y propaganda que se les puede dar a las injurias como es a través de las nuevas tecnologías, especialmente a través de Internet.
Como veíamos al inicio de este proyecto las nuevas tecnologías de la información han traído numerosos beneficios para nuestra vida común, pero, al mismo tiempo han generado un nuevo espacio que escapa a nuestras antiguas concepciones y definiciones legales y doctrinarias de lo que es el "mundo publico"
Es por esto que proponemos incorporar a estas nuevas tecnologías como un medio apto para dar una gravedad mayor a una injuria y calumnia que se realice a través de este medio puesto que no cabe duda del impacto publico que estas tienen a través del siguiente:
Proyecto de ley
Articulo Único Incorpórese el siguiente articulo 422 bis en el Código Penal.
"Articulo 44 bis Asimismo las injurias y calumnias se reputan hechas por escrito y con publicidad cuando los mensajes calumniosos o injuriosos se publiquen por escrito, fotografías, a través de imágenes, videos, alusiones o cualquier otro medio apto, a través de direcciones de Internet de foros, comunidades virtuales, redes sociales, y en general todo tipo procedimiento apto para aquello"
(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.-
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MOCION DEL HONORABLE SENADOR ESCALONA, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA EL CONTENIDO DE LAS SOLICITUDES DE RECEPCIÓN DEFINITIVA DE OBRAS; EL OTORGAMIENTO DE SEGUROS EN CONDOMINIOS Y LOS EFECTOS DE LOS MUTUOS HIPOTECARIOS EN CASO DE DESTRUCCIÓN DE LA ESPECIE POR SISMO CATASTRÓFICO

(6862-14)

Honorable Senado:

1. Las 03:34 horas del 27 de febrero de 2010 nuestro país fue azotado por un terremoto y posterior tsunami de tal entidad que solo en magnitud ha sido superado por el de la tarde del domingo del 22 de mayo de 1.960 y por el terremoto de 1835.
2. El sismo dejó ciento de personas muertas y varios miles de millones de dólares en perdidas de bienes materiales e infraestructura.
3. El sismo, catalogado por algunos especialistas como uno de los que mas energía ha liberado en la historia de que se tenga registro, solo superado, como he dicho, por el del 22 de mayo de 1960 de Valdivia y cuyo antecedente encontramos en el gran terremoto de 1835, no es uno que sea ajeno a nuestra historia y a nuestra cultura. Desde luego, cabe anotar que en los últimos cinco años hemos experimentado sismos de consideración, me refiero al de Iquique en junio de 2.005 de 7,9 grados en la escala de Richter y el de Tocopilla del mes de noviembre de 2007 cuya graduación alcanzó los 7,9 grados en la escala de Richter. Más aún, solo hace 25 años el 3 de marzo de 1985 San Antonio y la zona central de Chile experimentó uno de graduación 7,7 en la escala de Richter que causo la muerte de 177 personas.
4. El 27 de febrero nos despertamos los chilenos y chilenas en medio de una tragedia, de muerte, de personas desaparecidas y de quienes había perdido, en muchos casos todos los ahorros de su vida, gente de esfuerzo y trabajo que había adquirido no hace mucho tiempo un bien raíz que esa mañana se encontraba seriamente dañado o destruido.
5. Podemos pensar que los terremotos y los embates de la naturaleza son fenómenos sobre los cuales el hombre no tiene ningún refugio y que siendo mayor su entidad, las vidas humanas y los daños que se producen no pueden ser atribuidos a persona alguna y en consecuencia no puede demandarse las responsabilidades en los ámbitos que corresponda. Lo cierto, es que lo que no podemos determinar es el día, la hora y el minuto en que se producirá el evento y en consecuencia si podremos exigir y demandar que se actúe con apego a la ley y el respeto a los derechos fundamentales, esto excluye la improvisación.
6. ¿El terremoto del 27 de febrero se pudo evitar?, y ciertamente la respuesta es no. ¿Se pudo prever sus efectos y aminorarlos? y la respuesta es afirmativa, cuando la improvisación y el descuido son variables inaceptables, especialmente en un país que tiene frecuentemente eventos sísmicos y más aun cuando había un reporte científico, cuya lectura previa al 27 de febrero hubiese sido de gran utilidad. Este analizando la velocidad en que se movilizan las placas de nazca y la sudamericana, la energía liberada o mejor dicho acumulada del terremoto de 1.835 que ha sido relatado por Darwin concluyen que es razonable un escenario de un terremoto en la costa sur entre Constitución y Concepción con una graduación de entre 8,0 y 8,5 grados en la escala de Richter, según se lee de "Interseismic strain accumulation measured by GPS in the seismic gap between Constitución and Concepción in Chile", publicado en junio del 2009 en el Journal Physics of the Earth and Planetary en el que participan, entre otros, científicos de la Universidad de Chile.
7. Sin embargo, podemos como sociedad quedarnos solamente en la etapa de las querellas para determinar responsables por los enormes y cuantiosos daños en vidas humanas y bienes materiales o bien, sin excluir que quienes tengan responsabilidades civiles, penales o políticas deberán asumirlas, aprehender una lección, tal como lo hicieron los japoneses después del terremoto de Kobe de 1.995, esto es, establecer reglas que irán mutando conforme vaya evolucionando el conocimiento humano en la construcción de inmuebles como en la coordinación entre los diversos entes que deben actuar, los mecanismos de alerta temprana y la respuesta de salvataje de igual modo. Tanto como en las normas que regulan los seguros y los créditos sobre bienes raíces ante eventos de esta entidad. Creo, que ese es el camino en un país que ha sido azotado por terremotos desde que se tiene memoria histórica y de los que tenemos registros gráficos desde el de Valparaíso de 1906.
8. Por eso, propongo ha este Honorable Congreso, que asumamos que la lección del 27 de febrero de 2010 es que los daños y perdidas en vidas humanas y materiales pueden disminuir ostensiblemente con una reglamentación que salvaguarde los derechos de nuestros compatriotas con normas de aseguramiento que obliguen a los administradores de copropiedades inmobiliarias, que regulen la relación entre el acreedor hipotecario y el deudor cuando la cosa sobre que recae la garantía ha sido destruida y esencialmente un mayor control en la calidad de la edificación de inmuebles de uso publico como privado, disminuyendo con ello los riesgos derivados de la improvisación y la imprudencia, de modo que, es preciso incorporar, al menos, las siguientes modificaciones a la Ley General de Urbanismo y Construcción, Ley Sobre Copropiedad Inmobiliaria y Ley General de Bancos.
Proyecto de Ley
Articulo primero: Modifica Ley General de Urbanismo y Construcciones
1) Agréguese un párrafo final al articulo 144 inciso 2 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones quedando de la siguiente forma: A la solicitud de recepción deberá adjuntarse un informe del arquitecto, y del revisor independiente cuando lo hubiere, en que se certifique que las obras se han ejecutado de acuerdo al permiso aprobado, incluidas sus modificaciones, conforme a lo indicado en el inciso segundo del artículo 119 de esta ley. En caso que la construcción hubiere contado con un inspector técnico de obra (ITO) también deberá acompañarse un informe de dicho profesional
Articulo Segundo: Modifica Ley 19.537 Sobre Copropiedad Inmobiliaria
2.1) Intercálese en el articulo 36 luego de la expresión incendio las palabras "y sismo" quedando de la siguiente forma
Art. 36. Salvo que el reglamento de copropiedad establezca lo contrarío, todas las unidades de un condominio deberán ser aseguradas contra riesgo de incendio y sismo, incluyéndose en el seguro de los bienes de dominio común en la proporción que le corresponda a la respectiva unidad. Cada copropietario deberá contratar este seguro y, en caso de no hacerlo, lo contratará el administrador por cuenta y cargo de aquél, formulándole el cobro de la prima correspondiente conjuntamente con el de los gastos comunes, indicando su monto en forma desglosada de éstos. Al pago de lo adeudado por este concepto, se aplicarán las mismas normas que rigen para los gastos comunes.
Articulo Tercero: Modifica Ley General de Bancos
3.1) agrega el siguiente artículo 84 Bis.
Art. 84 Bis En los créditos otorgados, conforme a esta ley, respecto personas naturales y garantizados con bienes raíces, cuando como consecuencia de un sismo catastrófico se produzca la destrucción de la especie, de modo que no pueda ser habitado sin peligro para la vida humana, procederá de pleno derecho la resciliación del contrato de mutuo hipotecario, bastando tal acto como titulo valido para transferir el dominio al acreedor. En estos casos, el acreedor se pagará el saldo de la deuda con la especie o con la parte alícuota de la cosa en los casos de casas o departamentos sujetos a la Ley de Copropiedad Inmobiliaria.
Con todo, El Banco o Institución Financiera que adquiera un bien raíz en la forma señalada en este artículo deberá sujetarse a lo dispuesto en el artículo 84 letra b) inciso 2° de esta Ley.
En todo caso, el deudor podrá solicitar la supervivencia del mutuo, cuando haya pagado más del 25% de la deuda, sin que pueda acelerarse el pago del crédito por la pérdida de la cosa.
Con todo siempre quedará a salvo al deudor e/ derecho a ejercer las acciones legales que correspondan en contra del vendedor, inmobiliaria o constructora, conforme a las reglas generales.

(Fdo.): Camilo Escalona Medina, Senador.-
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